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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida. Son 62 normas, en el orden de tus 45
temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Este temario incluye solo «Temario general»: 45 de los 65 temas del programa oficial. No incluye «Temario
específico» (20 temas).

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 45 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 290 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 7 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

TEMARIO GENERAL

Tema 1 Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales de las personas y sus 
garantías. La autonomía universitaria. Organización institucional.
CE 1-105, 107-116, 159-165 · LOSU 2-3

8

Tema 2 El poder judicial. Funciones y principios. La organización judicial. El Ministerio Fiscal. El Tribunal 
Supremo. El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
CE 117-127 · LOPJ 1-8, 10-20, 26-27, 29-37, 53-96, 99-103 · EOMF 1-17, 19-31 · EA-CAT 95-96

35

Tema 3 El Estatuto de autonomía de Cataluña: principios rectores, derechos y deberes, tipología de 
competencias.
EA-CAT 4, 15-54, 110-115

94

Tema 4 Instituciones de la Generalitat de Cataluña: el Parlamento, el presidente, el Gobierno, el Consejo de 
Garantías Estatutarias, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas.
EA-CAT 55-70, 73-81 · L13-2008-CAT 1-46 · L2-2009-CGE 1-32 · L24-2009-SINDIC 1-32 · L18-2010-SINDICATURA 1-34

—

Tema 5 La Unión Europea y el derecho comunitario. Características del ordenamiento jurídico comunitario. Las 
fuentes del derecho comunitario. Tratados. Reglamentos. Directivas. Decisiones, recomendaciones y 
dictámenes.
TUE 1-3, 6-8 · TFUE 288-292

—

Tema 6 Aplicación y eficacia del derecho comunitario europeo. Relación entre el derecho comunitario y el 
ordenamiento jurídico de los Estados miembros. Principios y control.
TUE 4-5 · TFUE 2-6, 258-281

—

Tema 7 Ley orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario: funciones y autonomía de las 
universidades. La naturaleza, creación, reconocimiento y régimen jurídico de las universidades. 
Estructura de las universidades públicas. La Ley de universidades de Cataluña: disposiciones 
generales. La actividad universitaria: el estudio y la docencia; investigación y transferencia de 
tecnología y transmisión de conocimiento. La comunidad universitaria: disposiciones generales, el 
estudiantado. Instrumentos básicos de ordenación.
LOSU 2-3, 4, 38-43 · LUC-CAT 1-41, 101-103, 115-120

—

Tema 8 Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, Tecnología e Innovación. El personal investigador al servicio 
de las universidades públicas. La transferencia y difusión de los resultados de la actividad de 
investigación, desarrollo, innovación y cultura científica, tecnológica e innovadora.
LCTI 1-5, 12-23, 31-32, 35-38

—

Tema 9 Los Estatutos de la Universidad de Lleida. Los órganos de gobierno y representación: colegiados y 
unipersonales. El Consejo Social. La Sindicatura de Agravios de la UdL.
LOSU 44-52 · LUC-CAT 31, 77-100, 103

—

Tema 10 La Universidad de Lleida. La organización académica. Los departamentos. Las facultades y escuelas. 
Los centros adscritos. La Escuela de Doctorado. El Instituto de Lenguas.
LOSU 40-43 · LUC-CAT 104-114 · RD-99-2011 9

—

Tema 11 El estudio y la investigación. Los servicios y la extensión universitaria. Estructura y tipología de los 
estudios universitarios oficiales en la UdL: grado, máster y doctorado. Los créditos ECTS: concepto.
LUC-CAT 7-28 · LOSU 6, 9, 11-13, 18-22 · RD-822-2021 3-7, 9, 13-14, 16-17, 19 · RD-99-2011 1-4, 8 · RD-1125-2003 1-4

—

Índice

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 3



Tema 12 La Universidad de Lleida. Las enseñanzas oficiales: transferencia, reconocimiento, permanencia, 
sistemas de acceso del estudiantado, los títulos, el suplemento europeo al título.
RD-822-2021 8, 10, 15, 18, 20 · RD-534-2024 1-45 · RD-99-2011 6-7 · RD-1002-2010 1-20 · RD-22-2015 1-6 · LOSU 7-8, 10, 31 ·…

—

Tema 13 Recursos para el estudiantado: ayudas al estudio, programas de movilidad, gestión de las prácticas 
externas, servicios y recursos para el estudiantado. UdL para todos.
RD-1721-2007 1-6, 9, 13-17, 22-29, 33-51 · RD-PracticasExt 1-18 · RD-822-2021 11 · LOSU 27, 32-33, 37 · LUC-CAT 33, 35, 41

—

Tema 14 Normativa de convivencia universitaria.
LConv-Uni 1-22

—

Tema 15 El concepto de Administración pública. El principio de legalidad. Las potestades administrativas: 
formas de atribución y clases. Las potestades regladas y discrecionales. Los derechos y deberes de las 
personas en sus relaciones con la Administración pública. Los órganos colegiados de las 
administraciones públicas.
LRJSP 1-5, 15-22 · LPACAP 13, 18-19 · L26-2010-CAT 3-4, 13-26, 29-30

—

Tema 16 La competencia administrativa: concepto, clases y naturaleza. Criterios de delimitación y formas de 
atribución. Las relaciones interorgánicas. La jerarquía administrativa. La delegación, la avocación y la 
sustitución. La coordinación administrativa.
LRJSP 8-14 · L26-2010-CAT 6-12 · L13-1989-CAT 37-42, 45-53

—

Tema 17 El reglamento: concepto y fundamento. Clases de reglamentos. Procedimiento de elaboración de los 
reglamentos. Principio de inderogabilidad singular de los reglamentos. Régimen de impugnación de 
los reglamentos. Cuestión de ilegalidad.
LPACAP 37, 128-133 · L26-2010-CAT 59-70 · LJCA 26-27, 123-126

—

Tema 18 El procedimiento administrativo. Principios. Procedimiento común y procedimientos especiales. Fases 
del procedimiento.
LPACAP 29-33, 54-64, 66, 68-69, 71-90, 93-105 · L26-2010-CAT 43-52, 84-87

—

Tema 19 El acto administrativo: concepto y clases. Elementos del acto administrativo. La motivación y la forma 
del acto administrativo. Silencio administrativo. Eficacia del acto administrativo: principios generales. 
Ejecutividad del acto administrativo. Notificación y publicación del acto administrativo. Invalidez de 
los actos administrativos: nulidad de pleno derecho y anulabilidad. Convalidación.
LPACAP 21-25, 34-36, 38-52 · L26-2010-CAT 53-58

—

Tema 20 El procedimiento administrativo común. Concepto y principios. Las personas interesadas en el 
procedimiento. Concepto y principios. El procedimiento administrativo derivado de la organización 
propia de la Universidad de Lleida.
LPACAP 1-8, 53 · L26-2010-CAT 31-33

—

Tema 21 La revisión de los actos en vía administrativa: la revisión de oficio. La revocación de los actos 
administrativos. La rectificación de errores materiales o de hecho. La acción de nulidad, 
procedimiento, límites. La declaración de lesividad.
LPACAP 106-111 · L26-2010-CAT 71-74

—

Tema 22 Recursos administrativos. Principios generales. Actos susceptibles de recurso administrativo. Reglas 
generales de tramitación de los recursos administrativos. Clases de recursos. Procedimientos 
sustitutivos de los recursos administrativos, conciliación, mediación y arbitraje.
LPACAP 112-126 · L26-2010-CAT 75-79

—

Tema 23 El control jurisdiccional de la Administración pública: contencioso, laboral, civil y penal. La jurisdicción 
contencioso-administrativa. Naturaleza, extensión y límites. Órganos de la jurisdicción y sus 
competencias. Las partes: legitimación. El objeto del recurso contencioso-administrativo. Causas de 
inadmisibilidad.
LJCA 1-17, 18-24, 25-42, 51, 58-59, 69 · LOPJ 9 · LRJS 1-3

—

Índice
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Tema 24 El procedimiento en primera o única instancia. Medidas cautelares. La sentencia. Recursos y ejecución. 
Procedimientos especiales. El recurso contencioso especial de los derechos y libertades 
fundamentales.
LJCA 43-94, 102-127, 129-136

—

Tema 25 La actividad negocial de la administración pública. El régimen jurídico de los contratos y otros 
negocios jurídicos.
LCSP 12-43 · LRJSP 47-53

—

Tema 26 Las actividades de la administración pública. Actividad de limitación, fomento y de servicio público. 
Otras formas de actividad administrativa: prestación e inspección.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 27 El acceso electrónico del ciudadano a la Administración. La administración electrónica: herramientas y 
procedimientos de administración electrónica. Firma electrónica en la UdL y el certificado digital como 
herramientas de identificación y autenticación. Registro electrónico. (EACAT, SIR). Gestor documental.
LPACAP 9-12, 14, 16 · LRJSP 39-45 · RD-203-2021 1-8, 13-31, 37-40, 60 · L29-2010-CAT 12-18, 23-24 · D76-2020-CAT 43-47,…

—

Tema 28 Las herramientas de tramitación electrónica en Cataluña. Las comunicaciones y las notificaciones 
electrónicas: e-Notifica, e-NOTUM. La sede electrónica y el tablón electrónico. Interoperabilidad entre 
administraciones: Esquema Nacional de Interoperabilidad y Esquema Nacional de Seguridad (ENS). 
Gestor de expedientes y tramitación electrónica.
LPACAP 41, 43, 70 · LRJSP 38, 155-158 · RD-203-2021 9-12, 41-45, 51-52, 56-59, 61-65 · ENI 1-18, 20-29 · ENS 1-41 · L29-2010…

—

Tema 29 La organización de los documentos administrativos electrónicos. Las copias electrónicas. La 
conservación y la eliminación de los documentos. El archivo electrónico único.
LPACAP 17, 26-28 · LRJSP 46 · RD-203-2021 46-50, 53-55 · D76-2020-CAT 22-26, 48, 59-68 · L10-2001-ARXCAT 2, 6-12, 19

—

Tema 30 El presupuesto: definición, características, principios, contenido, clasificación, equilibrio 
presupuestario. El ciclo presupuestario. El presupuesto de la UdL.
LGP 26-41 · CE 134-135 · LOEPSF 3-11 · L3-2002-FINCAT 27-34 · LOSU 57 · LUC-CAT 89, 161-163

—

Tema 31 El presupuesto de ingresos: el modelo de financiación de las universidades públicas. Ejecución del 
estado de ingresos: derecho, reconocimiento, liquidación y recaudación. Tasas y precios públicos. El 
plan de inversiones.
LOSU 54-56 · LUC-CAT 117-120 · LGP 9-18, 80-81 · L3-2002-FINCAT 7-15 · LTPP 1-4, 6-27 · TRTPP-CAT 1

—

Tema 32 El presupuesto de gastos. La ejecución del estado de gastos: autorización, disposición, reconocimiento 
de la obligación y pago. Los procedimientos especiales de ejecución del gasto.
LGP 20-25, 42-50, 73-79 · L3-2002-FINCAT 23-26, 46-51

—

Tema 33 Las modificaciones presupuestarias. Las cuentas anuales. La liquidación del presupuesto. La memoria 
y los estados contables. La concesión de ayudas o subvenciones públicas.
LGP 51-63, 127-129 · L3-2002-FINCAT 35-45, 72-82, 87-96 · LOSU 59 · LUC-CAT 165 · PGCP 1-27 · LGS 1-28 · RD-887-2006 55-67

—

Tema 34 El control financiero y la fiscalización. El control externo: auditorías externas. Sindicatura de Cuentas. 
Técnicas de auditoría.
LGP 140-175 · L3-2002-FINCAT 63-71 · L18-2010-SINDICATURA 1-57 · L-Auditoria 1-7, 13-32 · LOSU 59 · LUC-CAT 164

—

Tema 35 La normativa reguladora de la función pública. Clases de empleados y empleadas públicas. El personal 
funcionario, personal laboral, personal eventual y personal directivo.
TREBEP 1-13 · FP-CAT 1-3, 10-15, 122-127

—

Índice
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Tema 36 El personal al servicio de las universidades públicas: el personal docente investigador (PDI): 
disposiciones generales y comunes. El profesorado universitario funcionario. El personal docente e 
investigador contratado. El personal académico en formación. El personal técnico, de gestión y de 
administración y servicios (PTGAS) en la UdL: ordenación de los cuerpos, escalas y categorías 
profesionales.
LOSU 64-89 · LUC-CAT 42-75 · RD-103-2019 1-13 · TREBEP 75-77

—

Tema 37 Órganos competentes en materia de personal en la UdL. Estructura organizativa. Relación de puestos 
de trabajo.
TREBEP 72-74 · FP-CAT 28-33

—

Tema 38 La adquisición y pérdida de la relación de servicio. Oferta de empleo público. Los procedimientos de 
selección del personal. Reserva para personas con discapacidad. La provisión de puestos de trabajo y 
la promoción profesional.
TREBEP 16-19, 55-68, 70, 78-84 · FP-CAT 25-27, 34-82 · LOSU 90-92, 94 · LUC-CAT 76

—

Tema 39 Los derechos y deberes del PTGAS de la UdL. Principios éticos y de conducta de los empleados y 
empleadas públicas. Las relaciones laborales y los sistemas de representación en la Universidad de 
Lleida. Jornada y horarios. Licencias, permisos y vacaciones. La evaluación del desempeño.
TREBEP 14-15, 20, 31-54 · FP-CAT 92-96, 98-99, 106-108 · ET 4-5, 34-38, 61-81 · LOLS 6-11 · L8-2006-CAT 8-26

—

Tema 40 Las situaciones administrativas del personal funcionario y laboral. Régimen de incompatibilidades. 
Retribuciones del personal funcionario y laboral. Indemnizaciones por razón del servicio.
TREBEP 21-30, 85-92 · FP-CAT 84-91, 100-105 · ET 26-31, 45-46, 48 · LIncompat 1-20 · L21-1987-CAT 1-24 · L8-2006-CAT 3-7

—

Tema 41 El personal laboral al servicio de las universidades públicas. Grupos de clasificación y categorías 
profesionales del PTGAS laboral. Estructura retributiva. Incompatibilidades y responsabilidad.
TREBEP 7, 11 · LOSU 89, 93 · LUC-CAT 73-75 · ET 22

—

Tema 42 Seguridad y salud en el trabajo. Normativa reguladora de la prevención de riesgos laborales. 
Competencias en materia de seguridad y salud en el trabajo. Derechos y obligaciones. El servicio de 
prevención de riesgos de la Universidad de Lleida: los delegados de prevención, el comité de seguridad 
y salud laboral.
LPRL 1-40 · RD-39-1997 10-22

—

Tema 43 La normativa aplicable al personal de la administración pública sobre el trato no discriminatorio y la 
igualdad entre personas. Las políticas para la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. El 
Protocolo para las administraciones públicas para el abordaje de la homofobia, la bifobia y la 
transfobia. Plan de Igualdad de la Universidad de Lleida: definición, finalidades y líneas estratégicas.
LO-Igualdad 1-35, 51-64 · L17-2015-IGCAT 1-4, 10-56 · L19-2020-CAT 1-32 · L-NoDiscriminacion 1-8 · PROT-DEBER-…

—

Tema 44 La gestión por procesos: bases conceptuales. Modelo de procesos de la UdL. La mejora de procesos. 
Los procedimientos. Los diagramas de flujo. La norma de desarrollo y gestión de procedimientos. Los 
compromisos de servicio. Los planes de mejora.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 45 Modelo EFQM. Conceptos fundamentales. Criterios y subcriterios. Lógica REDER. Autoevaluación. El 
sistema de garantía interna de la calidad de la UdL.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

290
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

249
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 319 Tema 1 pág. 8

2 Art. 4 LPRL Ley 31/1995 prevención de riesgos lab… 298 — —

3 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 289 — —

4 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 288 — —

5 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 255 — —

6 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 217 — —

7 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 210 — —

8 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 196 — —

9 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 185 — —

10 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 183 — —

11 Art. 9 CE Constitución Española 181 Tema 1 pág. 9

12 Art. 15 LPRL Ley 31/1995 prevención de riesgos lab… 175 — —

13 Art. 4 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 174 — —

14 Art. 5 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 174 — —

15 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 159 — —

16 Art. 122 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 156 — —

17 Art. 43 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 151 — —

18 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 148 — —

19 Art. 288 TFUE Versión consolidada del Tratado de Fu… 146 — —

20 Art. 3 LRJSP Ley 40/2015 régimen jurídico del secto… 145 — —

21 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 145 — —

22 Art. 16 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 142 — —

23 Art. 54 CE Constitución Española 140 Tema 1 pág. 17

24 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 139 — —

25 Art. 103 CE Constitución Española 137 Tema 1 pág. 26

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMARIO GENERAL 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales 
de las personas y sus garantías. La autonomía universitaria. Organización 
institucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 105, 107 a 116 y 159 a 165 · 122 artículos

LOSU · LO 2/2023 del Sistema Universitario
arts. 2 a 3 · 2 artículos

124 artículos · empieza en la pág. 8

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 319
Art. 9 CE 181
Art. 54 CE 140
Art. 103 CE 137
Art. 53 CE 124

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 4.128 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 105, 107 a 116 y 159 a 165 · 122 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales de las personas y sus garantías. La autonom…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales de las personas y sus garantías. La autono…

1

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 9



reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
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durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO II DE LA CORONA

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.

2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
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descendientes.

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.

Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.

5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.

2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:

a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
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cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.

2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.

3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.

2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.
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4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
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autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
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imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.

2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con

CE · arts. 76-82Tema 1 · Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales de las personas y sus garantías. La auton…

1

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 22



fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios
y criterios que han de seguirse en su ejercicio.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:

a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.

b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título
I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación
de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.
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Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría
absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría
absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la
interposición del mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.

2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.

b) Tratados o convenios de carácter militar.
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c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.

d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.

e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.

2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si
existe o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
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si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.
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Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.
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Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO IX DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y
con cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional
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tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.
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Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

LOSU
LO 2/2023 del Sistema Universitario
En este tema: arts. 2 a 3 · 2 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-2023-7500

TÍTULO I FUNCIONES DEL SISTEMA UNIVERSITARIO Y AUTONOMÍA DE LAS UNIVERSIDADES

Artículo 2. Funciones del sistema universitario.
1. El sistema universitario presta y garantiza el servicio público de la educación superior universitaria
mediante la docencia, la investigación y la transferencia del conocimiento.

2. Son funciones de las universidades:

a) La educación y formación del estudiantado a través de la creación, desarrollo, transmisión y evaluación
crítica del conocimiento científico, tecnológico, social, humanístico, artístico y cultural, así como de las
capacidades, competencias y habilidades inherentes al mismo.

b) La preparación para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la aplicación y actualización de
conocimientos y métodos científicos, tecnológicos, sociales, humanísticos, culturales y para la creación
artística.

c) La generación, desarrollo, difusión, transferencia e intercambio del conocimiento y la aplicabilidad de
la investigación en todos los campos científicos, tecnológicos, sociales, humanísticos, artísticos y culturales.

d) La promoción de la innovación a partir del conocimiento en los ámbitos sociales, económicos,
medioambientales, tecnológicos e institucionales.

e) La contribución al bienestar social, al progreso económico y a la cohesión de la sociedad y del entorno
territorial en que estén insertas, así como a la promoción de las lenguas oficiales de las mismas, a través de
la formación, la investigación, la transferencia e intercambio del conocimiento y la cultura del
emprendimiento, tanto individual como colectiva, a partir de fórmulas societarias convencionales o de
economía social.

f) La generación de espacios de creación y difusión de pensamiento crítico.

g) La transferencia e intercambio del conocimiento y de la cultura al conjunto de la sociedad a través de la
actividad universitaria y la formación permanente o a lo largo de la vida del conjunto de la ciudadanía.

h) La formación de la ciudadanía a través de la transmisión de los valores y principios democráticos.

i) El fomento de la participación de la comunidad universitaria y de la ciudadanía en actividades
promovidas por entidades de voluntariado y del tercer sector que se encuentren en línea con los principios
y valores del sistema universitario.

j) Las demás funciones que se les atribuyan legalmente.

3. El ejercicio de las anteriores funciones tendrá como referente los derechos humanos y fundamentales, la
memoria democrática, el fomento de la equidad e igualdad, el impulso de la sostenibilidad, la lucha contra el
cambio climático y los valores que se desprenden de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Artículo 3. Autonomía de las universidades.
1. Las universidades están dotadas de personalidad jurídica y desarrollan sus funciones en régimen de
autonomía en virtud del derecho fundamental reconocido en el artículo 27.10 de la Constitución Española.
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2. En los términos de esta ley orgánica, la autonomía de las universidades comprende y requiere:

a) El establecimiento de las líneas estratégicas de la universidad, entre otras, en las políticas docentes, de
investigación e innovación, de aseguramiento de la calidad, de gestión financiera, de personal, de
estudiantado, de cultura y de internacionalización.

b) La elaboración de sus Estatutos, en el caso de las universidades públicas, y de sus normas de
organización y funcionamiento, en el caso de las universidades privadas, así como de las demás normas de
régimen interno.

c) La determinación de su organización y estructuras, incluida la creación de organismos y entidades que
actúen como apoyo para sus actividades.

d) La elección, designación y remoción de las personas titulares de los correspondientes órganos de
gobierno y de representación.

e) La autonomía económica y financiera.

f) La propuesta y determinación de la estructura y organización de la oferta de enseñanzas universitarias
oficiales, así como de enseñanzas propias universitarias, incluida la formación a lo largo de la vida.

g) La elaboración y aprobación de planes de estudio conducentes a la obtención de títulos universitarios
oficiales de Grado o de Máster Universitario, o que conduzcan a la obtención de títulos propios, así como la
oferta de programas de Doctorado.

h) La expedición de los títulos correspondientes a las enseñanzas universitarias de carácter oficial, así
como de títulos propios, incluida la formación a lo largo de la vida.

i) El establecimiento e implantación de programas de investigación y de transferencia e intercambio del
conocimiento e innovación.

j) La selección, formación y promoción del personal docente e investigador y personal técnico, de gestión y
de administración y servicios, así como la determinación de las condiciones en que han de desarrollar sus
actividades y las características de éstas.

k) El establecimiento de sus relaciones de puestos de trabajo o plantillas, y su eventual modificación.

l) La admisión del estudiantado, régimen de permanencia, verificación de conocimientos, competencias y
habilidades, y la gestión de sus expedientes académicos.

m) El fomento y la gestión de programas de movilidad propios o promovidos por las Administraciones
Públicas.

n) La organización y desarrollo de actividades de tutoría académica y de apoyo al estudiantado. ñ) El
impulso de programas específicos de becas y ayudas al estudiantado, así como, en su caso, la colaboración
en la gestión de éstos cuando son establecidos por las Administraciones Públicas.

o) La definición, estructuración y desarrollo de sistemas internos de garantía de la calidad de las
actividades académicas.

p) La definición, estructuración y desarrollo de políticas propias que contribuyan a la internacionalización
de la Universidad.

q) El establecimiento de relaciones con otras universidades, instituciones, organismos, Corporaciones de
Derecho Público, Administraciones Públicas o empresas y entidades locales, nacionales e internacionales,
con el objeto de desarrollar algunas de las funciones que le son propias a la Universidad.

r) El desarrollo de las normas de convivencia y de los mecanismos de mediación para la solución
alternativa de los conflictos en el ámbito universitario.

s) Cualquier otra competencia o actuación necesaria para el adecuado cumplimiento de las funciones
estipuladas en el artículo 2.

3. La autonomía universitaria garantiza la libertad de cátedra del profesorado, que se manifiesta en la libertad
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en la docencia, la investigación y el estudio.

4. Para el desarrollo efectivo de la autonomía universitaria, todas las Administraciones Públicas con
competencias en la materia deberán asegurar a las universidades públicas su suficiencia y estabilidad
financieras conforme a lo establecido en el título IX.

5. En el ejercicio de su autonomía, las universidades deberán rendir cuentas a la sociedad del uso de sus
medios y recursos humanos, materiales y económicos, desarrollar sus actividades mediante una gestión
transparente y ofrecer un servicio público de calidad.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 Conforme al artículo 63 de la Constitución Española de 1978, corresponde al Rey declarar la guerra y hacer 
la paz:

A) Previa autorización de la persona titular del Ministerio de Defensa.

B) Previa autorización del Presidente del Gobierno.

C) Previa autorización del Consejo de Ministros.

D) Previa autorización de las Cortes Generales.
Administración General del Estado, 2025

2 En relación con el artículo 13 de la Constitución Española de 1978 (C.E.), y el sufragio de los extranjeros, es 
correcto:

A) En ningún caso pueden votar en España.

B) Pueden votar y ser elegidos en elecciones municipales si así se establece mediante tratado o ley atendiendo al 
principio de reciprocidad.

C) Pueden votar en elecciones generales si así se establece por ley orgánica.

D) Pueden votar y ser elegidos en elecciones autonómicas y municipales atendiendo al principio de reciprocidad.
Ayuntamiento de Yecla, 2023

3 De acuerdo con el artículo 1.3 de la Constitución Española, la forma política del Estado español es:

A) La Monarquía parlamentaria.

B) La Monarquía representativa.

C) La Monarquía hereditaria.

D) La Monarquía constitucional.
Junta de Castilla y León, 2026

4 ¿Qué mayoría exige la Constitución Española para la ley de aprobación de un Estatuto de Autonomía?

A) Mayoría absoluta del Congreso, para los Estatutos de Autonomía de las Comunidades históricas y mayoría 
simple para los restantes.

B) Mayoría simple del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto, al tratarse de una ley 
ordinaria.

C) Mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto, al tratarse de una ley 
orgánica.

D) Mayoría simple del Congreso y mayoría absoluta del Senado.
Ayuntamiento de Santander, 2023
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5 Respecto del Presidente del Gobierno establece la Constitución que… (señale la incorrecta):

A) Dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la 
competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

B) Es elegido por el Congreso de los Diputados y el Senado, reunidos en sesión conjunta, a propuesta del Rey, 
previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con representación parlamentaria.

C) Propone al Rey el nombramiento y separación de los demás miembros del Gobierno.

D) Su responsabilidad criminal será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
Ayuntamiento de Antequera, 2020

Ponte a pruebaTema 1 · Marco constitucional: los principios, los derechos y deberes fundamentales de las personas y sus garantías. La auton…

1

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 33



Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 63 CE pág. 19 La declaración de guerra y la firma de la paz por parte del Rey requieren la autorización
previa de las Cortes Generales. Se trata de un acto que exige la intervención del poder legislativo como garantía
del control democrático sobre decisiones de máxima trascendencia para el Estado. El Monarca actúa así en el
ejercicio de sus funciones simbólicas y representativas, pero necesita siempre el respaldo parlamentario. Esta
previsión constitucional refuerza el carácter de Estado democrático y el sometimiento de las decisiones
militares a la voluntad de la representación popular.

2 B Art. 13 CE pág. 10 Los extranjeros pueden participar en las elecciones municipales, tanto votando como
presentándose como candidatos, cuando un tratado internacional o una ley lo reconozca y siempre que el otro
país conceda un trato equivalente a los españoles. Este derecho se limita expresamente al ámbito municipal: no
alcanza a las elecciones generales ni a las autonómicas. Conviene precisar que la exigencia de reciprocidad y el
cauce del tratado o ley son requisitos acumulativos para ese reconocimiento.

3 A Art. 1.3 CE pág. 8 La Constitución establece que España se constituye en un Estado social y democrático de
Derecho y, además, determina que su forma política es la Monarquía parlamentaria. Esta fórmula combina la
institución monárquica con un sistema parlamentario en el que el Gobierno responde políticamente ante las
Cortes. La respuesta aparece expresamente en el artículo 1.3.

4 C Art. 81 CE pág. 22 Los Estatutos de Autonomía se aprueban mediante ley orgánica, por lo que necesitan el
voto favorable de la mayoría absoluta del Congreso, es decir, más de la mitad de todos los diputados, en una
votación final que recae sobre el conjunto del texto. No basta con que haya más síes que noes entre los
presentes, que sería la mayoría simple propia de las leyes ordinarias. Conviene distinguir esta mayoría reforzada
del simple cómputo de presentes que rige el procedimiento legislativo común.

5 B Art. 99 CE pág. 25 La elección del jefe del Gobierno corresponde únicamente al Congreso de los Diputados,
no a las dos cámaras reunidas. El Rey propone un candidato tras consultar a los grupos con representación
parlamentaria, y ese candidato debe obtener la confianza solo del Congreso. El Senado no interviene en la
investidura. Las demás afirmaciones son fieles al texto: dirige y coordina la acción gubernamental, propone al
Rey los nombramientos y ceses de ministros, y su responsabilidad penal se exige ante la Sala de lo Penal del
Tribunal Supremo. El error está en incluir al Senado y la sesión conjunta.

Practica con más de 4.100 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/tec-a1-univ-lleida
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TEMARIO GENERAL 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
El poder judicial. Funciones y principios. La organización judicial. El 
Ministerio Fiscal. El Tribunal Supremo. El Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 117 a 127 · 11 artículos

LOPJ · LO 6/1985 del Poder Judicial
arts. 1 a 8, 10 a 20, 26 a 27, 29 a 37, 53 a 96 y 99 a 103 · 90 artículos

EOMF · Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula…
arts. 1 a 17 y 19 a 31 · 31 artículos

EA-CAT · Estatuto de Autonomía de Cataluña
arts. 95 a 96 · 2 artículos

134 artículos · empieza en la pág. 35

Lo más preguntado de este tema

Art. 122 CE 65
Art. 117 CE 55
Art. 124 CE 43
Art. 123 CE 38
Art. 120 CE 15

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 291 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 117 a 127 · 11 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VI DEL PODER JUDICIAL

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna
de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La
ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.
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Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.
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Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

LOPJ
LO 6/1985 del Poder Judicial
En este tema: arts. 1 a 8, 10 a 20, 26 a 27, 29 a 37, 53 a 96 y 99 a 103 · 90 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 
2026 · BOE-A-1985-12666

TÍTULO PRELIMINAR DEL PODER JUDICIAL Y DEL EJERCICIO DE LA POTESTAD JURISDICCIONAL

Artículo primero.
La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente a la Constitución y al
imperio de la ley.

Artículo segundo.
1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde
exclusivamente a los jueces, a las juezas y a los Tribunales determinados en las leyes y en los tratados
internacionales.

2. Los jueces, las juezas y los Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior,
y las demás que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 8/2011, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2011-12627.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo tercero.
1. La jurisdicción es única y se ejerce por los jueces, las juezas y los Tribunales previstos en esta ley orgánica,
sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos.

2. Los órganos de la jurisdicción militar, integrante del Poder Judicial del Estado, basan su organización y
funcionamiento en el principio de unidad jurisdiccional y administran Justicia en el ámbito estrictamente
castrense y, en su caso, en las materias que establezca la declaración del estado de sitio, de acuerdo con la
Constitución y lo dispuesto en las leyes penales, procesales y disciplinarias militares.

Se modifica el apartado 1 por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo cuarto.
La jurisdicción se extiende a todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio español, en la forma
establecida en la Constitución y en las leyes.
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Artículo cuarto bis.
1. Los Jueces y Tribunales aplicarán el Derecho de la Unión Europea de conformidad con la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

2. Cuando los Tribunales decidan plantear una cuestión prejudicial europea lo harán de conformidad con la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y, en todo caso, mediante auto, previa audiencia
de las partes.
Se añade por el art. único.2 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo quinto.
1. La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales,
quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los preceptos y principios
constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el
Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos.

2. Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso,
de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional, con arreglo a lo que establece su Ley Orgánica.

3. Procederá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía interpretativa no sea
posible la acomodación de la norma al ordenamiento constitucional.

4. En todos los casos en que, según la ley, proceda recurso de casación, será suficiente para fundamentarlo la
infracción de precepto constitucional. En este supuesto, la competencia para decidir el recurso corresponderá
siempre al Tribunal Supremo, cualesquiera que sean la materia, el derecho aplicable y el orden jurisdiccional.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo quinto bis.
Se podrá interponer recurso de revisión ante el Tribunal Supremo contra una resolución judicial firme, con
arreglo a las normas procesales de cada orden jurisdiccional, cuando el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos haya declarado que dicha resolución ha sido dictada en violación de alguno de los derechos
reconocidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades
Fundamentales y sus Protocolos, siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe efectos que
persistan y no puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta revisión.
Se añade por el art. único.3 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo sexto.
Los Jueces y Tribunales no aplicarán los reglamentos o cualquier otra disposición contrarios a la Constitución,
a la ley o al principio de jerarquía normativa.

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo séptimo.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del Título I de la Constitución vinculan, en su
integridad, a todos los Jueces y Tribunales y están garantizados bajo la tutela efectiva de los mismos.

2. En especial, los derechos enunciados en el artículo 53.2 de la Constitución se reconocerán, en todo caso, de
conformidad con su contenido constitucionalmente declarado, sin que las resoluciones judiciales puedan
restringir, menoscabar o inaplicar dicho contenido.

3. Los jueces y las juezas protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto individuales como colectivos, sin
que en ningún caso pueda producirse indefensión. Para la defensa de estos últimos se reconocerá la
legitimación de las corporaciones, asociaciones, organizaciones sindicales y grupos que resulten afectados o
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que estén legalmente habilitados para su defensa y promoción.
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo octavo.
Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.

Artículo diez.
1. A los solos efectos prejudiciales, cada orden jurisdiccional podrá conocer de asuntos que no le estén
atribuidos privativamente.

2. No obstante, la existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda prescindirse para la debida
decisión o que condicione directamente el contenido de ésta determinará la suspensión del procedimiento
mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, salvo las excepciones que la
ley establezca.
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo once.
1. En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena fe. No surtirán efecto las pruebas
obtenidas, directa o indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales.

2. Los jueces y juezas, así como los Tribunales rechazarán fundadamente las peticiones, incidentes y
excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen fraude de ley o procesal.

3. Los jueces y juezas, así como los Tribunales, de conformidad con el principio de tutela efectiva consagrado
en el artículo 24 de la Constitución, deberán resolver siempre sobre las pretensiones que se les formulen, y
solo podrán desestimarlas por motivos formales cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por
el procedimiento establecido en las leyes.

Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 1.5 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo doce.
1. En el ejercicio de la potestad jurisdiccional, los Jueces y Magistrados son independientes respecto a todos
los órganos judiciales y de gobierno del Poder Judicial.

2. No podrán los Jueces y Tribunales corregir la aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico hecha
por sus inferiores en el orden jerárquico judicial sino cuando administren justicia en virtud de los recursos
que las leyes establezcan.

3. Tampoco podrán los Jueces y Tribunales, órganos de gobierno de los mismos o el Consejo General del Poder
Judicial dictar instrucciones, de carácter general o particular, dirigidas a sus inferiores, sobre la aplicación o
interpretación del ordenamiento jurídico que lleven a cabo en el ejercicio de su función jurisdiccional.

Artículo trece.
Todos están obligados a respetar la independencia de los Jueces y Magistrados.

Artículo catorce.
1. Los Jueces y Magistrados que se consideren inquietados o perturbados en su independencia lo pondrán en
conocimiento del Consejo General del Poder Judicial, dando cuenta de los hechos al Juez o Tribunal
competente para seguir el procedimiento adecuado, sin perjuicio de practicar por sí mismos las diligencias
estrictamente indispensables para asegurar la acción de la justicia y restaurar el orden jurídico.

2. El Ministerio Fiscal, por sí o a petición de aquéllos, promoverá las acciones pertinentes en defensa de la
independencia judicial.
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Artículo quince.
Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados sino por alguna de
las causas y con las garantías previstas en esta Ley.

Artículo dieciséis.
1. Los Jueces y Magistrados responderán penal y civilmente en los casos y en la forma determinada en las
leyes, y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en esta Ley.

2. Se prohíben los Tribunales de Honor en la Administración de Justicia.

Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo diecisiete.
1. Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar, en la forma que la ley
establezca, la colaboración requerida por los Jueces y Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución de
lo resuelto, con las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes, y sin perjuicio del resarcimiento
de los gastos y del abono de las remuneraciones debidas que procedan conforme a la ley.

2. Las Administraciones Públicas, las autoridades y funcionarios, las corporaciones y todas las entidades
públicas y privadas, y los particulares, respetarán y, en su caso, cumplirán las sentencias y las demás
resoluciones judiciales que hayan ganado firmeza o sean ejecutables de acuerdo con las leyes.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo dieciocho.
1. Las resoluciones judiciales solo podrán dejarse sin efecto en virtud de los recursos previstos en las leyes.

2. Las sentencias se ejecutarán en sus propios términos. Si la ejecución resultare imposible, el Juez o Tribunal
adoptará las medidas necesarias que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, y fijará en todo caso la
indemnización que sea procedente en la parte en que aquélla no pueda ser objeto de cumplimiento pleno.
Solo por causa de utilidad pública o interés social, declarada por el Gobierno, podrán expropiarse los derechos
reconocidos frente a la Administración Pública en una sentencia firme, antes de su ejecución. En este caso, el
Juez o Tribunal a quien corresponda la ejecución será el único competente para señalar por vía incidental la
correspondiente indemnización.

3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio del derecho de gracia, cuyo ejercicio, de acuerdo con
la Constitución y las leyes, corresponde al Rey.

Artículo diecinueve.
1. Los ciudadanos de nacionalidad española podrán ejercer la acción popular, en los casos y formas
establecidos en la ley.

2. Asimismo, podrán participar en la Administración de Justicia: mediante la institución del Jurado, en la
forma y con respecto a aquellos procesos penales que la Ley determine; en los Tribunales consuetudinarios y
tradicionales y en los demás casos previstos en esta Ley.

3. Tiene el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana.

4. Se reconoce el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Consejo de Hombres
Buenos de Murcia.

5. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Juzgado Privativo de Aguas
de Orihuela y Pueblos de su Marco.

6. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Tribunal del Comuner del
Rollet de Gràcia de l’Horta d’Aldaia.
Se añaden los apartados 5 y 6 por el art. único de la Ley Orgánica 10/2021, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-20629
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Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley Orgánica 13/1999, de 14 de mayo. Ref. BOE-A-1999-10902

Artículo veinte.
1. La justicia será gratuita en los supuestos que establezca la ley.

2. Se regulará por ley un sistema de justicia gratuita que de efectividad al derecho declarado en los artículos 24
y 119 de la Constitución, en los casos de insuficiencia de recursos para litigar.

3. No podrán exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el ejercicio de la acción popular, que será
siempre gratuita.

LIBRO I DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA PLANTA Y ORGANIZACIÓN DE LOS JUZGA

TÍTULO II DE LA PLANTA Y ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

CAPÍTULO I DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES

Artículo veintiséis.
Los Tribunales a los que se atribuye el ejercicio de la potestad jurisdiccional son los siguientes:

a) Jueces y juezas de paz.

b) Tribunales de Instancia.

c) Audiencias Provinciales.

d) Tribunales Superiores de Justicia.

e) Tribunal Central de Instancia.

f) Audiencia Nacional.

g) Tribunal Supremo.

Se modifica por el art. 1.9 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el párrafo segundo por la disposición adicional 10.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2004-21760.
Se modifica por el art. 2.1 de la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2003-13812
Se modifica el inciso segundo por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621

Artículo veintisiete.
1. Cuando las Salas de los Tribunales se dividan en Secciones y hubiere dos o más, se designarán por
numeración ordinal.

2. Las plazas judiciales que integran los Tribunales de Instancia y el Tribunal Central de Instancia se
designarán por numeración cardinal dentro de la misma Sección.
Se modifica por el art. 1.10 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo veintinueve.
1. La planta de los tribunales se establecerá por ley. Será revisada con base en la evolución de las cargas de
trabajo, población y otros parámetros que se consideren relevantes, al menos, cada cinco años, previo
informe del Consejo General del Poder Judicial, para adaptarla a las nuevas necesidades.

2. La revisión de la planta de los tribunales podrá ser instada por las comunidades autónomas con
competencia en materia de Justicia para adaptarla a las necesidades de su ámbito territorial.

Se modifica por el art. 1.11 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica por el art. único.2 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

CAPÍTULO II DE LA DIVISIÓN TERRITORIAL EN LO JUDICIAL

Artículo treinta.
El Estado se organiza territorialmente, a efectos judiciales, en Municipios, Partidos, Provincias y
Comunidades Autónomas.
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Artículo treinta y uno.
El municipio se corresponde con la demarcación administrativa del mismo nombre.

Artículo treinta y dos.
1. El partido es la unidad territorial integrada por uno o más municipios limítrofes, pertenecientes a una
misma provincia.

2. La modificación de partidos se realizará, en su caso, en función del número de asuntos, de las
características de la población, medios de comunicación y comarcas naturales.

3. El partido podrá coincidir con la demarcación provincial.

Artículo treinta y tres.
La provincia se ajustará a los límites territoriales de la demarcación administrativa del mismo nombre.

Artículo treinta y cuatro.
La Comunidad Autónoma será el ámbito territorial de los Tribunales Superiores de Justicia.

Artículo treinta y cinco.
1. La demarcación judicial, que determinará la circunscripción territorial de los órganos judiciales, se
establecerá por ley o, en los casos expresamente contemplados en esta norma, por real decreto.

2. A tal fin, las Comunidades Autónomas participarán en la organización de la demarcación judicial de sus
territorios respectivos, remitiendo al Gobierno, a solicitud de éste, una propuesta de la misma en la que fijarán
los partidos judiciales.

3. El Ministerio de Justicia, vistas las propuestas de las Comunidades Autónomas, redactará la
correspondiente disposición normativa, que será informada por el Consejo General del Poder Judicial en el
plazo de dos meses.

4. Emitidos los precitados informes, el Gobierno procederá a la tramitación del oportuno proyecto normativo.

5. La demarcación judicial será revisada cada cinco años o antes si las circunstancias lo aconsejan, mediante
ley elaborada conforme al procedimiento anteriormente establecido.

6. Las Comunidades Autónomas, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, determinarán, por
ley, la capitalidad de los partidos judiciales.
Se modifica por el art. único.14 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.
Se modifica el apartado 6 por el art. 9.1 de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-1994-24612

Artículo treinta y seis.
La creación de las Secciones de las Audiencias y Tribunales y de plazas judiciales, siempre que no suponga
alteración de la demarcación judicial, corresponderá al Gobierno, oídos preceptivamente la comunidad
autónoma afectada y el Consejo General del Poder Judicial.

Se modifica por el art. 1.12 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo treinta y siete.
1. Corresponde al Ministerio de Justicia o al órgano competente de la comunidad autónoma con competencias
en materia de justicia proveer a los juzgados y tribunales de los medios precisos para el desarrollo de su
función con independencia y eficacia.

2. A tal efecto, el Consejo General del Poder Judicial remitirá anualmente al Ministerio de Justicia o al órgano
competente de la comunidad autónoma con competencias en materia de justicia una relación circunstanciada
de las necesidades que estime existentes.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644
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Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 4 por Sentencia del TC 56/1990, de 29 de marzo. Ref. BOE-T-1990-10080

TÍTULO IV DE LA COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES

CAPÍTULO I DEL TRIBUNAL SUPREMO

Artículo cincuenta y tres.
El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes,
salvo lo dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro
podrá tener el título de Supremo.

Artículo cincuenta y cuatro.
El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que
determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse.

Artículo cincuenta y cinco.
El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas: Primera: De lo Civil. Segunda: De lo Penal.
Tercera: De lo Contencioso-Administrativo. Cuarta: De lo Social. Quinta: De lo Militar, que se regirá por su
legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el ordenamiento común a las demás Salas
del Tribunal Supremo.

Se modifica por la disposición adicional 6 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio. Ref. BOE-A-1987-16791

Artículo cincuenta y cinco bis.
Además de las competencias atribuidas a las Salas de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Supremo en los
artículos 56 y 57, dichas Salas conocerán de la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales,
respectivamente, dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de
Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte.

Se añade por el art. único.1 de la Ley Orgánica 4/2014, de 11 de julio. Ref. BOE-A-2014-7368.

Artículo cincuenta y seis.
La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo conocerá:

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la ley.

2.º De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra
el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del
Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno,
Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal
Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de
los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo,
Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor del
Pueblo y Presidente y Consejeros de una Comunidad Autónoma, cuando así lo determinen su Estatuto de
Autonomía.

3.º De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los
Tribunales Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos.
Se suprime el apartado 4º por el art. único.4 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo cincuenta y siete.
1. La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá:

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley.

2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del
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Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial,
Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del
Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo,
Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia,
Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Fiscal Europeo, Presidente y Consejeros
del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de
las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía.

3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional, de un
Tribunal Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados.

4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley.

5.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean
competentes.

2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo anterior se designará de entre los
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma
para enjuiciarlas.

3. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, contra las personas a las que se refieren los
números 2.º y 3.º del apartado 1, se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno
preestablecido, un Juez de garantías, que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.

Se modifican los números 2 y 3 del apartado 1 y se añade un apartado 3 por la disposición final 2.2 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. 
BOE-A-2021-10957
Se añade el número 5 al apartado 1 por la disposición final 1.1. de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10725.
Se añade el número 4 al apartado 1 por el artículo único.2 la Ley Orgánica 1/2014, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-2014-2709.
Se añade el apartado 2 y se numera el contenido existente como apartado 1 por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. 
BOE-A-1988-29621

Artículo cincuenta y ocho. La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo conocerá: 
Primero.
En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos y disposiciones del Consejo de
Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial y contra los
actos y disposiciones de los órganos competentes del Congreso de los Diputados y del Senado, del Tribunal
Constitucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo en los términos y materias que la Ley
establezca y de aquellos otros recursos que excepcionalmente le atribuya la ley. Segundo. De los recursos de
casación y revisión en los términos que establezca la ley. Tercero. De la solicitud de autorización para la
declaración prevista en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud sea formulada por el
Consejo General del Poder Judicial. Cuarto. De la solicitud del Gobierno prevista en el artículo cuarto de la Ley
11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones, para la convalidación o revocación de los acuerdos de
asunción o intervención de la gestión directa del servicio o los de intervención o explotación de redes.
Se añade el apartado cuarto por el art. único de la Ley Orgánica 5/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10756
Se añade el apartado tercero por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673
Se modifica por el art. único.2 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712

Artículo cincuenta y nueve.
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de casación y revisión y otros
extraordinarios que establezca la ley en materias propias de este orden jurisdiccional.

LOPJ · arts. 57-59Tema 2 · El poder judicial. Funciones y principios. La organización judicial. El Ministerio Fiscal. El Tribunal Supremo. El Tribu…

2

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 44



Artículo sesenta.
1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren
contra los Magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales
del propio orden jurisdiccional que no tengan otro superior común.

2. A estos efectos, los Magistrados recusados no formarán parte de la Sala.

Artículo sesenta y uno.
1. Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más
antiguo y el más moderno de cada una de ellas conocerá:

1.º De los recursos de revisión contra las sentencias dictadas en única instancia por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de dicho Tribunal.

2.º De los incidentes de recusación del Presidente del Tribunal Supremo, o de los Presidentes de Sala, o de
más de dos Magistrados de una Sala. En este caso, los afectados directamente por la recusación serán
sustituidos por quienes corresponda.

3.º De las demandas de responsabilidad civil que se dirijan contra los Presidentes de Sala o contra todos o la
mayor parte de los Magistrados de una Sala de dicho Tribunal por hechos realizados en el ejercicio de su
cargo.

4.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los Magistrados
de una Sala, cuando sean Juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen.

5.º Del conocimiento de las pretensiones de declaración de error judicial cuando éste se impute a una Sala
del Tribunal Supremo.

6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos,
conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

2. En las causas a que se refiere el número 4 del apartado anterior se designará de entre los miembros de la
Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlos.
En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros de la Sala,
conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.

3. Una Sección, formada por el Presidente del Tribunal Supremo, el de la Sala de lo Contencioso-
administrativo y cinco Magistrados de esta misma Sala, que serán los dos más antiguos y los tres más
modernos, conocerá del recurso de casación para la unificación de doctrina cuando la contradicción se
produzca entre sentencias dictadas en única instancia por Secciones distintas de dicha Sala.

Se añade un párrafo segundo al apartado 2 por la disposición final 2.3 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se añade el número 6º al apartado 1 por la disposición adicional 1 de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio. Ref. BOE-A-2002-12756
Se añade el apartado 3 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712
Se añade el apartado 2 y se numera el contenido existente como apartado 1 por el art. 1.3 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. 
BOE-A-1988-29621

Artículo sesenta y uno bis.
1. Al servicio del Tribunal Supremo existirá un Gabinete Técnico, que asistirá a la Presidencia y a sus
diferentes Salas en los procesos de admisión de los asuntos de que conozcan y mediante la elaboración de
estudios e informes que se le soliciten. También prestará apoyo a las Salas especiales en el despacho de
asuntos que les estén atribuidos.

2. El Gabinete Técnico estará integrado por un Director y por miembros de la Carrera judicial y otros juristas
que ostentarán la denominación de Letrados del Gabinete Técnico.

3. A los efectos anteriores, en el Gabinete Técnico existirán tantas áreas como órdenes jurisdiccionales.
Dentro de cada área podrá existir una sección de Admisión y otra sección de Estudios e Informes. En la Sala
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Quinta de lo Militar podrá haber un Letrado del Gabinete Técnico. Los Letrados prestarán sus servicios en las
diferentes áreas atendiendo a su especialización profesional.

4. En cada una de las áreas habrá uno o varios Letrados del Gabinete Técnico que asuman funciones de
coordinación de los miembros del Gabinete que formen parte de la misma. Serán designados por el
Presidente del Tribunal Supremo, preferentemente de entre los Letrados que pertenezcan a la Carrera
Judicial, y deberán tener una antigüedad mínima de diez años en el ejercicio de su respectiva profesión.

5. El Ministerio de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo y previo informe del Consejo
General del Poder Judicial e informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas,
determinará la composición y plantilla del Gabinete Técnico. Excepcionalmente, por razones coyunturales y
debidamente justificadas, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y oída la Sala de Gobierno del
Tribunal Supremo, podrá el Ministerio de Justicia adscribir temporalmente, con el límite máximo de un año,
un número adicional de miembros al servicio del Gabinete Técnico.
Se añade por el art. único.15 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo sesenta y uno ter.
La superior dirección del Gabinete Técnico será ejercida por el Presidente del Tribunal Supremo o, en caso de
delegación de éste, por el Vicepresidente del Tribunal Supremo.

Se añade por el art. único.16 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo sesenta y uno quáter.
1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial nombrará al Director del Gabinete Técnico, a propuesta
vinculante del Presidente del Tribunal Supremo, debiendo acreditar los requisitos legalmente exigidos para
poder acceder a la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, teniendo dicha consideración, a efectos
representativos, mientras desempeñe el cargo.

2. Los Letrados que hayan de prestar servicio en el Gabinete Técnico serán seleccionados mediante concurso
de méritos, estableciéndose en el anuncio de la convocatoria los criterios de selección. Los Letrados que no
pertenezcan a la Carrera Judicial o Fiscal deberán ser funcionarios del Cuerpo de Letrados de la
Administración de Justicia o funcionarios de las Administraciones Públicas u órganos constitucionales, con
titulación en Derecho, pertenecientes a Cuerpos del Subgrupo A1 o asimilados. La Comisión Permanente del
Consejo General del Poder Judicial realizará la convocatoria a propuesta del Presidente del Tribunal Supremo,
quien oirá previamente, a los efectos de fijar los criterios de selección, a la Sala de Gobierno de dicho Tribunal.

3. El Presidente del Tribunal Supremo, oídos los Presidentes de Sala y el Director del Gabinete Técnico,
someterá a la Sala de Gobierno, para su aprobación, la propuesta de candidatos a cubrir las plazas de Letrado
del Gabinete Técnico.

4. El Presidente del Tribunal Supremo elevará al Pleno del Consejo General del Poder Judicial la propuesta de
la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, para que proceda al nombramiento de quienes vayan a ocupar las
plazas de Letrado del Gabinete Técnico.
Se añade por el art. único.17 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo sesenta y uno quinquies.
1. Los Letrados que fueren seleccionados serán nombrados por un año. Una vez cumplido ese plazo, el
Presidente del Tribunal Supremo, oídos el Presidente de Sala respectivo y el Director del Gabinete Técnico,
propondrá, en su caso, la prórroga en la plaza, de conformidad con el procedimiento establecido para el
nombramiento inicial. Los Letrados podrán ser prorrogados por sucesivos periodos de tres años. Sin perjuicio
de lo anterior, los Letrados podrán ser cesados por el Presidente del Tribunal Supremo por incumplimiento
grave de los deberes de su función.

2. El Director del Gabinete Técnico y los Letrados serán declarados en situación administrativa de servicios
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especiales en la Carrera o Cuerpo de procedencia.

3. A los efectos del cómputo de la antigüedad en la Carrera Judicial, a los Jueces o Magistrados que ocupen
plaza de Letrado en el Gabinete Técnico se les tendrán en cuenta los servicios prestados en el orden
jurisdiccional correspondiente al área del Gabinete Técnico en que estuvieran adscritos. Esta previsión será
también de aplicación a los efectos del cómputo de la antigüedad en el Cuerpo a los Letrados de la
Administración de Justicia que ocupen plaza de Letrado en el Gabinete Técnico.
Se añade por el art. único.18 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

Artículo sesenta y uno sexies.
La Sala de Gobierno, a propuesta del Presidente del Tribunal Supremo, aprobará las normas de
funcionamiento del Gabinete Técnico.
Se añade por el art. único.19 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.

CAPÍTULO II DE LA AUDIENCIA NACIONAL

Artículo sesenta y dos.
La Audiencia Nacional, con sede en la villa de Madrid, tiene jurisdicción en toda España.

Artículo sesenta y tres.
1. La Audiencia Nacional se compondrá de su Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que
determine la ley para cada una de sus Salas y Secciones.

2. El Presidente de la Audiencia Nacional, que tendrá la consideración de Presidente de Sala del Tribunal
Supremo, es el Presidente nato de todas sus Salas.
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo sesenta y cuatro.
1. La Audiencia Nacional estará integrada por las siguientes Salas: De Apelación. De lo Penal. De lo
Contencioso-Administrativo. De lo Social.

2. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse dos o más Secciones dentro de una Sala.
Se modifica por el art. único.6 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo sesenta y cuatro bis.
1. La Sala de Apelación de la Audiencia Nacional conocerá de los recursos de esta clase que establezca la ley
contra las resoluciones de la Sala de lo Penal.

2. Cuando la sensible y continuada diferencia en el volumen de trabajo lo aconseje, los magistrados de esta
Sala, con el acuerdo favorable de la Sala de Gobierno, previa propuesta del Presidente del Tribunal, podrán ser
adscritos por el Consejo General del Poder Judicial, total o parcialmente, y sin que ello signifique incremento
retributivo alguno, a otra Sala de diferente orden. Para la adscripción se valorarán la antigüedad en el
escalafón y la especialidad o experiencia de los magistrados afectados y, a ser posible, sus preferencias.
Se añade por el art. único.7 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo sesenta y cinco.
La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerá:

1.º Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a la Sección de lo Penal del Tribunal
Central de Instancia, de las causas por los siguientes delitos:

a) Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o Sucesora, altos organismos de la Nación y
forma de Gobierno.

b) Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques de viajero falsos o
cualquier otro instrumento de pago distinto del efectivo, siempre que sean cometidos por organizaciones o
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grupos criminales.

c) Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave
repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una
generalidad de personas en el territorio de más de una Audiencia.

d) Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales,
siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a
distintas Audiencias.

e) Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o a los tratados corresponda su
enjuiciamiento a los Tribunales españoles.

f) Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo,
de 12 de octubre de 2017, cuando aquella hubiera decidido ejercer su competencia.

g) Delitos de contrabando de material de defensa, de otros materiales y de productos y tecnología de doble
uso. En todo caso, la Sala de lo penal de la Audiencia Nacional extenderá su competencia al conocimiento de
los delitos conexos con todos los anteriormente reseñados. 2.° De los procedimientos penales iniciados en el
extranjero, de la ejecución de las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena
de prisión impuesta por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un tratado internacional corresponda a
España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia
penal extranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, salvo en aquellos
casos en que esta Ley atribuya alguna de estas competencias a otro órgano jurisdiccional penal. 3.º De las
cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de tratados internacionales
en los que España sea parte. 4.º De los recursos respecto a los instrumentos de reconocimiento mutuo de
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, y la resolución de los procedimientos
judiciales de extradición pasiva, sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiese tenido lugar la
detención del afectado por el procedimiento. 5.º De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y
otras resoluciones de la Sección de lo Penal, de la Sección de Instrucción, incluidas sus funciones como Jueces
de garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía Europea, y de la Sección de Menores, del Tribunal
Central de Instancia. 6.º De los recursos contra las resoluciones dictadas por la Sección de Vigilancia
Penitenciaria del Tribunal Central de Instancia de conformidad con lo previsto en la disposición adicional
quinta. 7.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean
competentes. 8.º De cualquier otro asunto que le atribuyan las leyes.

Se modifican los puntos 1º, 5º y 6º por el art. 1.13 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica la letra b) y se añade la g) por la disposición final 1.1 de la Ley Orgánica 14/2022, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-21800 
Téngase en cuenta que esta modificación entra en vigor el día de su publicación, según establece la disposición final sexta de la citada Ley 
Orgánica.
Se añade la letra f) al número 1 y se modifica el 5 por la disposición final 2.4 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se renumera el número 7 como 8 y se añade el 7 por la disposición final 1.2 de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre Ref. BOE-A-2015-10725.
Se modifica el número 4º por el art. único.1 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se modifica la letra b) del número 1º por la disposición final 3 de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio. Ref. BOE-A-2010-9953.
Se modifica el número 2º por el art. único.1 de la Ley Orgánica 2/2008, de 4 de diciembre. Ref. BOE-A-2008-19660.
Se renumera el número 6º como 7º y se añade un nuevo número 6º por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo. Ref. BOE-
A-2003-10614
Se modifica el número 4º por el art. único.1 de la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo. Ref. BOE-A-2003-5450
Se modifica el número 5º por el art. 3.1 de la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-23659
Se modifica el inciso inicial del número 1º y el número 5º por el art. 1.4 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621

Artículo sesenta y seis.
La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional conocerá:

a) En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos de los
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Ministros, Ministras, Secretarios y Secretarias de Estado que la ley no atribuya a la Sección de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Central de Instancia.

b) En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra los actos dictados por la Comisión
de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. Conocerá, asimismo, de la posible prórroga de
los plazos que le plantee dicha Comisión de Vigilancia respecto de las medidas previstas en los artículos 1 y 2
de la Ley 12/2003, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo.

c) De los recursos devolutivos que la ley establezca contra las resoluciones de la Sección de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Central de Instancia.

d) De los recursos no atribuidos a los Tribunales Superiores de Justicia en relación a los convenios entre las
Administraciones públicas y a las resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Central.

e) De las cuestiones de competencia que se puedan plantear entre los magistrados y magistradas de la Sección
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia y de aquellos otros recursos que
excepcionalmente le atribuya la ley.

f) De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional quinta de la Ley
Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales, cuando tal solicitud sea
formulada por la Agencia Española de Protección de Datos.
Se modifican las letras a), c) y e) por el art. 1.14 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade la letra f) por la disposición final 4.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673
Se modifica por el art. 1 de la Ley Orgánica 4/2003, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10287
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712
Se modifica por el art. 13 de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-1994-24612

Artículo sesenta y siete.
La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional conocerá en única instancia:

1.º De los procesos especiales de impugnación de convenios colectivos cuyo ámbito territorial de aplicación
sea superior al territorio de una Comunidad Autónoma.

2.º De los procesos sobre conflictos colectivos cuya resolución haya de surtir efecto en un ámbito territorial
superior al de una Comunidad Autónoma.

Artículo sesenta y ocho.
1. Conocerá además cada una de las Salas de la Audiencia Nacional de las recusaciones que se interpusieren
contra los Magistrados que las compongan.

2. A estos efectos, los Magistrados recusados no formarán parte de la Sala.

Artículo sesenta y nueve.
Una Sala formada por el Presidente de la Audiencia Nacional, los Presidentes de las Salas y el Magistrado más
antiguo y el más moderno de cada una, o aquel que, respectivamente, le sustituya, conocerá de los incidentes
de recusación del Presidente, de los Presidentes de Sala o de más de dos Magistrados de una Sala.

CAPÍTULO III DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

Artículo setenta.
El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma culminará la organización judicial en el ámbito
territorial de aquélla, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo.

Artículo setenta y uno.
El Tribunal Superior de Justicia tomará el nombre de la Comunidad Autónoma y extenderá su jurisdicción al
ámbito territorial de ésta.
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Artículo setenta y dos.
1. El Tribunal Superior de Justicia estará integrado por las siguientes Salas: de lo Civil y Penal, de lo
Contencioso-Administrativo y de lo Social.

2. Se compondrá de un Presidente, que lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración
de Magistrado del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo; de los Presidentes de Sala y de los
Magistrados que determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, de las Secciones que puedan dentro
de ellas crearse.

Artículo setenta y tres.
1. La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerá, como Sala de lo Civil:

a) Del recurso de casación que establezca la ley contra resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden
civil con sede en la comunidad autónoma, siempre que el recurso se funde en infracción de normas del
derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de
Autonomía haya previsto esta atribución.

b) Del recurso extraordinario de revisión que establezca la ley contra sentencias dictadas por órganos
jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, en materia de derecho civil, foral o
especial, propio de la comunidad autónoma, si el correspondiente Estatuto de Autonomía ha previsto esta
atribución.

c) De las funciones de apoyo y control del arbitraje que se establezcan en la ley, así como de las peticiones
de exequátur de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los
tratados o las normas de la Unión Europea, corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

2. Esta Sala conocerá igualmente:

a) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de
sus respectivos cargos, dirigidas contra el Presidente y miembros del Consejo de Gobierno de la comunidad
autónoma y contra los miembros de la Asamblea legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según
los Estatutos de Autonomía, al Tribunal Supremo.

b) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de su
cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una Audiencia Provincial o de cualesquiera de
sus secciones.

c) De las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la
comunidad autónoma que no tenga otro superior común.

3. Como Sala de lo Penal, corresponde a esta Sala:

a) El conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los
Tribunales Superiores de Justicia.

b) La instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, magistrados y miembros del Ministerio
Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la comunidad autónoma, siempre que
esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.

c) El conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por
las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos por las leyes.

d) La decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden penal con sede en
la comunidad autónoma que no tengan otro superior común.

e) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

4. Para la instrucción de las causas a que se refieren los párrafos a) y b) del apartado anterior se designará de
entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la
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misma para enjuiciarlas. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de la
misma para enjuiciarlas.

5. Le corresponde, igualmente, la decisión de las cuestiones de competencia entre Secciones de Menores de
Tribunales de Instancia radicados en distintas provincias de la comunidad autónoma.

6. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse una o más Secciones e incluso Sala de lo
Penal con su propia circunscripción territorial en aquellas capitales que ya sean sedes de otras Salas del
Tribunal Superior, a los solos efectos de conocer los recursos de apelación a los que se refiere la letra c) del
apartado 3 de este artículo y aquellas otras apelaciones atribuidas por las leyes al Tribunal Superior de
Justicia. Los nombramientos para Magistrados de estas Secciones o Salas, a propuesta del Consejo General del
Poder Judicial, recaerán en aquellos Magistrados que, ostentando la condición de especialista en el orden
penal obtenida mediante la superación de las pruebas selectivas que reglamentariamente determine el
Consejo General del Poder Judicial, tengan mejor puesto en su escalafón. A falta de éstos, recaerá en aquellos
Magistrados que habiendo prestado sus servicios en el orden jurisdiccional penal durante diez años dentro de
los quince años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria, tengan mejor puesto en el escalafón.
La antigüedad en órganos mixtos se computará de igual manera a estos efectos. En su defecto, se nombrará a
quien ostente mejor puesto en el escalafón.

Se modifica el apartado 5 por el art. 1.15 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade un párrafo segundo al apartado 4 por la disposición final 2.5 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se añade la letra e) al apartado 3 por la disposición final 1.3 de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre Ref. BOE-A-2015-10725.
Se modifica el apartado 6 por el art. único.20 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.
Se añade la letra c) al apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 5/2011, de 20 de mayo. Ref. BOE-A-2011-8846.
Se modifica por el art. único.8 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644
Se añade la letra c) del apartado 3 y se reordena la anterior letra c) como d) por la disposición final 1.1 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de 
mayo. Ref. BOE-A-1995-12095
Se renumera el apartado 4 como 5 y se añade un nuevo apartado 4 por el art. 1.5 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-
A-1988-29621

Artículo setenta y cuatro.
1. Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán, en única
instancia, de los recursos que se deduzcan en relación con:

a) Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las comunidades autónomas, cuyo
conocimiento no esté atribuido a las Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales de
Instancia.

b) Las disposiciones generales emanadas de las comunidades autónomas y de las Entidades locales.

c) Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las Asambleas legislativas de las comunidades
autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en
materia de personal, administración y gestión patrimonial.

d) Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales
que pongan fin a la vía económico-administrativa.

e) Las resoluciones dictadas en alzada por el Tribunal Económico-Administrativo Central en materia de
tributos cedidos.

f) Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de Comunidades Autónomas, así como
los recursos contencioso-electorales contra acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de
electos y elección y proclamación de Presidentes y Presidentas de Corporaciones locales en los términos
de la legislación electoral.

g) Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se ejerzan en el ámbito territorial de
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la correspondiente comunidad autónoma.

h) La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de
julio, reguladora del derecho de reunión.

i) Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del Estado cuya competencia
se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel orgánico sea inferior a Ministro, Ministra, Secretario o
Secretaria de Estado, en materias de personal, propiedades especiales y expropiación forzosa, a excepción
de lo dispuesto en el artículo 82.2. 3.º j) Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas
expresamente a la competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional. k) De la solicitud de
autorización para la declaración prevista en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5
de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud
sea formulada por la autoridad de protección de datos de la comunidad autónoma respectiva.

2. Conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra sentencias y autos dictados en las
Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales de Instancia y de los correspondientes recursos
de queja.

3. También les corresponde, con arreglo a lo establecido en esta ley, el conocimiento de los recursos de
revisión contra las sentencias firmes dictadas en las Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los
Tribunales de Instancia.

4. Conocerán de las cuestiones de competencia entre las Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los
Tribunales de Instancia con sede en la comunidad autónoma.

5. Corresponde a las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia autorizar,
mediante auto, el requerimiento de información por parte de autoridades autonómicas de protección de datos
a los operadores que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los
prestadores de servicios de la sociedad de la información, cuando ello sea necesario de acuerdo con la
legislación específica.
Se modifica por el art. 1.16 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica la letra i) del apartado 1, por el art. único.1 de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2022-12578 Téngase en cuenta 
que esta modificación, en relación con los recursos contra las resoluciones de la Oficina Española de Patentes y Marcas que pongan fin a la vía 
administrativa, entrará en vigor el día 14 de enero de 2023, según se establece en la disposición final 5 de la citada Ley Orgánica.
Se añade la letra k) al apartado 1 y el apartado 7 por la disposición final 4.3 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-
A-2018-16673
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712

Artículo setenta y cinco.
La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia conocerá:

1.º En única instancia, de los procesos que la ley establezca sobre controversias que afecten a intereses de los
trabajadores y trabajadoras y empresarios y empresarias en ámbito superior al de una Sección de lo Social del
Tribunal de Instancia y no superior al de la comunidad autónoma.

2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por las Secciones de lo Social de los
Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma, así como de los recursos de suplicación y los demás que
prevé la ley contra las resoluciones de las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia de la
comunidad autónoma en materia laboral, y las que resuelvan los incidentes concursales que versen sobre la
misma materia.

3.º De las cuestiones de competencia que se susciten entre las Secciones de lo Social de los Tribunales de
Instancia de la comunidad autónoma.

Se modifica por el art. 1.17 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2º por el art. 2.2 de la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2003-13812
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Artículo setenta y seis.
Cada una de las Salas del Tribunal Superior de Justicia conocerá de las recusaciones que se formulen contra
sus Magistrados cuando la competencia no corresponda a la Sala a que se refiere el artículo siguiente.

Artículo setenta y siete.
1. Una Sala constituida por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los Presidentes de Sala y el
Magistrado más moderno de cada una de ellas conocerá de las recusaciones formuladas contra el Presidente,
los Presidentes de Sala o de Audiencias Provinciales con sede en la Comunidad Autónoma o de dos o más
Magistrados de una Sala o Sección o de una Audiencia Provincial.

2. El recusado no podrá formar parte de la Sala, produciéndose, en su caso, su sustitución con arreglo a lo
previsto en esta ley.

Artículo setenta y ocho.
Cuando el número de asuntos procedentes de determinadas provincias u otras circunstancias lo requieran
podrán crearse, con carácter excepcional, Salas de lo Contencioso-Administrativo o de lo Social con
jurisdicción limitada a una o varias provincias de la misma Comunidad Autónoma, en cuya capital tendrán su
sede. Dichas Salas estarán formadas, como mínimo, por su Presidente, y se completarán, en su caso, con
Magistrados de la Audiencia Provincial de su sede.

Artículo setenta y nueve.
La Ley de planta podrá, en aquellos Tribunales Superiores de Justicia en que el número de asuntos lo
justifique, reducir el de Magistrados, quedando compuestas las Salas por su respectivo Presidente y por los
Presidentes y Magistrados, en su caso, que aquélla determine.

CAPÍTULO IV DE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES

Artículo ochenta.
1. Las Audiencias Provinciales, que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su
nombre, extenderán su jurisdicción a toda ella, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 82.

2. Podrán crearse Secciones de la Audiencia Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que quedarán
adscritos uno o varios partidos judiciales.

3. En todo caso, y previo informe de la correspondiente Sala de Gobierno, el Consejo General del Poder
Judicial podrá acordar que el conocimiento de determinadas clases de asuntos se atribuya en exclusiva a una
sección de la Audiencia Provincial, que extenderá siempre su competencia a todo su ámbito territorial aun
cuando existieren secciones desplazadas. Este acuerdo se publicará en el "Boletín Oficial del Estado".
Se modifica por el art. único.9 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644
Se modifica el apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2003-13812

Artículo ochenta y uno.
1. Las Audiencias Provinciales se compondrán de un Presidente y dos o más magistrados. También podrán
estar integradas por dos o más Secciones de la misma composición, en cuyo caso el Presidente de la Audiencia
presidirá una de las Secciones que determinará al principio de su mandato.

2. Cuando el escaso número de asuntos de que conozca una Audiencia Provincial lo aconseje, podrá constar su
plantilla de uno a dos magistrados, incluido el Presidente. En este caso, la Audiencia Provincial se completará
para el enjuiciamiento y fallo, y cuando la naturaleza de la resolución a dictar lo exija, con el número de
magistrados que se precisen del Tribunal Superior de Justicia. A estos efectos, la Sala de Gobierno establecerá
un turno para cada año judicial.
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3. Del mismo modo, cuando así lo aconseje la mejor Administración de Justicia, las Secciones de la Audiencia
podrán estar formadas por cuatro o más magistrados.

4. La adscripción de los magistrados a las distintas secciones tendrá carácter funcional cuando no estuvieren
separadas por orden jurisdiccional o por especialidad. Si lo estuvieren, la adscripción será funcional
exclusivamente dentro de las del mismo orden o especialidad.
Se modifica el apartado 3 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 8/2012, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-15648.
Se modifica por el art. único.10 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644
Se añade el apartado 3 por el art. 3.1 de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-1994-24612

Artículo ochenta y dos.
1. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden penal:

1.º De las causas por delito, a excepción de los que la ley atribuye al conocimiento de las Secciones de lo
Penal de los Tribunales de Instancia o de otros Tribunales previstos en esta ley.

2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por las Secciones de Instrucción y
de lo Penal de los Tribunales de Instancia de la provincia. Para el conocimiento de los recursos contra
resoluciones de las Secciones de Instrucción de los Tribunales de Instancia en juicios por delitos leves la
Audiencia se constituirá con un solo magistrado o magistrada, mediante un turno de reparto.

3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por las Secciones
de Violencia sobre la Mujer y por las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. A fin de
facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán
especializarse una o varias de sus Secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 80.3 de la
presente ley orgánica. Esta especialización se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la
Audiencia Provincial el enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por las Secciones de
Violencia sobre la Mujer, por las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia y por las
Secciones de Instrucción de los Tribunales de Instancia de la provincia, en procedimientos en los que las
víctimas sean niños, niñas o adolescentes o víctimas de violencia sobre la mujer.

4.º Las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos contra las resoluciones de las Secciones
de Menores de los Tribunales de Instancia con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia
entre los mismos.

5.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de las Secciones de Vigilancia Penitenciaria
de los Tribunales de Instancia, cuando la competencia no corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional.

6.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean
competentes.

2. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden civil:

1.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las
Secciones Civiles de los Tribunales de Instancia de la provincia. Para el conocimiento de los recursos
contra resoluciones de las Secciones Civiles de los Tribunales de Instancia que se sigan por los trámites del
juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo magistrado o magistrada,
mediante un turno de reparto.

2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las
Secciones de Familia, Infancia y Capacidad y en materia civil, por las Secciones de Violencia sobre la Mujer
y las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia de los Tribunales de Instancia de la
provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos
existentes, podrán especializarse una o varias de sus Secciones de conformidad con lo previsto en el
artículo 82 bis y 80.3 de la presente ley orgánica.

LOPJ · arts. 81-82Tema 2 · El poder judicial. Funciones y principios. La organización judicial. El Ministerio Fiscal. El Tribunal Supremo. El Tribu…

2

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 54



3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las
Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia, salvo las que se dicten en incidentes concursales
en materia laboral. Asimismo, conocerán de los recursos contra aquellas resoluciones que agoten la vía
administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

3. Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas en materia
mercantil conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que
se refiere el artículo 133 del Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de junio
de 2017 sobre la marca de la Unión Europea y el Reglamento (CE) 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de
2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su
jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca de la
Unión Europea.

4. Corresponde igualmente a las Audiencias Provinciales el conocimiento:

1.º De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre los jueces, las juezas, los
magistrados y las magistradas de un mismo o distinto Tribunal de Instancia de la provincia.

2.º De las recusaciones de sus magistrados y magistradas, cuando la competencia no esté atribuida a la Sala
especial existente a estos efectos en los Tribunales Superiores de Justicia.

Se modifica por el art. 1.18 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifican los apartados 2 a 4 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2022-12578 Téngase en cuenta que la 
modificación del apartado 2.3º, en relación con los recursos contra las resoluciones de la Oficina Española de Patentes y Marcas que pongan 
fin a la vía administrativa, entrará en vigor el día 14 de enero de 2023, según se establece en la disposición final 5 de la citada Ley Orgánica.
Se modifica el párrafo 2 del número 2 y se añade el número 6 al apartado 1 por la disposición final 1.4 de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de 
octubre. Ref. BOE-A-2015-10725.
Se modifica el apartado 2.2 por el art. único.21 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.
Se modifica por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre. Ref. BOE-A-2009-17492.
Se añade el párrafo 4º del apartado 1 y el último párrafo del apartado 4 por el art. 45 y 46 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. Ref. 
BOE-A-2004-21760.
Se modifica el apartado 4 por el art. 2.4 de la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2003-13812
Se modifica el párrafo 3º del apartado 1 por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10614
Se modifica por el art. 1.6 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621
Redactado el apartado 5.b) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo ochenta y dos bis.
1. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, podrá
acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial asuman el conocimiento de los recursos
que se interpongan contra las resoluciones dictadas por los jueces, las juezas, los magistrados y las
magistradas de las Secciones Civiles de los Tribunales de Instancia de la provincia sobre determinadas
materias.

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, podrá
acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial asuman el conocimiento de los recursos
que se interpongan contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los jueces, las juezas, los
magistrados y las magistradas de las Secciones de Violencia sobre la Mujer, de las Secciones de Violencia
contra la Infancia y la Adolescencia y de las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad de la provincia.

3. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, podrá
acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial asuman el conocimiento de los recursos
que se interpongan contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los jueces, las juezas, los
magistrados y las magistradas de las Secciones de lo Mercantil y de los recursos contra aquellas resoluciones
que agoten la vía administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de
Patentes y Marcas. El acuerdo de especialización deberá adoptarse necesariamente cuando el número de
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plazas de magistrados y magistradas de las Secciones de lo Mercantil existentes en la provincia fuera superior
a cinco y podrá tener carácter excluyente del conocimiento de otros recursos atribuidos a la competencia de
las secciones de la misma Audiencia Provincial. Si las secciones especializadas fueran más de una, el Consejo
General del Poder Judicial deberá distribuir el conocimiento de los recursos entre ellas, en atención a las
materias atribuidas a la competencia de las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia.

4. Los acuerdos a que se refiere el presente artículo serán objeto de publicación en el "Boletín Oficial del
Estado" y producirán efectos desde el inicio del año siguiente a aquel en que se adopten, salvo que, por
razones de urgencia, razonadamente se establezca otro momento anterior.
Se modifica por el art. 1.19 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade por el art. único.3 de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2022-12578

Artículo ochenta y tres.
1. El juicio del Jurado se celebrará en el ámbito de la Audiencia Provincial u otros Tribunales y en la forma que
establezca la ley.

2. La composición y competencia del Jurado es la regulada en la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado.

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1.2 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo. Ref. BOE-A-1995-12095

CAPÍTULO V DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN, DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

Artículo ochenta y cuatro.
1. Habrá un Tribunal de Instancia en cada partido judicial, con sede en su capital, de la que tomará su nombre.

2. Los Tribunales de Instancia estarán integrados por una Sección Única, de Civil y de Instrucción. En los
supuestos determinados por la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el
Tribunal de Instancia se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción. Además de las
anteriores, los Tribunales de Instancia podrán estar integrados por alguna o varias de las siguientes Secciones:

a) De Familia, Infancia y Capacidad.

b) De lo Mercantil.

c) De Violencia sobre la Mujer.

d) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia.

e) De lo Penal.

f) De Menores.

g) De Vigilancia Penitenciaria.

h) De lo Contencioso-Administrativo.

i) De lo Social.

3. Cada Tribunal de Instancia contará con una Presidencia. Las Secciones del Tribunal de Instancia contarán
con una Presidencia de Sección cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que en el Tribunal de Instancia hubiere dos o más Secciones.

b) Que en la Sección de que se trate existan ocho o más plazas judiciales.

c) Que el número total de plazas judiciales del Tribunal de Instancia sea igual o superior a doce.

4. El ejercicio de la función jurisdiccional corresponde a los jueces, las juezas, los magistrados y las
magistradas destinados o destinadas en las diferentes Secciones que integren los Tribunales de Instancia. Su
adscripción a las referidas Secciones será funcional. Conforme a criterios de racionalización del trabajo, los
jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas destinados o destinadas en una Sección del Tribunal de
Instancia podrán conocer de los asuntos de nuevo ingreso de otras Secciones que lo integren, siempre que se
trate de asuntos del mismo orden jurisdiccional. Esta asignación se realizará mediante acuerdo del Consejo
General del Poder Judicial, a propuesta de la Presidencia del Tribunal y oída la Junta de Jueces y Juezas del
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orden jurisdiccional al que se refiera. Cuando la asignación se acuerde para cubrir ausencias provocadas por
la concesión de comisiones de servicio o licencias de larga duración, podrá afectar a los asuntos de nuevo
ingreso o a aquellos de los que esté conociendo el juez, la jueza, el magistrado o la magistrada que se
encuentre en alguna de tales situaciones. Dichos acuerdos deberán publicarse en el "Boletín Oficial del
Estado".

5. Se podrá establecer que algunas de las Secciones que integren los Tribunales de Instancia extiendan su
jurisdicción a uno o varios partidos judiciales de la misma provincia, o de varias provincias limítrofes dentro
del ámbito de un mismo Tribunal Superior de Justicia.

6. En el Tribunal de Instancia se podrá nombrar a dos de sus jueces, juezas, magistrados o magistradas,
conforme a un turno anual preestablecido y público, para que, junto con aquel o aquella a quien le hubiere
sido turnado el asunto inicialmente, se encarguen de la instrucción de un determinado proceso penal o
conozcan en primera instancia de un procedimiento de cualquier orden jurisdiccional cuando, en atención al
volumen, la especial complejidad o el número de intervinientes de un procedimiento, tal nombramiento
favorezca el ejercicio de la función jurisdiccional. En estos casos, para la adopción de cuantas resoluciones se
dictaren en el curso del proceso, actuará como ponente aquel o aquella a quien le hubiere sido turnado el
asunto inicialmente. Estos jueces, juezas, magistrados o magistradas conocerán de dicho procedimiento hasta
su completa terminación, sin perjuicio de que se les puedan seguir repartiendo otros asuntos.

Se modifica por el art. 1.21 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo ochenta y cinco.
Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones Civiles o las Civiles y de Instrucción que
constituyan una Sección Única extenderán su jurisdicción a un partido judicial. Estas Secciones conocerán, en
el orden civil:

1.º En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta ley a otros órganos judiciales.

2.º De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes.

3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los jueces y las juezas de paz del partido.

4.º De las cuestiones de competencia en materia civil entre los jueces y las juezas de paz del partido.

5.º De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras
y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los
tratados y otras normas internacionales, corresponda su conocimiento a otra Sección o Tribunal.

Se modifica por el art. 1.22 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se suprime el apartado 6 por el art. único.4 de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2022-12578
Se añade el apartado 6 por el art. único.22 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167.
Se modifica el apartado 5 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 5/2011, de 20 de mayo. Ref. BOE-A-2011-8846.
Se modifica por el art. único.11 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo ochenta y seis.
1. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de Instancia una
Sección de Familia, Infancia y Capacidad, que extenderá su jurisdicción a todo el partido judicial.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real decreto, a propuesta
del Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe favorable de la comunidad autónoma con
competencias en materia de Justicia, Secciones de Familia, Infancia y Capacidad que extiendan su
jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.

3. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá acordar que, en
aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Familia, Infancia y Capacidad y sea
conveniente por razón de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en este
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artículo corresponda a uno de los jueces, juezas, magistrados o magistradas de la Sección Civil, o Civil y de
Instrucción que constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que ese juez, jueza,
magistrado o magistrada conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva
o conociendo también de otras materias.

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única integrada por una sola
plaza judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el conocimiento de los asuntos de familia cuando
no se hubiere creado una Sección de Familia, Infancia y Capacidad.

5. Las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad conocerán de cuantas cuestiones se susciten en materia de
familia en los términos previstos en las leyes. En todo caso, la jurisdicción de estas Secciones será exclusiva y
excluyente en las siguientes materias:

a) Las relativas al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y las que tengan por objeto la
adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras acciones derivadas de la crisis
matrimonial o de la unión de hecho.

b) Las que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos o hijas menores o sobre alimentos
reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos o hijas menores.

c) Las relativas a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre las materias
previstas en las letras anteriores.

d) Las que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción.

e) Las relativas a los alimentos entre parientes.

f) Las relativas a las relaciones paternofiliales.

g) Las que versen sobre adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con discapacidad, incluyendo
los internamientos no voluntarios por razón de trastorno psíquico.

h) Las relativas a la protección del menor, incluidas las que sean objeto de los procedimientos regulados en
los artículos 778 bis y 778 ter y los capítulos IV bis y V del título I del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero,
de Enjuiciamiento Civil.

i) La oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en
materia de Registro Civil que se tramitan por el procedimiento del artículo 781 bis de la Ley 1/2000, de 7 de
enero, de Enjuiciamiento Civil.

j) Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con excepción de los
regulados en los capítulos IX y X del título I de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

k) Las que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones eclesiásticas en
materia matrimonial.

l) El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras civiles sobre
menores, familia y medidas de apoyo.

m) Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del Código Civil.

n) Cualesquiera otras materias civiles relativas a la familia o la protección de la infancia o las personas con
discapacidad.

Se modifica por el art. 1.23 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2022-12578
Se deroga por el art. único.2 de la Ley Orgánica 8/2011, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2011-12627.

Artículo ochenta y siete.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, existirá una
Sección de lo Mercantil con jurisdicción en toda la provincia y sede en su capital.

2. En aquellas provincias donde, por razón de la carga de trabajo, no se constituya una Sección de lo Mercantil

LOPJ · arts. 86-87Tema 2 · El poder judicial. Funciones y principios. La organización judicial. El Ministerio Fiscal. El Tribunal Supremo. El Tribu…

2

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 58



el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponderá a uno de los jueces o a una de las
juezas de la Sección Civil, o Civil y de Instrucción que constituya una Sección Única en el Tribunal de
Instancia de la capital de provincia.

3. Por excepción a lo establecido en los apartados anteriores, cuando una provincia tenga una población
inferior a los 500.000 habitantes, el Gobierno por real decreto, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial con informe favorable previo de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia o a
propuesta de esta comunidad oído el Consejo General del Poder Judicial, podrá extender a esa provincia la
jurisdicción de la Sección de lo Mercantil de otra provincia limítrofe perteneciente a la misma comunidad
autónoma.

4. Cuando un partido judicial cuente con más de 250.000 habitantes y, perteneciendo a la misma provincia, no
sea limítrofe con el de su capital, el Gobierno, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y con
informe favorable previo de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta
de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia y oído el Consejo General del Poder
Judicial, podrá crear una Sección de lo Mercantil en el Tribunal de Instancia de aquel partido judicial con
jurisdicción en él y en aquellos otros partidos judiciales limítrofes que se considere oportuno.

5. En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un juez, jueza, magistrado o magistrada en la
Sección de lo Mercantil y menos de cinco, las solicitudes de declaración de concurso de acreedores de persona
natural se repartirán a uno solo de ellos. Si el número de jueces, juezas, magistrados y magistradas de dicha
Sección fuera más de cinco, esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con
exclusión de los demás.

6. Las Secciones de lo Mercantil conocerán de las siguientes materias:

a) De cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil en materia de propiedad
intelectual e industrial; competencia desleal y publicidad; sociedades mercantiles, sociedades
cooperativas, agrupaciones de interés económico; transporte terrestre, nacional o internacional; derecho
marítimo y derecho aéreo. Por excepción a lo establecido en el párrafo anterior, las Secciones de lo
Mercantil no serán competentes para conocer de las pretensiones basadas exclusivamente en el
Reglamento (CE) n.º 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se
establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación
de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) n.°295/91; en el
Reglamento (UE) 2021/782 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2021, sobre los derechos
y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril; en el Reglamento (UE) n.º 181/2011 del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que
se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004; y en el Reglamento (UE) n.º 1177/2010 del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre los derechos de los pasajeros que viajan por mar
y por vías navegables y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004.

b) De las acciones relativas a la aplicación de los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la
Unión Europea y de los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, así
como de las pretensiones de resarcimiento del perjuicio ocasionado por la infracción del Derecho de la
competencia.

c) De los recursos directos contra las calificaciones negativas de los registradores y las registradoras
mercantiles o, en su caso, contra las resoluciones expresas o presuntas de la Dirección General de
Seguridad Jurídica y Fe Pública relativas a esas calificaciones.

7. Las Secciones de lo Mercantil conocerán, además, de cuantas cuestiones sean de la competencia del orden
jurisdiccional civil en materia de concurso de acreedores o acreedoras, cualquiera que sea la condición civil o
mercantil de la persona deudora, de los planes de reestructuración y del procedimiento especial para
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microempresas, en los términos establecidos por el texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo. En relación con la jurisdicción del juez o de la jueza del concurso:

a) En todo caso será exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra la persona concursada, con
excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre capacidad, filiación, matrimonio y
menores.

2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes y derechos de la
persona concursada integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el tribunal o la
autoridad administrativa que la hubiera ordenado, sin más excepciones que las previstas en la
legislación concursal.

3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad de la actividad
profesional o empresarial de la persona deudora.

4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de seguridad social en
los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas y la determinación de los límites de esa
declaración conforme a lo dispuesto en la legislación laboral y de seguridad social.

5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos de la persona
concursada integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el tribunal o la autoridad
administrativa que la hubiera acordado, excepto las que se adopten en los procesos civiles sobre
provisión de medidas de apoyo y otros relativos a personas con discapacidad, filiación, matrimonio y
menores.

6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal.

b) Cuando el deudor o la deudora sea persona natural, la jurisdicción del juez o de la jueza del concurso
será también exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

1.ª Las que en el procedimiento concursal debe adoptar en relación con la asistencia jurídica gratuita.

2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal de la persona concursada.

c) Cuando el deudor sea persona jurídica, la jurisdicción del juez o de la jueza del concurso será exclusiva y
excluyente en las siguientes materias:

1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los socios de la sociedad
concursada que sean subsidiariamente responsables del pago de esas deudas, cualquiera que sea la
fecha en que se hubieran contraído, y las acciones para exigir a los socios de la sociedad concursada el
desembolso de las aportaciones sociales diferidas o el cumplimiento de las prestaciones accesorias.

2.ª Las acciones de responsabilidad civil contra los administradores, administradoras, liquidadores o
liquidadoras, de derecho o de hecho; contra la persona natural designada para el ejercicio permanente
de las funciones propias del cargo de administrador persona jurídica; y contra las personas, cualquiera
que sea su denominación, que tengan atribuidas facultades de la más alta dirección de la sociedad
cuando no exista delegación permanente de facultades del consejo de administración en uno o varios
consejeros delegados o en una comisión ejecutiva, por los daños y perjuicios causados, antes o después
de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica concursada. En todo caso, quedará excluida
de esta jurisdicción la revisión de las acciones de responsabilidad que ejerzan las Administraciones
Públicas en el ejercicio de su autotutela.

3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores y auditoras por los daños y perjuicios causados,
antes o después de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica concursada.

d) La jurisdicción del juez o jueza del concurso es exclusiva y excluyente para conocer de las acciones
sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el
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despido, la suspensión de contratos y la reducción de jornada por causas económicas, técnicas,
organizativas o de producción que, conforme a la legislación laboral y a lo establecido en la legislación
concursal, tengan carácter colectivo, así como de las que versen sobre la suspensión o extinción de
contratos de alta dirección. La suspensión de contratos y la reducción de jornada tendrán carácter
colectivo cuando afecten al número de trabajadores establecido en la legislación laboral para la
modificación sustancial de las condiciones de trabajo con este carácter.

e) La jurisdicción del juez o jueza del concurso se extiende a todas las cuestiones prejudiciales civiles, sin
más excepciones que las establecidas en la legislación concursal, las administrativas y las sociales
directamente relacionadas con el concurso o cuya resolución sea necesaria para la adecuada tramitación
del procedimiento concursal. La decisión sobre estas cuestiones no surtirá efecto fuera del concurso de
acreedores en que se produzca.

8. Las Secciones de lo Mercantil serán competentes para el reconocimiento y ejecución de sentencias y demás
resoluciones judiciales extranjeras cuando éstas versen sobre cualquiera de las materias a que se refiere este
artículo, salvo que, según los tratados y otras normas internacionales, el conocimiento de esa materia
corresponda a otro órgano judicial.

9. Las Secciones de lo Mercantil tendrán competencia exclusiva para conocer en primera instancia, de
acuerdo con la atribución de competencia objetiva, territorial y funcional establecida en la Ley 1/2000, de 7 de
enero, de Enjuiciamiento Civil, de los recursos contra las resoluciones dictadas por la Sección Primera de la
Comisión de Propiedad Intelectual para resolver las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo previsto en el
artículo 129 bis.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1996, de 12 de abril. Dichos Juzgados podrán, en todo caso, pronunciarse sobre el fondo de la controversia,
así como suspender cautelarmente la ejecución de la resolución dictada por la Sección Primera mientras se
resuelve el procedimiento en sede judicial.

10. Además de la competencia para conocer con jurisdicción en toda la provincia de las materias a que se
refiere este artículo, la Sección de lo Mercantil del Tribunal de Instancia de Alicante tendrá competencia
exclusiva para conocer en primera instancia con jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas
acciones que se ejerciten al amparo de lo establecido en el Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento y del
Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre la marca de la Unión Europea, y del Reglamento (CE) n.º 6/2002, del
Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. A los solos efectos de la
competencia específica a que se refiere el párrafo anterior, dicha Sección se denominará Tribunal de Marca de
la Unión Europea y tendrá también competencia exclusiva para conocer de aquellas demandas civiles en las
que se ejerciten acumuladas acciones relativas a marcas de la Unión y a marcas nacionales o internacionales
idénticas o similares; y de aquellas en las que existiera cualquier otra conexión entre las acciones ejercitadas
si al menos una de ellas estuviera basada en un registro o solicitud de marca de la Unión.
Se modifica por el art. 1.25 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade el apartado 3 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 5/2018, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-17988
Se modifica la letra b) y se añade la h) al apartado 1 por la disposición final 1.5 de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre Ref. BOE-
A-2015-10725.
Se modifica la letra g) del apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 4 de la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-19949.
Se añade la letra g) del apartado 1 por el art. único de la Ley Orgánica 5/2006, de 5 de junio. Ref. BOE-A-2006-9957.
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 10.3 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2004-21760.
Se añade el párrafo segundo al apartado 1.a) por el art. 2.1 de la Ley Orgánica 8/2002, de 24 de octubre. Ref. BOE-A-2002-20822
Se suprime el apartado 2 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712
Se modifica el apartado 1 por el art. 2.2 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621
Redactada la letra c) del apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-
A-1985-22752
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Artículo ochenta y ocho.
1. Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones de Instrucción o las Secciones Únicas
extenderán su jurisdicción a un partido judicial. Estas Secciones conocerán, en el orden penal:

a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias Provinciales
y a las Secciones de lo Penal de los Tribunales de Instancia, excepto de la instrucción de aquellas causas
que sean competencia de las Secciones de Violencia sobre la Mujer o de la Sección de Violencia contra la
Infancia y la Adolescencia.

b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos
por la ley y en los procesos por aceptación de decreto.

c) Del conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, salvo los que sean competencia de los jueces y
juezas de paz o de las Secciones de Violencia sobre la Mujer o de la Sección de Violencia contra la Infancia
y la Adolescencia.

d) De los procedimientos de habeas corpus .

e) De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los jueces y las juezas de paz
del partido y de las cuestiones de competencia entre estos.

f) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer, infancia y
adolescencia cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el
juez, la jueza, el magistrado o la magistrada de la Sección de Violencia sobre la Mujer o de la Sección
correspondiente que asuma el conocimiento de estos asuntos.

g) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la
Unión Europea que les atribuya la ley.

h) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

2. Asimismo, las Secciones de Instrucción y las Secciones Únicas conocerán de la autorización del
internamiento de extranjeros en los centros de internamiento, así como del control de la estancia de éstos en
los mismos y en las salas de inadmisión de fronteras. También conocerán de las peticiones y quejas que
planteen los internos en cuanto afecten a sus derechos fundamentales.

3. Los procedimientos de revisión de medidas por modificación de circunstancias podrán ser tramitados por
el juez o jueza inicialmente competente.

4. Excepcionalmente, el Consejo General del Poder Judicial, con informe de la Fiscalía General del Estado,
podrá acordar la agrupación de las Secciones de Instrucción y de las Secciones Únicas de varios partidos
judiciales limítrofes, dentro de una misma provincia, siempre que, por razón del incremento de las
actividades delictivas de organizaciones criminales vinculadas al tráfico de drogas o personas, se produzca un
destacado aumento en el volumen de asuntos penales de esta naturaleza en determinadas zonas o períodos.
La modificación singular en estos casos se limitará al periodo de tiempo en que se produzca la coyuntura que
la motiva y a la instrucción de los procesos penales relacionados con los tipos delictivos que justifican el
establecimiento de esa agrupación. Para acordar dicha agrupación será necesario contar con la propuesta o
informe tanto de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia correspondiente como de las Juntas de
Jueces y Juezas de las poblaciones afectadas. El Consejo General del Poder Judicial, antes de adoptar decisión
alguna sobre la propuesta de que se trate, recabará el parecer del Ministerio de Justicia y el de la Comunidad
Autónoma con competencias en materia de Justicia. En todo caso, la efectividad de dicha decisión no
implicará el aumento de dotaciones presupuestarias.

5. La agrupación de Secciones a que se refiere el apartado anterior estará presidida por el Presidente o la
Presidenta del Tribunal de Instancia del partido judicial con mayor número de habitantes quien, junto con los
Presidentes o Presidentas de Sección que la integren, o, en su defecto, con los Presidentes o Presidentas de los
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Tribunales de Instancia afectados, elaborará las normas para el reparto de asuntos concretos materia de la
agrupación, que posteriormente se aprobarán por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia
respectivo. Tales normas de reparto no podrán afectar a los procedimientos ya en trámite en cada una de las
Secciones.

6. El reparto de asuntos entre las diferentes Secciones se realizará por el letrado o la letrada directores del
Servicio Común General del Tribunal de Instancia con mayor número de habitantes de entre los que
componen la agrupación. El Presidente o la Presidenta del Tribunal de Instancia de ese partido judicial con
mayor número de habitantes resolverá, con carácter gubernativo, las cuestiones que se planteen y corregirá
las irregularidades que puedan producirse, adoptando las medidas necesarias y promoviendo, en su caso, la
exigencia de las responsabilidades que procedan.
Se modifica por el art. 1.27 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añaden los párrafos segundo y tercero por la disposición final 2.6 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se modifica por el art. único de la Ley Orgánica 6/2010, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2010-12133.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo. Ref. BOE-A-2003-5450
Se modifica por el art. 2.3 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621

Artículo ochenta y nueve.
1. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá acordar que, en
aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Violencia sobre la Mujer y sea conveniente
por razón de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo
corresponda a uno de los jueces o juezas de la Sección de Instrucción, o de Civil y de Instrucción que
constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que ese juez o jueza conozca de todos estos
asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias.

2. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de Instancia una
Sección de Violencia sobre la Mujer, que extenderá su jurisdicción a todo el partido judicial.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real decreto, a propuesta
del Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe de la comunidad autónoma con
competencias en materia de Justicia, Secciones de Violencia sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a
dos o más partidos dentro de la misma provincia.

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única integrada por una sola
plaza judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere
este artículo, cuando ninguna Sección de Violencia sobre la Mujer extienda su jurisdicción a ese partido
judicial.

5. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo caso con
los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los
Títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad,
delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexual, contra la intimidad y el derecho
a la propia imagen, contra el honor o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre
que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa o mujer que esté o haya estado ligada al
autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los
descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad que
con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la
esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra las
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relaciones familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas en la letra anterior.

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las
competencias atribuidas al juez o jueza de guardia.

d) Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima sea alguna de las
personas señaladas como tales en la letra a).

e) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley.

f) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la
Unión Europea que les atribuya la ley.

g) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de quebrantamiento
previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona ofendida por el delito cuya
condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer
que esté o haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así
como los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o los menores o personas con discapacidad
con medidas de apoyo que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela,
acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, así como cuando la persona ofendida lo sea por
alguno de los delitos señalados en la letra h) de este apartado.

h) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos contra la libertad
sexual previstos en el título VIII del libro II del Código Penal, por los delitos de mutilación genital
femenina, matrimonio forzado, acoso con connotación sexual y la trata con fines de explotación sexual
cuando la persona ofendida por el delito sea mujer.

6. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de conformidad
con los procedimientos y recursos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, de los
siguientes asuntos:

a) Los relativos al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y los que tengan por objeto la
adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras acciones derivadas de la crisis
matrimonial o de la unión de hecho.

b) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos
reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.

c) Los relativos a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre las materias
previstas en las letras anteriores.

d) Los que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción.

e) Los relativos a las relaciones paternofiliales.

f) Los relativos a la protección del menor, incluidas en los capítulos IV bis y V del título I del libro IV de la
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

g) Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con excepción de los
regulados en los capítulos IX y X del título II de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción Voluntaria.

h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico matrimonial instados
por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, así como los que se insten frente a estos
herederos.

i) Los que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones eclesiásticas en
materia matrimonial.

j) El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras civiles sobre
menores y familia.

k) Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del Código Civil.
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7. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente competencia en el orden
civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el apartado 6
del presente artículo.

b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de actos de violencia de género, en los términos a
que hace referencia el apartado 5. a), o de actos de violencia sexual, en los términos a que hace referencia
el apartado 5.h) del presente artículo.

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador necesario en
la realización de actos de violencia de género o de violencia sexual.

d) Que se hayan iniciado ante la Sección de Violencia sobre la Mujer de un Tribunal de Instancia
actuaciones penales por delito o delito leve a consecuencia de un acto de violencia de género o de un acto
de violencia sexual, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género.

8. Cuando el juez o la jueza apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, no
constituyen expresión de violencia de género o de violencia sexual, podrá inadmitir la pretensión,
remitiéndola al órgano judicial competente.

9. En todos estos casos está vedada la utilización de los medios adecuados de solución de controversias.

10. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus competencias, la necesidad o
carencia de dependencias que impidan la confrontación de la víctima y el agresor durante el proceso, así
como impulsar, en su caso, la creación de las mismas, en colaboración con el Ministerio de Justicia y las
comunidades autónomas competentes. Se procurará que estas mismas dependencias sean utilizadas en los
casos de agresiones sexuales y de trata de personas con fines de explotación sexual. En todo caso, estas
dependencias deberán ser plenamente accesibles, condición de obligado cumplimiento de los entornos,
productos y servicios con el fin de que sean comprensibles, utilizables y practicables por todas las mujeres y
menores víctimas sin excepción.

11. El Consejo General del Poder Judicial encomendará al Observatorio contra la Violencia Doméstica y de
Género la evaluación de los datos provenientes de las Secciones de Violencia sobre la Mujer, así como de
aquellos asuntos relacionados con esta materia en órganos judiciales no específicos. Anualmente se elaborará
un informe sobre los datos relativos a violencia de género y violencia sexual, que será publicado y remitido a
la Comisión de seguimiento y evaluación de los acuerdos del Pacto de Estado en materia de Violencia de
Género del Congreso de los Diputados, así como a la Comisión de seguimiento y evaluación de las estrategias
acordadas por el Senado dentro del Pacto de Estado contra la Violencia de Género. La información
mencionada en el párrafo anterior se incorporará a la Memoria Anual del Consejo General del Poder Judicial.
La información estadística obtenida en aplicación de este apartado deberá poder desagregarse con un
indicador de discapacidad de las víctimas. Igualmente, permitirá establecer un registro estadístico de las
menores víctimas de violencia de género, que permita también la desagregación con indicador de
discapacidad.
Téngase en cuenta que la atribución de competencias en materia de violencia sexual a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer prevista en 
este artículo, actualizado por el art. 1.28 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entrará en vigor el 3 de octubre de 2025, 
según establece su disposición final 38.3. Redacción anterior: " Artículo 89. La Ley de planta y demarcación puede establecer, como órganos 
distintos, en aquellos partidos en que fuere conveniente, los Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Instrucción."
Se modifica por el art. 1.28 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76 Téngase en cuenta que la atribución de competencias 
en materia de violencia sexual a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, prevista en este artículo, entrará en vigor el 3 de octubre de 2025, 
según establece la disposición final 38.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo ochenta y nueve bis.
1. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá acordar que, en
aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de Violencia contra la Infancia y la
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Adolescencia y sea conveniente por razón de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos
referidos en este artículo corresponda a uno de los jueces o juezas de la Sección de Instrucción, o de Civil y de
Instrucción que constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que uno solo de estos jueces
o juezas conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo
también de otras materias.

2. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de Instancia una
Sección de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, que extenderá su jurisdicción a todo el partido
judicial.

3. No obstante lo anterior, excepcionalmente, el Gobierno podrá establecer por real decreto, a propuesta del
Consejo General del Poder Judicial y en su caso, con informe de la comunidad autónoma con competencias en
materia de Justicia, las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia que extiendan su
jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única integrada por un solo
juez será éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere este artículo, cuando ninguna
Sección de Violencia contra la Infancia y Adolescencia extienda su jurisdicción a ese partido judicial.

5. Las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia conocerán, en el orden penal, de
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
de la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los Títulos del
Código Penal relativos a:

a) Homicidio, aborto, lesiones o lesiones al feto, cometidos contra niños, niñas y adolescentes.

b) Delitos contra la libertad, delito de torturas y contra la integridad moral, delitos contra la intimidad, el
derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, delitos contra la libertad e indemnidad sexual,
delitos contra el honor, delitos contra las relaciones familiares, o cualquier otro delito cometido con
violencia o intimidación, cuando la víctima sea niño, niña o adolescente.

c) Delito de trata de seres humanos del artículo 177 bis del Código Penal cuando al menos una de las
víctimas sea niño, niña o adolescente.

d) Delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona
ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya quebrantado sea niño,
niña o adolescente. Las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia serán igualmente
competentes para: a) La adopción de las medidas cautelares legalmente previstas que aseguren la
protección de las víctimas menores de edad, sin perjuicio de las competencias atribuidas al juez de
guardia. b) El conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima sea niño,
niña o adolescente. c) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la
ley. d) La emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en
la Unión Europea que les atribuya la ley.

6. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus competencias, la necesidad o
carencia de dependencias que impidan la confrontación de la víctima y el agresor durante el proceso, así
como impulsar, en su caso, la creación de las mismas, en colaboración con el Ministerio de Justicia y las
comunidades autónomas competentes. En todo caso, estas dependencias deberán ser plenamente accesibles,
condición de obligado cumplimiento de los entornos, productos y servicios con el fin de que sean
comprensibles, utilizables y practicables por todas las víctimas sin excepción.

7. En caso de que los hechos objeto de instrucción por la Sección de Violencia contra la Infancia y
Adolescencia también pudieran ser conocidos por la Sección de Violencia sobre la Mujer, la competencia le
corresponderá en todo caso a la última.
Se modifica por el art. 1.29 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
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Se modifican los apartados 2 y 3 por la disposición final 1.6 y 7 de la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre Ref. BOE-A-2015-10725.
Se modifica el apartado 4 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se añade el apartado 4 por el art. único de la Ley Orgánica 3/2010, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2010-4046.
Se añade el último párrafo de los apartados 2 y 3 por el art. único.2 y 3 de la Ley Orgánica 2/2008, de 4 de diciembre. Ref. BOE-A-2008-19660.
Se añade el párrafo segundo del apartado 2 por la disposición adicional 10.3 bis de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. Ref. BOE-
A-2004-21760.
Se añade por el art. 2.4 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621

Artículo noventa.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia, con sede en la capital de cada provincia y con jurisdicción
en toda ella, existirá una Sección de lo Penal.

2. También podrán establecerse Secciones de lo Penal en Tribunales de Instancia que tengan su sede en
poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su
jurisdicción.

3. Las Secciones de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la ley determine. A fin de facilitar el
conocimiento de los asuntos instruidos por las Secciones de Violencia sobre la Mujer y las Secciones de
Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán
especializarse una o varias plazas judiciales de la Sección de lo Penal, de conformidad con lo previsto en el
artículo 96 de la presente ley.

4. Corresponde asimismo a las Secciones de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por
delito grave o menos grave por las Secciones de Instrucción, Secciones de Violencia sobre la Mujer y
Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia; el reconocimiento y ejecución de las resoluciones
que impongan sanciones pecuniarias transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados
miembros de la Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español, y los
procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

5. Corresponde a las Secciones de lo Penal la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento
mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley.
Se modifica por el art. 1.30 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade el apartado 7 por la disposición final 4.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673
Se añade el apartado 6 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.
Se añade el apartado 5 por el art. 3 de la Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo. Ref. BOE-A-2011-4551.
Se añade el apartado 4 por el art. único.7 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712

Artículo noventa y uno.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, y con jurisdicción
en toda ella, existirá una Sección de Menores. No obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán
establecerse Secciones de Menores cuya jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o
agrupación de partidos, o bien a dos o más provincias de la misma comunidad autónoma. Tomarán su
nombre de la población donde radique su sede.

2. Corresponde a las Secciones de Menores de los Tribunales de Instancia el ejercicio de las funciones que
establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas tipificadas por la ley como
delito o delito leve y aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las leyes, así como
de la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la
Unión Europea que les atribuya la ley.
Se modifica por el art. 1.31 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222.
Se modifica por el art. único.8 de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio. Ref. BOE-A-1998-16712
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Artículo noventa y dos.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, dentro del orden
jurisdiccional penal, existirá una Sección de Vigilancia Penitenciaria, que tendrá las funciones
jurisdiccionales previstas en la ley en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de
seguridad, emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la
Unión Europea que les atribuya la ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades
penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y
demás que señale la ley.

2. Podrán establecerse Secciones de Vigilancia Penitenciaria en Tribunales de Instancia que tengan su sede en
poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su
jurisdicción. El Gobierno establecerá la sede de estas Secciones, previa audiencia de la comunidad autónoma
afectada y del Consejo General del Poder Judicial.

3. El número de Tribunales de Instancia con Secciones de Vigilancia Penitenciaria, su ámbito territorial y
número de magistrados y magistradas integrantes de cada una de ellas, se determinará en la Ley de
Demarcación y Planta Judicial, atendiendo principalmente a los establecimientos penitenciarios existentes y a
la clase de éstos.

4. Podrá establecerse que la Sección de Vigilancia Penitenciaria extienda su jurisdicción a dos o más
provincias de la misma comunidad autónoma, o uno o más partidos dentro de la misma provincia.

5. El juez, jueza, magistrado o magistrada destinado o destinada en una Sección de Vigilancia Penitenciaria
podrá compatibilizar las funciones propias de esta Sección con las de otras Secciones del orden jurisdiccional
penal del mismo Tribunal de Instancia.

Se modifica por el art. 1.32 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo noventa y tres.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, y con jurisdicción
en toda ella, existirá una Sección de lo Contencioso-Administrativo.

2. Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer Secciones de lo Contencioso-
Administrativo en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de
provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción.

3. También podrán crearse excepcionalmente Secciones de lo Contencioso-Administrativo que extiendan su
jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma comunidad autónoma.

4. Las Secciones de lo Contencioso-Administrativo conocerán, en primera o única instancia, de los recursos
contencioso-administrativos contra actos que expresamente les atribuya la ley.

5. También les corresponde autorizar, mediante auto, la entrada en los domicilios y en los restantes edificios o
lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecución forzosa de
actos de la Administración, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de menores acordadas
por la entidad pública competente en la materia.

6. A dichas Secciones les compete igualmente la autorización para la entrada en domicilios y otros lugares
constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la Administración Tributaria en el marco de una
actuación o procedimiento de aplicación de los tributos aún con carácter previo a su inicio formal cuando,
requiriendo dicho acceso el consentimiento de su titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición.
Se modifica por el art. 1.33 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo noventa y cuatro.
1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia y con jurisdicción
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en toda ella existirá una Sección de lo Social.

2. Podrán establecerse Secciones de lo Social en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones
distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción.
Asimismo, las Secciones de lo Social podrán excepcionalmente extender su jurisdicción a dos o más
provincias dentro de la misma comunidad autónoma.

3. Las Secciones de lo Social conocerán, en primera o única instancia, de los procesos sobre materias propias
de este orden jurisdiccional que no estén atribuidos a otros órganos del mismo.
Se modifica por el art. 1.34 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifican los apartados 1 y 4 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se renumera el apartado 4 como 5 y se añade un nuevo apartado 4 por el art. 1.3 de la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo. Ref. BOE-
A-2003-10614

Artículo noventa y cinco.
En la Villa de Madrid y con jurisdicción en todo el territorio nacional existirá un Tribunal Central de Instancia,
que contará con las siguientes Secciones:

a) Sección de Instrucción, que instruirá las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional o, en su caso, a la Sección de lo Penal del propio Tribunal Central de Instancia y tramitará
los expedientes de ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega, los procedimientos de
extradición pasiva, los relativos a la emisión y la ejecución de otros instrumentos de reconocimiento mutuo de
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, así como las solicitudes de información entre
los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea cuando requieran autorización
judicial, en los términos previstos en la ley. En la Sección de Instrucción, los jueces y juezas de garantías
conocerán de las peticiones de la Fiscalía Europea relativas a la adopción de medidas cautelares personales, la
autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya adopción esté
reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente determine la ley. Igualmente,
conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos de los Fiscales europeos delegados.

b) Sección de lo Penal, que conocerá, en los casos en que así lo establezcan las leyes procesales, de las causas
por los delitos a que se refiere el artículo 65 y de los demás asuntos que señalen las leyes. Corresponde
asimismo a la Sección de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos
grave por la Sección de Instrucción del propio Tribunal Central de Instancia, y los procedimientos de
decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

c) Sección de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la
responsabilidad penal de los menores, así como de la emisión y la ejecución de los instrumentos de
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que le atribuya la ley.

d) Sección de Vigilancia Penitenciaria, que tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley Orgánica
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, descritas en el apartado 1 del artículo 92 de esta ley, la
competencia para la emisión y ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones
penales en la Unión Europea que les atribuya la ley y demás funciones que señale la ley, en relación con los
delitos competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de esta Sección será preferente y
excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no hubiesen sido impuestas por la
Audiencia Nacional.

e) Sección de lo Contencioso-Administrativo, que conocerá, en primera o única instancia, de los recursos
contencioso-administrativos contra disposiciones y actos emanados de autoridades, organismos, órganos y
entidades públicas con competencia en todo el territorio nacional, en los términos que la ley establezca.
Corresponde también a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante auto, la cesión de los
datos que permitan la identificación a que se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de
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servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, la ejecución material de las resoluciones
adoptadas por el órgano competente para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de la
información o para que se retiren contenidos que vulneran la propiedad intelectual, en aplicación de la citada
Ley 34/2002, de 11 de julio, así como la limitación al acceso de los destinatarios al servicio intermediario
prevista en el artículo 51.2 b) del Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de
octubre de 2022, relativo a un mercado único de servicios digitales y por el que se modifica la Directiva
2000/31/CE. Igualmente conocerá la Sección de lo Contencioso-Administrativo del procedimiento previsto en
el artículo 12 bis de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. Corresponde a la Sección de
lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante auto, el requerimiento de información por parte de la
Agencia Española de Protección de Datos y otras autoridades administrativas independientes de ámbito
estatal a los operadores que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los
prestadores de servicios de la sociedad de la información, cuando ello sea necesario de acuerdo con la
legislación específica.

Se modifica por el art. 1.35 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76

Artículo noventa y seis.
1. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno y de las
Administraciones con competencias en materia de Justicia, que en aquellas circunscripciones donde exista
más de una plaza judicial de la misma Sección, una o varias de las personas destinadas en ellas asuman con
carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos o de las ejecuciones propias del orden
jurisdiccional de que se trate, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los servicios comunes
que al efecto se constituyan.

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia y con
informe favorable de las Administraciones con competencias en materia de Justicia en cada territorio, podrá
acordar que en aquellas provincias en que existan más de cinco plazas judiciales en las Secciones de lo
Mercantil de los Tribunales de Instancia existentes, uno o varios de los jueces, juezas, magistrados o
magistradas destinados en ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de
asuntos de entre los que sean competencia de estas Secciones.

3. El Consejo General del Poder Judicial, con informe favorable del Ministerio de Justicia y, en su caso, de la
comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior
de Justicia, podrá acordar la especialización de una o varias plazas judiciales de Tribunales de Instancia de la
misma provincia y del mismo orden jurisdiccional, estén o no en el mismo partido judicial y, si no lo
estuvieran, previa delimitación del ámbito de competencia territorial, asumiendo por tiempo determinado las
personas destinadas en ellas el conocimiento de determinadas materias o clases de asuntos y, en su caso, de
las ejecuciones que de los mismos dimanen, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los
servicios comunes constituidos o que al efecto se constituyan. En estos casos, los jueces, las juezas, los
magistrados y las magistradas que ocupen la plaza o plazas objeto del acuerdo de especialización asumirán la
competencia para conocer de todos aquellos asuntos asignados, aun cuando su conocimiento inicial estuviese
atribuido a Secciones radicadas en distinto partido judicial. No podrá adoptarse este acuerdo para atribuir a
los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas así especializados asuntos que por disposición legal
estuviesen atribuidos a otros u otras de diferente clase. Tampoco podrán ser objeto de especialización por esta
vía las plazas judiciales de las Secciones de Instrucción, sin perjuicio de cualesquiera otras medidas de
exención de reparto o de refuerzo que fuese necesario adoptar por necesidades del servicio.

4. Los acuerdos del Consejo General del Poder Judicial a que se refieren los apartados anteriores se publicarán
en el "Boletín Oficial del Estado" y producirán efectos desde el inicio del año siguiente a aquel en que se
adopte, salvo que, por razones de urgencia, razonadamente se establezca otro momento anterior.
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5. Los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas afectados continuarán conociendo hasta su
conclusión de todos los procesos que estuvieran pendientes ante los mismos.
Se modifica por el art. 1.36 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 2 por el art. único.7 de la Ley Orgánica 6/2014, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2014-11063.
Se añade el apartado 2 y se numera el contenido existente como apartado 1 por el art. 3.2 de la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre. Ref. 
BOE-A-2000-23659

CAPÍTULO VI DE LOS JUZGADOS DE PAZ

Artículo noventa y nueve.
En cada municipio donde no exista Tribunal de Instancia, y con jurisdicción en el término correspondiente,
habrá un juez o una jueza de paz.
Se modifica por el art. 1.39 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica por el art. único.13 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23644

Artículo cien.
1. Los Juzgados de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución
de los procesos que la ley determine y cumplirán también las demás funciones que la ley les atribuya.

2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por delito leve que les atribuya la ley.
Podrán intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por delegación, y en aquellas otras
que señalen las leyes.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1.40 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 1 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 8/2011, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2011-12627.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.5 de la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-1988-29621
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 264, de 4 de noviembre de 1985. Ref. BOE-A-1985-22752

Artículo ciento uno.
1. Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán nombrados para un periodo de cuatro años por la Sala de Gobierno
del Tribunal Superior de Justicia correspondiente. El nombramiento recaerá en las personas elegidas por el
respectivo Ayuntamiento.

2. Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán elegidos por el Pleno del Ayuntamiento, con el voto favorable de la
mayoría absoluta de sus miembros, entre las personas que, reuniendo las condiciones legales, así lo soliciten.
Si no hubiere solicitante, el pleno elegirá libremente.

3. Aprobado el acuerdo correspondiente, será remitido al Juez de Primera Instancia e Instrucción, quien lo
elevará a la Sala de Gobierno.

4. Si en el plazo de tres meses, a contar desde que se produjera la vacante en un Juzgado de Paz, el
Ayuntamiento correspondiente no efectuase la propuesta prevenida en los apartados anteriores, la Sala de
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia procederá a designar al Juez de Paz. Se actuará de igual modo
cuando la persona propuesta por el Ayuntamiento no reuniera, a juicio de la misma Sala de Gobierno y oído el
Ministerio Fiscal, las condiciones exigidas por esta ley.

5. Los Jueces de Paz prestarán juramento ante el Juez de Primera Instancia e Instrucción y tomarán posesión
ante quien se hallara ejerciendo la jurisdicción.

Artículo ciento dos.
Podrán ser nombrados Jueces de Paz, tanto titular como sustituto, quienes, aun no siendo licenciados en
Derecho, reúnan los requisitos establecidos en esta ley para el ingreso en la Carrera Judicial, y no estén
incursos en ninguna de las causas de incapacidad o de incompatibilidad previstas para el desempeño de las
funciones judiciales, a excepción del ejercicio de actividades profesionales o mercantiles.
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Artículo ciento tres.
1. Los Jueces de Paz serán retribuidos por el sistema y en la cuantía que legalmente se establezca, y tendrán,
dentro de su circunscripción, el tratamiento y precedencia que se reconozcan en la suya a los Jueces de
Primera Instancia e Instrucción.

2. Los Jueces de Paz y los sustitutos, en su caso, cesarán por el transcurso de su mandato y por las mismas
causas que los Jueces de carrera en cuanto les sean de aplicación.

EOMF
Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal
En este tema: arts. 1 a 17 y 19 a 31 · 31 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1982-837

TITULO I DEL MINISTERIO FISCAL Y SUS FUNCIONES

CAPITULO I DEL MINISTERIO FISCAL

Artículo primero.
El Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los
derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados,
así como velar por la independencia de los Tribunales, y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

Artículo segundo.
Uno. El Ministerio Fiscal es un órgano de relevancia constitucional con personalidad jurídica propia,
integrado con autonomía funcional en el Poder Judicial, y ejerce su misión por medio de órganos propios,
conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los
de legalidad e imparcialidad.

Dos. Corresponde al Ministerio Fiscal esta denominación con carácter exclusivo.

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

CAPITULO II DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO FISCAL

Artículo tercero.
Para el cumplimiento de las misiones establecidas en el artículo 1, corresponde al Ministerio Fiscal:

1. Velar por que la función jurisdiccional se ejerza eficazmente conforme a las leyes y en los plazos y términos
en ellas señalados, ejercitando, en su caso, las acciones, recursos y actuaciones pertinentes.

2. Ejercer cuantas funciones le atribuya la ley en defensa de la independencia de los jueces y tribunales.

3. Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y de los derechos fundamentales y libertades
públicas con cuantas actuaciones exija su defensa.

4. Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos, sin perjuicio de la competencia de la Fiscalía
Europea para ejercer la acción penal y solicitar la apertura de juicio oral por los delitos contra los intereses
financieros de la Unión que asuma de acuerdo con su normativa, u oponerse a las ejercitadas por otros,
cuando proceda.

5. Intervenir en el proceso penal, instando de la autoridad judicial la adopción de las medidas cautelares que
procedan y la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos o instruyendo
directamente el procedimiento en el ámbito de lo dispuesto en la Ley Orgánica reguladora de la
Responsabilidad Penal de los Menores, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas diligencias que estime
oportunas.
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6. Tomar parte, en defensa de la legalidad y del interés público o social, en los procesos relativos al estado civil
y en los demás que establezca la ley.

7. Intervenir en los procesos civiles que determine la ley cuando esté comprometido el interés social o cuando
puedan afectar a personas menores, incapaces o desvalidas en tanto se provee de los mecanismos ordinarios
de representación.

8. Mantener la integridad de la jurisdicción y competencia de los jueces y tribunales, promoviendo los
conflictos de jurisdicción y, en su caso, las cuestiones de competencia que resulten procedentes, e intervenir
en las promovidas por otros.

9. Velar por el cumplimiento de las resoluciones judiciales que afecten al interés público y social.

10. Velar por la protección procesal de las víctimas y por la protección de testigos y peritos, promoviendo los
mecanismos previstos para que reciban la ayuda y asistencia efectivas.

11. Intervenir en los procesos judiciales de amparo así como en las cuestiones de inconstitucionalidad en los
casos y forma previstos en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

12. Interponer el recurso de amparo constitucional, así como intervenir en los procesos de que conoce el
Tribunal Constitucional en defensa de la legalidad, en la forma en que las leyes establezcan.

13. Ejercer en materia de responsabilidad penal de menores las funciones que le encomiende la legislación
específica, debiendo orientar su actuación a la satisfacción del interés superior del menor.

14. Intervenir en los supuestos y en la forma prevista en las leyes en los procedimientos ante el Tribunal de
Cuentas. Defender, igualmente, la legalidad en los procesos contencioso-administrativos y laborales que
prevén su intervención.

15. Promover o, en su caso, prestar el auxilio judicial internacional previsto en las leyes, tratados y convenios
internacionales.

16. Ejercer las demás funciones que el ordenamiento jurídico estatal le atribuya. Con carácter general, la
intervención del fiscal en los procesos podrá producirse mediante escrito o comparecencia. También podrá
producirse a través de medios tecnológicos, siempre que aseguren el adecuado ejercicio de sus funciones y
ofrezcan las garantías precisas para la validez del acto de que se trate. La intervención del fiscal en los
procesos no penales, salvo que la ley disponga otra cosa o actúe como demandante, se producirá en último
lugar.

Se modifica el apartado 4 por la disposición final 1.1 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se modifican los apartados 5, 10 y 11 por el art. único.2 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.1 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523
Se modifica el apartado 5 por el art. único.1 de la Ley 12/2000, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24264

Artículo cuarto.
El Ministerio Fiscal, para el ejercicio de sus funciones, podrá:

Uno. Interesar la notificación de cualquier resolución judicial y la información sobre el estado de los
procedimientos, pudiendo pedir que se le dé vista de éstos cualquiera que sea su estado, o que se le remita
copia de cualquier actuación, para velar por el exacto cumplimiento de las leyes, plazos y términos,
promoviendo, en su caso, las correcciones oportunas. Asimismo, podrá pedir información de los hechos que
hubieran dado lugar a un procedimiento, de cualquier clase que sea, cuando existan motivos racionales para
estimar que su conocimiento pueda ser competencia de un órgano distinto del que está actuando. También
podrá acceder directamente a la información de los Registros oficiales, cuyo acceso no quede restringido a
control judicial. Uno bis. Interesar la notificación de cualquier resolución de la Fiscalía Europea en asuntos en
que esta haya intervenido, debiendo colaborar con aquella en las investigaciones que asuma, cuando sea
requerido para ello.
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Dos. Visitar en cualquier momento los centros o establecimientos de detención, penitenciarios o de
internamiento de cualquier clase de su respectivo territorio, examinar los expedientes de los internos y
recabar cuanta información estime conveniente.

Tres. Requerir el auxilio de las autoridades de cualquier clase y de sus agentes.

Cuatro. Dar a cuantos funcionarios constituyen la Policía Judicial las órdenes e instrucciones procedentes en
cada caso.

Cinco. Informar a la opinión pública de los acontecimientos que se produzcan, siempre en el ámbito de su
competencia y con respeto al secreto del sumario y, en general, a los deberes de reserva y sigilo inherentes al
cargo y a los derechos de los afectados. Las autoridades, funcionarios u organismos o particulares requeridos
por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de las facultades que se enumeran en este artículo y en el siguiente
deberán atender inexcusablemente el requerimiento dentro de los límites legales. Igualmente, y con los
mismos límites, deberán comparecer ante el Fiscal cuando éste lo disponga.

Seis. Establecer en las sedes de las Fiscalías Provinciales y en las que se considere necesario, centros de
relación con las víctimas y perjudicados de las infracciones criminales cometidas en su circunscripción y por
las que se sigue proceso penal en los Juzgados o Tribunales de la misma, con la finalidad de conocer los daños
y perjuicios sufridos por ellas y para que aporten los documentos y demás pruebas de que dispongan para
acreditar su naturaleza y alcance.

Se añade el apartado Uno.bis por la disposición final 1.2 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957
Se modifica por el art. único.3 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523

Artículo quinto.
Uno. El Fiscal podrá recibir denuncias, enviándolas a la autoridad judicial o decretando su archivo, cuando no
encuentre fundamentos para ejercitar acción alguna, notificando en este último caso la decisión al
denunciante.

Dos. Igualmente, y para el esclarecimiento de los hechos denunciados o que aparezcan en los atestados de los
que conozca, puede llevar a cabo u ordenar aquellas diligencias para las que esté legitimado según la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, las cuales no podrán suponer la adopción de medidas cautelares o limitativas de
derechos. No obstante, podrá ordenar el Fiscal la detención preventiva. Todas las diligencias que el Ministerio
Fiscal practique o que se lleven a cabo bajo su dirección gozarán de presunción de autenticidad. Los
principios de contradicción, proporcionalidad y defensa inspirarán la práctica de esas diligencias. A tal fin, el
Fiscal recibirá declaración al sospechoso, quien habrá de estar asistido de letrado y podrá tomar
conocimiento del contenido de las diligencias practicadas. La duración de esas diligencias habrá de ser
proporcionada a la naturaleza del hecho investigado, sin que pueda exceder de seis meses, salvo prórroga
acordada mediante decreto motivado del Fiscal General del Estado. No obstante, las diligencias de
investigación en relación con los delitos a que se hace referencia en el apartado Cuatro del artículo Diecinueve
del presente Estatuto, tendrán una duración máxima de doce meses salvo prórroga acordada mediante
Decreto motivado del Fiscal General del Estado.

Tres. Transcurrido el oportuno plazo, si la investigación hubiera evidenciado hechos de significación penal y
sea cual fuese el estado de las diligencias, el Fiscal procederá a su judicialización, formulando al efecto la
oportuna denuncia o querella, a menos que resultara procedente su archivo. También podrá el Fiscal incoar
diligencias preprocesales encaminadas a facilitar el ejercicio de las demás funciones que el ordenamiento
jurídico le atribuye.

Se modifica por el art. único.4 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.3 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 12/2000, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24264
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CAPITULO III DE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD E IMPARCIALIDAD

Artículo sexto.
Por el principio de legalidad el Ministerio Fiscal actuará con sujeción a la Constitución, a las leyes y demás
normas que integran el ordenamiento jurídico vigente, dictaminando, informando y ejercitando, en su caso,
las acciones procedentes u oponiéndose a las indebidamente actuadas en la medida y forma en que las leyes
lo establezcan. Si el Fiscal estimare improcedente el ejercicio de las acciones o la actuación que se le haya
confiado, usará de las facultades previstas en el artículo 27 de este Estatuto.

Artículo séptimo.
Por el principio de imparcialidad el Ministerio Fiscal actuará con plena objetividad e independencia en
defensa de los intereses que le estén encomendados.

CAPITULO IV DE LAS RELACIONES DEL MINISTERIO FISCAL CON LOS PODERES PÚBLICOS

Artículo octavo.
Uno. El Gobierno podrá interesar del Fiscal General del Estado que promueva ante los Tribunales las
actuaciones pertinentes en orden a la defensa del interés público.

Dos. La comunicación del Gobierno con el Ministerio Fiscal se hará por conducto del Ministro de Justicia a
través del Fiscal General del Estado. Cuando el Presidente del Gobierno lo estimo necesario podrá dirigirse
directamente al mismo. El Fiscal General del Estado, oída la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo,
resolverá sobre la viabilidad o procedencia de las actuaciones interesadas y expondrá su resolución al
Gobierno de forma razonada. En todo caso, el acuerdo adoptado se notificará a quien haya formulado la
solicitud.

Artículo noveno.
1. El Fiscal General del Estado elevará al Gobierno una memoria anual sobre su actividad, la evolución de la
criminalidad, la prevención del delito y las reformas convenientes para una mayor eficacia de la Justicia. En
ella se recogerán las observaciones de las memorias que, a su vez, habrán de elevarle los fiscales de los
distintos órganos, en la forma y tiempo que reglamentariamente se establezca. De esta memoria se remitirá
copia a las Cortes Generales y al Consejo General del Poder Judicial. En todo caso, la citada memoria será
presentada por el Fiscal General del Estado a las Cortes Generales en el período ordinario de sesiones más
próximo a su presentación pública.

2. El Fiscal General del Estado informará al Gobierno, cuando éste lo interese y no exista obstáculo legal,
respecto a cualquiera de los asuntos en que intervenga el Ministerio Fiscal, así como sobre el funcionamiento,
en general, de la Administración de Justicia. En casos excepcionales podrá ser llamado a informar ante el
Consejo de Ministros.
Se modifica por el art. único.4 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523

Artículo diez.
El Ministerio Fiscal colaborará con las Cortes Generales a requerimiento de éstas y siempre que no exista
obstáculo legal, sin perjuicio de comparecer ante las mismas para informar de aquellos asuntos para los que
especialmente fuera requerido. Las Cortes Generales se comunicarán con el Ministerio Fiscal a través de los
Presidentes de las Cámaras.

Artículo once.
Uno. En el marco de sus competencias y cuando los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas
interesen la actuación del Ministerio Fiscal en defensa de interés público se dirigirán, poniéndolo en
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conocimiento del Ministerio de Justicia, al Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, que lo pondrá en
conocimiento del Fiscal General del Estado, quien, oída la Junta de Fiscales de Sala, resolverá lo procedente,
ajustándose en todo caso al principio de legalidad. Cualquiera que sea el acuerdo adoptado, se dará cuenta del
mismo a quien haya formulado la solicitud.

Dos. Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas elaborarán una memoria sobre la actividad de
las Fiscalías de su ámbito territorial que elevarán al Fiscal General del Estado. Asimismo, remitirán copia al
Gobierno, al Consejo de Justicia y a la Asamblea Legislativa de la Comunidad. Deberán presentar la Memoria
ante la Asamblea Legislativa de la misma dentro de los seis meses siguientes al día en que se hizo pública. Los
Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas colaborarán con la Asamblea Legislativa de la Comunidad
Autónoma en los mismos términos y condiciones que se prevén en el artículo anterior para las relaciones
entre el Fiscal General del Estado y las Cortes Generales.

Tres. Los miembros del Ministerio Fiscal colaborarán con las Comunidades Autónomas que ostenten
competencias en materia de Justicia para la efectividad de las funciones que éstas ostentan en materia de
medios materiales y personales al servicio de la Administración de Justicia y participarán en los órganos de
colaboración que en el ámbito territorial de éstas se constituyan entre los distintos operadores e instancias
implicados en la Administración de Justicia con el fin de analizar, debatir y realizar estudios sobre materias
relacionadas con la Administración de Justicia. Se podrán celebrar convenios con las Comunidades
Autónomas previa autorización del Fiscal General del Estado.
Se modifica por el art. único.5 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

TITULO II DE LOS ÓRGANOS DEL MINISTERIO FISCAL Y DE LOS PRINCIPIOS QUE LO INFORMAN

CAPITULO I DE LA ORGANIZACIÓN, COMPETENCIAS Y PLANTA

Artículo doce.
Son órganos del Ministerio Fiscal:

a) El Fiscal General del Estado.

b) El Consejo Fiscal.

c) La Junta de Fiscales de Sala.

d) La Junta de Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas.

e) La Fiscalía del Tribunal Supremo.

f) La Fiscalía ante el Tribunal Constitucional.

g) La Fiscalía de la Audiencia Nacional.

h) Las Fiscalías Especiales.

i) La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, que se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica de dicho Tribunal.

j) La Fiscalía Jurídico Militar.

k) Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas.

l) Las Fiscalías Provinciales.

m) Las Fiscalías de Área.

n) La Unidad de Protección de Datos del Ministerio Fiscal
Téngase en cuenta que esta letra n), modificada por la disposición final 5.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, entra 
en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "n) La Unidad de Supervisión y Control de 
Protección de Datos."
Se modifica la letra n), con efectos de 3 de abril de 2025, por la disposición final 5.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-
A-2025-76
Se añade la letra n) por la disposición final 2.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806
Se modifica por el art. único.6 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
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Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Ley 10/1995, de 24 de abril. Ref. BOE-A-1995-10066
Se modifica el apartado 1 por el art. 1 de la Ley 5/1988, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-1988-8175

Artículo trece.
Uno. El Fiscal General del Estado dirige la Fiscalía General del Estado, integrada por la Inspección Fiscal, la
Secretaría Técnica, la Unidad de Apoyo, y por los Fiscales de Sala que se determinen en plantilla. Corresponde
al Fiscal General del Estado, además de las facultades reconocidas en otros preceptos de este Estatuto, la de
proponer al Gobierno los ascensos y nombramientos para los distintos cargos, previo informe del Consejo
Fiscal, oído el Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma respectiva cuando se trate de cargos en las Fiscalías
de su ámbito territorial.

Dos. La Inspección Fiscal de la Fiscalía General del Estado será dirigida por un Fiscal Jefe Inspector y estará
integrada por un Teniente Fiscal Inspector y los inspectores fiscales que se determine en plantilla. Ejercerá
con carácter permanente sus funciones por delegación del Fiscal General del Estado en la forma que el
reglamento establezca, sin perjuicio de las funciones Inspectoras que al Fiscal Jefe de cada Fiscalía
corresponden respecto a los funcionarios que de él dependan. En todo caso, corresponde al Fiscal Superior de
la Comunidad Autónoma ejercer la inspección ordinaria de las Fiscalías de su ámbito territorial. En la
Inspección Fiscal se creará una Sección Permanente de Valoración, a los efectos de centralizar toda la
información sobre méritos y capacidad de los Fiscales, con la finalidad de apoyar al Consejo Fiscal a la hora de
informar las diferentes propuestas de nombramientos discrecionales en la Carrera Fiscal.

Tres. La Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado será dirigida por un Fiscal Jefe y estará integrada
por un Teniente Fiscal y los fiscales que se determinen en plantilla, que realizarán los trabajos preparatorios
que se les encomienden en aquellas materias en las que corresponda a la Junta de Fiscales de Sala asistir al
Fiscal General del Estado, así como cuantos otros estudios, investigaciones e informes estime éste procedente.
Asimismo, la Secretaría Técnica colaborará en la planificación de la formación de los miembros de la carrera
fiscal cuya competencia corresponde al Centro de Estudios Jurídicos. Sin perjuicio de las competencias
encomendadas a otros órganos, la Secretaría Técnica asumirá las funciones que las leyes atribuyan al
Ministerio Fiscal en materia de cooperación judicial internacional, en el marco de las directrices de política
exterior emanadas del Gobierno.

Cuatro. La Unidad de Apoyo será dirigida por un Fiscal Jefe y estará integrada por los fiscales que se
determinen en plantilla. Para el cumplimiento de sus funciones podrán ser adscritos a la Unidad de Apoyo
funcionarios de la Administración General del Estado y de la Administración de Justicia, en el número que
igualmente se determine en plantilla, quedando en todo caso en servicio activo en sus cuerpos de origen. Su
función será realizar labores de asistencia a la Fiscalía General del Estado en materia de:

a) Representación institucional y relaciones con los poderes públicos.

b) Comunicación, relaciones con los medios y gestión de la atención al ciudadano.

c) Análisis y evaluación de las propuestas relativas a necesidades de organización y funcionamiento del
Ministerio Fiscal en materia de estadística, informática, personal, medios materiales, información y
documentación.

d) En general, aquellas funciones de asistencia o apoyo al Fiscal General del Estado, a los Fiscales de Sala
adscritos a la Fiscalía General del Estado, al Consejo Fiscal y a la Junta de Fiscales de Sala que no
correspondan a la Inspección o a la Secretaría Técnica.

Cinco. Los Fiscales de Sala integrados en la Fiscalía General del Estado contarán con los fiscales adscritos que
se determinen en plantilla. El régimen de designación y cese de estos Fiscales de Sala será el previsto en el
apartado uno del artículo treinta y seis y en el apartado uno del artículo cuarenta y uno de este Estatuto. El
régimen de designación y cese de los fiscales adscritos a los Fiscales de Sala será el previsto en el apartado tres
del artículo treinta y seis.
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Se modifica por el art. único.7 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.5 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523

Artículo catorce.
Uno. El Consejo Fiscal se constituirá, bajo la Presidencia de la persona titular de la Fiscalía General del Estado,
por el o la Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, el Fiscal Jefe Inspector o la Fiscal Jefa Inspectora y nueve
Fiscales pertenecientes a cualquiera de las categorías. Todos los miembros del Consejo Fiscal, excepto la
persona titular de la Fiscalía General del Estado, el o la Teniente Fiscal del Tribunal Supremo y el Fiscal
Inspector, se elegirán, por un período de cuatro años, atendiendo al principio de presencia equilibrada de
mujeres y hombres, de forma que cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por ciento de los
Vocales electos, por los miembros del Ministerio Fiscal en servicio activo, constituidos en un único colegio
electoral en la forma que reglamentariamente se determine.

Dos. No podrán ser elegidos vocales del Consejo Fiscal los Fiscales que presten sus servicios en la Inspección
Fiscal, la Unidad de Apoyo y la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado.

Tres. El Consejo Fiscal podrá funcionar en Pleno y en Comisión Permanente y sus acuerdos se adoptarán por
mayoría simple, siendo dirimente, en caso de empate, el voto de su Presidente.

Cuatro. Corresponde al Consejo Fiscal:

a) Elaborar los criterios generales en orden a asegurar la unidad de actuación del Ministerio Fiscal, en lo
referente a la estructuración y funcionamiento de sus órganos.

b) Asesorar al Fiscal General del Estado en cuantas materias éste le someta.

c) Informar las propuestas pertinentes respecto al nombramiento de los diversos cargos.

d) Elaborar los informes para ascensos de los miembros de la carrera fiscal.

e) Resolver los expedientes disciplinarios y de mérito que sean de su competencia, así como apreciar las
posibles incompatibilidades a que se refiere este Estatuto.

f) Resolver los recursos interpuestos contra resoluciones dictadas en expedientes disciplinarios por los
Fiscales Jefes de los distintos órganos del Ministerio Fiscal.

g) Instar las reformas convenientes al servicio y al ejercicio de la función fiscal.

h) Conocer los planes anuales de la Inspección Fiscal.

i) Conocer e informar los planes de formación y selección de los Fiscales.

j) Informar los proyectos de ley o normas reglamentarias que afecten a la estructura, organización y
funciones del Ministerio Fiscal. A estos efectos, el Consejo Fiscal deberá emitir el informe correspondiente
en el plazo de treinta días hábiles. Cuando en la orden de remisión se haga constar la urgencia del informe,
el plazo será de quince días hábiles.

k) Dirigir al Fiscal General del Estado cuantas peticiones y solicitudes relativas a su competencia se
consideren oportunas.

l) (Suprimida).
Téngase en cuenta que la supresión de esta letra l) por la disposición final 5.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, 
entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "l) Nombrar por mayoría absoluta a la 
persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos."

Habrá de integrarse en el seno del Consejo Fiscal una Comisión de Igualdad para el estudio de la mejora de
los parámetros de igualdad en la carrera fiscal, cuya composición quedará determinada en la normativa
que rige la constitución y funcionamiento del Consejo Fiscal.

Se suprime la letra l) del apartado 4, con efectos de 3 de abril de 2025, por la disposición final 5.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. 
BOE-A-2025-76
Se modifica el apartado 1 por el art. 4 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará a la elección de los miembros del Consejo Fiscal que tenga lugar tras la entrada en vigor 
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de la citada Ley Orgánica, segín establece su disposición transitoria2.3.
Se añade la letra l) al apartado 4 por la disposición final 2.3 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806
Se modifica por el art. único.8 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se añade el último párrafo al apartado 1 por la disposición adicional 4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115
Se modifica por el art. único.6 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 2.1 de la Ley 5/1988, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-1988-8175

Artículo quince.
La Junta de Fiscales de Sala se constituirá, bajo la presidencia del Fiscal General del Estado, por el Teniente
Fiscal del Tribunal Supremo y los Fiscales de Sala. Actuará como Secretario el Fiscal Jefe de la Secretaría
Técnica. La Junta asiste al Fiscal General del Estado en materia doctrinal y técnica, en orden a la formación de
los criterios unitarios de interpretación y actuación legal, la resolución de consultas, elaboración de las
memorias y circulares, preparación de proyectos e informes que deban ser elevados al Gobierno y
cualesquiera otras, de naturaleza análoga, que el Fiscal General del Estado estime procedente someter a su
conocimiento y estudio, así como en los supuestos previstos en el artículo veinticinco de este Estatuto.
Se modifica por el art. único.9 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo dieciséis.
La Junta de Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas, presidida por el Fiscal General del Estado,
estará integrada por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, por dichos Fiscales Superiores, y por el Fiscal
Jefe de la Secretaría Técnica, que actuará como Secretario. Su función será asegurar la unidad y coordinación
de la actuación y funcionamiento de las Fiscalías en todo el territorio del Estado, sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Consejo Fiscal por este Estatuto. En atención a los asuntos a tratar, podrá ser
convocado a la Junta cualquier miembro del Ministerio Fiscal.

Se modifica por el art. único.10 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.7 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523

Artículo diecisiete.
La Fiscalía del Tribunal Supremo, bajo la jefatura del Fiscal General del Estado se integrará, además, con un
Teniente Fiscal, los Fiscales de Sala y los Fiscales del Tribunal Supremo que se determinen en la plantilla, los
cuales deberán pertenecer a la categoría segunda. El Teniente Fiscal del Tribunal Supremo desempeñará las
siguientes funciones, sin perjuicio de las demás que le atribuya este Estatuto o el reglamento que lo desarrolle,
o que pueda delegarle el Fiscal General del Estado:

a) Sustituirá al Fiscal General del Estado en caso de ausencia, imposibilidad o vacante.

b) Dirigirá y coordinará por delegación del Fiscal General del Estado la actividad ordinaria de la Fiscalía del
Tribunal Supremo. Los Fiscales del Tribunal Supremo desempeñarán sus funciones en el ámbito de dicho
Tribunal, y en consecuencia disfrutarán de la consideración, tratamiento y régimen retributivo acordes a la
relevancia de su cometido y al rango y naturaleza de dicho órgano.
Se modifica por el art. único.11 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo diecinueve.
Uno. La Fiscalía de la Audiencia Nacional es competente para conocer de los asuntos que correspondan a
dicho órgano judicial, con excepción de los que resulten atribuidos a otra Fiscalía Especial de acuerdo con las
disposiciones de este Estatuto.

Dos. Son Fiscalías Especiales la Fiscalía Antidroga y la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad
Organizada.

Tres. La Fiscalía Antidroga ejercerá las siguientes funciones:

a) Intervenir directamente en todos los procedimientos relativos al tráfico de drogas, estupefacientes y
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sustancias psicotrópicas, o blanqueo de capitales relacionado con dicho tráfico, que sean competencia de
la Audiencia Nacional y de los Juzgados Centrales de Instrucción conforme a los artículos 65 y 88 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial.

b) Investigar, en los términos del artículo Cinco de este Estatuto, los hechos que presenten indicios de ser
constitutivos de alguno de los delitos mencionados en el apartado anterior.

c) Coordinar las actuaciones de las distintas Fiscalías en orden a la prevención y represión del tráfico ilegal
de drogas y el blanqueo de capitales relacionado con dicho tráfico. Las Fiscalías de los Tribunales Militares
colaborarán con la Fiscalía Antidroga en relación con los hechos cometidos en centros, establecimientos y
unidades militares.

d) Colaborar con la autoridad judicial en el control del tratamiento de los drogodependientes a quienes se
haya aplicado la remisión condicional, recibiendo los datos precisos de los centros acreditados que
participen en dicho tratamiento.

Cuatro. La Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada practicará las diligencias a que se
refiere el artículo Cinco de esta Ley e intervendrá directamente en procesos penales, en ambos casos siempre
que se trate de supuestos de especial trascendencia, apreciada por el Fiscal General del Estado, en relación
con:

a) Delitos contra la Hacienda Pública, contra la seguridad social y de contrabando.

b) Delitos de prevaricación.

c) Delitos de abuso o uso indebido de información privilegiada.

d) Malversación de caudales públicos.

e) Fraudes y exacciones ilegales.

f) Delitos de tráfico de influencias.

g) Delitos de cohecho.

h) Negociación prohibida a los funcionarios.

i) Defraudaciones.

j) Insolvencias punibles.

k) Alteración de precios en concursos y subastas públicos.

l) Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los consumidores.

m) Delitos societarios.

n) Blanqueo de capitales y conductas afines a la receptación, salvo cuando por su relación con delitos de
tráfico de drogas o de terrorismo corresponda conocer de dichas conducta a las otras Fiscalías Especiales.
ñ) Delitos de corrupción en transacciones comerciales internacionales.

o) Delitos de corrupción en el sector privado.

p) Delitos conexos con los anteriores.

q) La investigación de todo tipo de negocios jurídicos, transacciones o movimientos de bienes, valores o
capitales, flujos económicos o activos patrimoniales, que indiciariamente aparezcan relacionados con la
actividad de grupos delictivos organizados o con el aprovechamiento económico de actividades delictivas,
así como de los delitos conexos o determinantes de tales actividades; salvo cuando por su relación con
delitos de tráfico de drogas o de terrorismo corresponda conocer de dichas conductas a la Fiscalía
Antidroga o a la de la Audiencia Nacional.

Cinco. Cuando el número de procedimientos así lo aconseje, el Fiscal General del Estado podrá designar en
cualquier Fiscalía uno o varios Fiscales Delegados de las Fiscalías Especiales, que se integrarán en éstas. Dicha
designación se hará, oído el Consejo Fiscal, previo informe de los Fiscales Jefes de la Fiscalía Especial y la
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Fiscalía territorial correspondiente, entre los Fiscales de la plantilla de ésta última que lo soliciten,
acreditando su especialización en la materia en los términos que reglamentariamente se establezcan. Cuando
en la Fiscalía territorial exista una Sección especializada, constituida con arreglo a lo dispuesto en el artículo
anterior, cuyo ámbito de actuación coincida total o parcialmente con la materia para la que es competente la
Fiscalía Especial, el Fiscal Delegado se integrará en dicha Sección. El Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial tendrá,
con respecto a los Fiscales así designados y sólo en el ámbito específico de su competencia, las mismas
facultades y deberes que corresponden a los Fiscales Jefes de los demás órganos del Ministerio Fiscal. Sin
perjuicio de las Instrucciones que con carácter general pueda impartir el Fiscal General del Estado, el Decreto
de nombramiento concretará las funciones y el ámbito de actuación de los Fiscales Delegados, especificando
su grado de dedicación a los asuntos competencia de la Fiscalía Especial. En todo caso los Fiscales Delegados
deberán informar de los asuntos de los que conozcan en su calidad de tales al Fiscal Jefe del órgano en que
desempeñen sus funciones.

Seis. Para su adecuado funcionamiento, se podrán adscribir a las Fiscalías Especiales unidades de Policía
Judicial y cuantos profesionales y expertos sean necesarios para auxiliarlas de manera permanente u
ocasional.
Se modifica por el art. único.14 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.4 de la Ley 10/1995, de 24 de abril. Ref. BOE-A-1995-10066
Se modifica por el art. 4 de la Ley 5/1988, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-1988-8175

Artículo veinte.
Uno. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, con categoría de
Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo Cinco de este Estatuto, e intervenir directamente en
aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes
a los delitos por actos de violencia de género y de violencia sexual comprendidos en el artículo 89.5 de la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos civiles comprendidos en el
artículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, y recabar
informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren.

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de violencia de género y
violencia sexual, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las
correspondientes instrucciones.

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta de
Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos seguidos y
actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de violencia de género y violencia sexual. Para
su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que sean necesarios para auxiliarlo de
manera permanente u ocasional.
Téngase en cuenta que la modificación de las letras a), d) y e), del apartado 1, por la disposición final 5.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 
de enero. Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de octubre de 2025 según determina su disposición final 38.3 Redacción anterior: "a) 
Practicar las diligencias a que se refiere el artículo Cinco del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, e intervenir directamente en aquellos 
procesos penales de especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a los delitos por actos de violencia de 
género comprendidos en el artículo 87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial... ...d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas 
Fiscalías en materias de violencia de género, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes 
instrucciones. e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta de Fiscales de Sala del 
Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en 
materia de violencia de género..."

Dos. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal contra los delitos relativos a la ordenación del
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territorio y la protección del patrimonio histórico, del medio ambiente e incendios forestales, con categoría
de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo Cinco a intervenir, directamente o a través de
instrucciones impartidas a los delegados, en aquellos procesos penales de especial trascendencia
apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a delitos relativos a la ordenación del territorio, la
protección del patrimonio histórico, los recursos naturales y el medio ambiente, la protección de la flora,
fauna y animales domésticos, y los incendios forestales.

b) Ejercitar la acción pública en cualquier tipo de procedimiento, directamente o a través de instrucciones
impartidas a los delegados, cuando aquella venga prevista en las diferentes leyes y normas de carácter
medioambiental, exigiendo las responsabilidades que procedan.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las secciones especializadas de medio ambiente y recabar los
informes oportunos, dirigiendo por delegación del Fiscal General del Estado la red de Fiscales de medio
ambiente.

d) Coordinar las Fiscalías en materia de medio ambiente unificando los criterios de actuación, para lo cual
podrá proponer al Fiscal General la emisión de las correspondientes instrucciones y reunir, cuando
proceda, a los Fiscales integrantes de las secciones especializadas.

e) Elaborar anualmente y presentar al Fiscal General del Estado un informe sobre los procedimientos
seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de medio ambiente, que será
incorporado a la memoria anual presentada por el Fiscal General del Estado. Para su adecuada actuación
se le adscribirá una Unidad del Servicio de Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil, así como, en su
caso, los efectivos necesarios del resto de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que tengan competencias
medioambientales, de conformidad con la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad. Igualmente, podrán adscribirse los profesionales y expertos técnicos necesarios para auxiliarlo
de manera permanente u ocasional. La Fiscalía podrá recabar el auxilio de los agentes forestales o
ambientales de las administraciones públicas correspondientes, dentro de las funciones que estos
colectivos tienen legalmente encomendadas. Dos bis. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal
contra los delitos de odio y discriminación, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes
funciones: a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo cinco del Estatuto Orgánico del Ministerio
Fiscal, e intervenir directamente en aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por el
Fiscal General del Estado, referentes a los delitos cometidos por la pertenencia de la víctima a un
determinado grupo social, según su edad, raza, sexo, orientación sexual, expresión o identidad de género,
religión, etnia, nacionalidad, ideología, afiliación política, discapacidad o situación socioeconómica. b)
Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra los delitos de odio, y recabar informes de las
mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren. c) Coordinar los criterios de
actuación de las diversas Fiscalías en materia de delitos de odio y discriminación, para lo cual podrá
proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes instrucciones. d) Elaborar
semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta de Fiscales de Sala del
Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones
practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de delitos de odio y discriminación. Para su adecuada
actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que sean necesarios para auxiliarlo de manera
permanente u ocasional y actuará en coordinación con las entidades, asociaciones y organizaciones
legalmente constituidas que tengan entre sus finalidades la defensa y promoción de los derechos humanos
y la erradicación de la discriminación. Dos ter. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal en
materia de derechos humanos y memoria democrática, con la categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las
siguientes funciones: a) Supervisar y coordinar la acción del Ministerio Fiscal en todos los procedimientos
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y actuaciones a que se refiere la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, dando
conocimiento al Fiscal Jefe de las fiscalías correspondientes. b) Representar a la persona titular de la
Fiscalía General del Estado, por delegación de aquella, en todos los actos de reconocimiento a nuestra
memoria democrática. c) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo cinco e intervenir en aquellos
procesos penales de especial trascendencia apreciada por la persona titular de la Fiscalía General del
Estado y ejercitar la acción pública en cualquier tipo de procedimiento, directamente o a través de
instrucciones, exigiendo las responsabilidades que procedan, cuando se refieran a hechos que constituyan
violaciones del Derecho Internacional de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario,
incluyendo los que tuvieron lugar con ocasión del golpe de Estado, la Guerra y la Dictadura. Así como
facilitar y coordinar los instrumentos de cooperación internacional para la reparación de las víctimas. d)
Representar a la Fiscalía General del Estado, por delegación de la persona titular de la misma, y
relacionarse con el Defensor del Pueblo en los términos previstos en su normativa reguladora. e)
Coordinar las Fiscalías en materia de memoria democrática y derechos humanos, unificando los criterios
de actuación, para lo cual podrá proponer a la persona titular de la Fiscalía General la emisión de las
correspondientes instrucciones.

f) Representar a la Fiscalía General del Estado, por delegación de la persona titular de esta, y relacionarse
con los Agentes del Reino de España ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en materia de
interpretación de la jurisprudencia del Tribunal, en especial en aquello que pudiera afectar a los recursos
de revisión de sentencias derivados de sus resoluciones. Asimismo, será el cauce de coordinación entre la
Fiscalía del Tribunal Supremo y la Fiscalía del Tribunal Constitucional y las unidades especializadas en
materia de memoria democrática y derechos humanos.

g) Elaborar anualmente y presentar a la persona titular de la Fiscalía General del Estado un informe sobre
las actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de memoria democrática y derechos
humanos, que será incorporado a la memoria anual presentada por la Fiscalía General del Estado.

Tres. Igualmente existirán, en la Fiscalía General del Estado, Fiscales de Sala Especialistas responsables de la
coordinación y supervisión de la actividad del Ministerio Fiscal en materia de protección y reforma de
menores, y en aquellas otras materias en que el Gobierno, a propuesta del Ministro de Justicia, oído el Fiscal
General del Estado, y previo informe, en todo caso, del Consejo Fiscal, aprecie la necesidad de creación de
dichas plazas. Los referidos Fiscales de Sala tendrán facultades y ejercerán funciones análogas a las previstas
en los apartados anteriores de este artículo, en el ámbito de su respectiva especialidad, así como las que en su
caso pueda delegarles el Fiscal General del Estado, todo ello sin perjuicio de las atribuciones de los Fiscales
Jefes de los respectivos órganos territoriales.

Cuatro. En la Fiscalía General del Estado, de igual modo, existirá la Unidad de Protección de Datos que,
respecto del tratamiento de datos con fines jurisdiccionales realizado por el Ministerio Fiscal, ejercerá con
plena independencia y neutralidad las competencias y facultades que por la normativa de protección de datos
corresponden a la autoridad de control de acuerdo con lo establecido en el artículo 236 octies de la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y asumirá la condición de Delegado de Protección de Datos,
en relación con el tratamiento de datos con fines no jurisdiccionales, una vez sea designado como tal por el
Fiscal General del Estado. La Unidad de Protección de Datos deberá tener garantizada la dotación de los
recursos necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones. Su composición, organización y
funcionamiento serán regulados reglamentariamente»
Téngase en cuenta que este apartado 4, modificado por la disposición final 5.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, 
entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1 Redacción anterior: "Cuatro. En la Fiscalía General del Estado, de 
igual modo, existirá la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos que ejercerá las competencias que corresponden a la autoridad 
de protección de datos con fines jurisdiccionales sobre el tratamiento de los mismos realizado por el Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 236 octies de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el ámbito de sus competencias y facultades. Su regulación se 
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remitirá a los términos previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial en cuanto le sea de aplicación. Al frente de la Unidad de Supervisión y 
Control de Protección de Datos se nombrará por mayoría absoluta del Pleno del Consejo Fiscal una persona titular de la Unidad, de entre 
juristas de reconocida competencia con al menos quince años de ejercicio profesional y con conocimientos y experiencia acreditados en 
materia de protección de datos. La duración del mandato de la persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos 
será de cinco años, no renovable. Durante su mandato permanecerá, en su caso, en situación de servicios especiales y ejercerá exclusivamente 
las funciones inherentes a su cargo. Sólo podrá ser cesada por incapacidad o incumplimiento grave de sus deberes, apreciados por el Pleno 
mediante mayoría absoluta. El régimen de incompatibilidades de la persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de 
Datos será el mismo que el establecido para los Fiscales al servicio de los órganos técnicos de la Fiscalía General del Estado. La persona titular 
de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos deberá ejercer sus funciones con absoluta independencia y neutralidad. La 
persona titular y el resto de personal adscrito a la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos estarán sujetos al deber de secreto 
profesional, tanto durante su mandato como después del mismo, con relación a las informaciones confidenciales de las que hayan tenido 
conocimiento en el cumplimiento de sus funciones o el ejercicio de sus atribuciones. Este deber de secreto profesional se aplicará en particular 
a la información que faciliten las personas físicas a la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos en materia de infracciones de la 
presente normativa. La composición, organización y funcionamiento de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos será 
regulada reglamentariamente. Se deberá velar porque la Unidad cuente, en todo caso, con todos los medios personales y materiales 
necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones."
Se modifica, con efectos de 3 de octubre de 2025, las letras a), d) y e) del apartado 1 y, con efectos de 3 de abril de 2025, el apartado 4, por la 
disposición final 5.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76
Se añade el apartado Dos ter por la disposición final 1 de la Ley 20/2022, de 19 de octubre. Ref. BOE-A-2022-17099
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en el BOE núm. 32, de 7 de febrero de 2023. Ref. BOE-A-2023-3123
Se añade el apartado Dos bis por la disposición final 5.2 de la Ley 15/2022, de 12 de julio. Ref. BOE-A-2022-11589
Se añade el apartado 4 por la disposición final 2.2 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806
Se modifica por el art. único.15 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo veintiuno.
Uno. Las Fiscalías del Tribunal Supremo, ante el Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas, la Fiscalía
Togada, la Fiscalía de la Audiencia Nacional y las Fiscalías Especiales tienen su sede en Madrid y extienden
sus funciones a todo el territorio del Estado para los asuntos de su competencia. La Fiscalía del Tribunal
Militar Central también tendrá su sede en la capital de España y ejercerá sus funciones ante dicho Tribunal y
ante los Juzgados Togados Militares Centrales. Las Fiscalías de los Tribunales Militares Territoriales tendrán
su sede donde resida el Tribunal Militar Territorial respectivo y ejercerán las funciones en el ámbito
competencial del mismo.

Dos. Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas tendrán su sede donde resida el Tribunal Superior de
Justicia respectivo, y ejercerán sus funciones en el ámbito competencial del mismo. En el supuesto de que
existan o se establezcan Salas de los Tribunales Superiores de Justicia con jurisdicción limitada a una o varias
provincias de la Comunidad Autónoma, a propuesta o previo informe del Fiscal Superior de la Comunidad
Autónoma, el Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal, podrá proponer al Ministro de Justicia la
constitución en su sede de una Sección Territorial de la Fiscalía Superior de la Comunidad Autónoma. La
propuesta se comunicará a la Comunidad Autónoma con competencias en materia de justicia para el ejercicio
de las mismas.

Tres. Las Fiscalías Provinciales tendrán su sede donde la tenga la Audiencia Provincial y extenderán sus
funciones a todos los órganos judiciales de la provincia, salvo que con arreglo a las disposiciones de este
Estatuto sea competente otro órgano del Ministerio Fiscal. También despacharán los asuntos competencia de
órganos judiciales unipersonales de ámbito superior al provincial, cuando así lo disponga el Fiscal General del
Estado, oído el Consejo Fiscal, y el Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma. En el caso de Comunidades
Autónomas uniprovinciales, atendiendo a su volumen de actividad, el Gobierno, a propuesta del Fiscal
General del Estado, oído el Consejo Fiscal y el Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, podrá establecer
que la Fiscalía de la Comunidad Autónoma asuma también las funciones de la Fiscalía Provincial.

Cuatro. Las Fiscalías de Área ejercerán sus funciones en el ámbito territorial inferior a la provincia en el que
proceda su creación dado el volumen de asuntos, el número de órganos judiciales o la existencia de una
sección de la Audiencia Provincial en sede distinta de la capital de la misma, pudiendo abarcar uno o más
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partidos judiciales de dicha provincia, y teniendo su sede en el lugar que determine la norma que las
establezca.

Cinco. Los miembros del Ministerio Fiscal podrán actuar y constituirse en cualquier punto del territorio de su
Fiscalía. No obstante, cuando el volumen o la complejidad de los asuntos lo requiera, el Fiscal General del
Estado, de oficio o a propuesta del Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, oídos el Consejo Fiscal y los
Fiscales Jefes de los órganos afectados, podrá ordenar que se destaquen temporalmente uno o varios Fiscales
a una Fiscalía determinada. Igualmente, con la autorización del Fiscal General del Estado, cualquier Fiscal
podrá actuar en cualquier punto del territorio del Estado.

Seis. Lo establecido en este artículo deberá entenderse sin perjuicio de que, cuando los Tribunales y Juzgados
se constituyan en lugar distinto de su sede legal o cuando el ejercicio de sus funciones lo requiera, pueda el
Ministerio Fiscal, por medio de sus miembros, constituirse ante un órgano judicial con sede distinta a la de la
Fiscalía respectiva.
Se modifica por el art. único.16 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo veintiuno bis.
En caso de discrepancias entre la Fiscalía Europea y la Fiscalía española sobre las atribuciones a las que se
refiere el artículo 25.6 del Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, decidirá
definitivamente la persona titular de la Fiscalía General del Estado tras oír a la Junta de Fiscales de Sala, en los
términos previstos en el artículo quince de la presente Ley.
Se añade por la disposición final 1.3 de la Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio. Ref. BOE-A-2021-10957

CAPITULO II DE LA UNIDAD Y DEPENDENCIA DEL MINISTERIO FISCAL

Artículo veintidós.
Uno. El Ministerio Fiscal es único para todo el Estado.

Dos. El Fiscal General del Estado ostenta la jefatura superior del Ministerio Fiscal y su representación en todo
el territorio español. A él corresponde impartir las órdenes e instrucciones convenientes al servicio y al orden
interno de la institución y, en general, la dirección e inspección del Ministerio Fiscal.

Tres. El Fiscal General del Estado podrá delegar a los Fiscales de Sala funciones relacionadas con la materia
propia de su competencia. Los Fiscales de Sala Delegados asumirán dichas funciones en los términos y con los
límites que establezca el acto de delegación, que será revocable y en todo caso se extinguirá cuando cese el
Fiscal General. Dentro de tales límites, los Fiscales de Sala podrán proponer al Fiscal General del Estado las
Circulares e Instrucciones que considere necesarias, participar en la determinación de los criterios para la
formación de los Fiscales especialistas y coordinar a nivel estatal la actuación de las Fiscalías, sin perjuicio de
las facultades de los respectivos Fiscales Jefes de los órganos territoriales.

Cuatro. Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas, además de dirigir su Fiscalía, actuarán en
todo el territorio de la Comunidad Autónoma correspondiente, asumiendo en el mismo la representación y la
jefatura del Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las atribuciones del Fiscal General del Estado. En consecuencia,
presidirán la Junta de Fiscales Jefes de su territorio, y ejercerán dentro del mismo las funciones previstas en
los artículos Once, Veintiuno, Veinticinco y Veintiséis de este Estatuto, las que delegue el Fiscal General del
Estado, así como las que les correspondan en materia disciplinaria con arreglo a esta Ley o al reglamento que
la desarrolle. En el caso de las Comunidades Autónomas uniprovinciales mencionadas en el artículo
Veintiuno, apartado Tres, el Fiscal Superior asumirá también las funciones que, con arreglo a este Estatuto o a
las normas que lo desarrollen, correspondan al Fiscal Jefe de la Fiscalía Provincial.

Cinco. El Fiscal Jefe de cada órgano ejercerá la dirección de éste y actuará siempre en representación del
Ministerio Fiscal bajo la dependencia de sus superiores jerárquicos y del Fiscal General del Estado.
Corresponde a los Fiscales Jefes de cada órgano:
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a) Organizar los servicios y la distribución del trabajo entre los Fiscales de la plantilla y la adscripción de
los componentes de la Sección de Menores, oída la Junta de Fiscalía. Será preciso pertenecer a la categoría
segunda para intervenir en los procedimientos ante el tribunal de jurado o para realizar funciones de
visado.
Téngase en cuenta que la esta letra a), modificada por la disposición final 5.4 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, 
entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1 Redacción anterior: "a) Organizar los servicios y la 
distribución del trabajo entre los Fiscales de la plantilla y la adscripción de los componentes de la Sección de Menores, oída la Junta de 
Fiscalía."

b) Conceder los permisos y licencias de su competencia.

c) Ejercer la facultad disciplinaria en los términos que establezcan el presente Estatuto y su reglamento.

d) Hacer las propuestas de recompensas, de méritos y las menciones honoríficas que procedan.

e) Las demás facultades que este Estatuto u otras disposiciones le confieran. Lo dispuesto en este apartado
se entiende sin perjuicio de las facultades que atribuye al Ministro de Defensa el artículo 92 de la Ley
Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar.

Seis. El Teniente Fiscal, en las Fiscalías donde exista, asumirá las funciones de dirección o coordinación que
le delegue el Fiscal Jefe, y sustituirá a éste en caso de ausencia, vacante o imposibilidad.

Siete. Los Fiscales Jefes de las Fiscalías Provinciales estarán jerárquicamente subordinados al Fiscal Superior
de la Comunidad Autónoma y se integrarán, bajo la presidencia de éste, en la Junta de Fiscales Jefes de la
Comunidad Autónoma.

Ocho. Los Fiscales Jefes de las Fiscalías de Área estarán jerárquicamente subordinados a los Fiscales Jefes de
las Fiscalías Provinciales. En caso de ausencia, vacante o imposibilidad serán sustituidos por el Fiscal Decano
más antiguo de la Fiscalía de Área, y en su defecto, por el propio Fiscal Jefe de la Fiscalía Provincial o en quien
éste delegue mientras subsista la situación que motivó la sustitución.

Nueve. Los Fiscales Decanos ejercerán la dirección y coordinación de las Secciones de Fiscalía de acuerdo con
las instrucciones del Fiscal Jefe Provincial y, en su caso, del Fiscal superior de la Comunidad Autónoma, y por
delegación de éstos.

Diez. El Teniente Fiscal de la Fiscalía Provincial, los Fiscales Jefes de Área y los Fiscales Decanos integran la
Junta de Coordinación de la Fiscalía Provincial, que será convocada periódicamente y dirigida por el Fiscal
Jefe Provincial, con el fin de coordinar la dirección del Ministerio Fiscal en su ámbito territorial.

Se modifica la letra a) del apartado 5, con efectos de 3 de abril de 2025, por la disposición final 5.4 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. 
Ref. BOE-A-2025-76
Se modifican los apartados 3 a 5 y se añaden los apartados 6 a 10 por el art. único.17 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica el apartado 5 por el art. 72 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2004-21760
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 87, de 12 de abril de 2005. Ref. BOE-A-2005-5835
Se modifica por el art. único.9 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523

Artículo veintitrés.
Los miembros del Ministerio Fiscal son autoridad a todos los efectos y actuarán siempre en representación de
la Institución. En cualquier momento de la actividad que un Fiscal esté realizando en cumplimiento de sus
funciones o antes de iniciar la que le estuviese asignada en virtud del sistema de distribución de asuntos entre
los miembros de la Fiscalía, podrá su superior jerárquico inmediato, mediante resolución motivada, avocar
para sí el asunto o designar a otro Fiscal para que lo despache. Si existe discrepancia resolverá el superior
jerárquico común a ambos. La sustitución será comunicada en todo caso al Consejo Fiscal, que podrá expresar
su parecer.
Se modifica por el art. único.18 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
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Artículo veinticuatro.
Uno. Para mantener la unidad de criterios, estudiar los asuntos de especial trascendencia o complejidad o fijar
posiciones respecto a temas relativos a su función, cada Fiscalía celebrará periódicamente juntas de todos sus
componentes. A las Juntas de las Fiscalías especiales podrán ser convocados sus Fiscales Delegados. Los
acuerdos de la mayoría tendrán carácter de informe, prevaleciendo después del libre debate el criterio del
Fiscal Jefe. Sin embargo, si esta opinión fuese contraria a la manifestada por la mayoría de los asistentes,
deberá someter ambas a su superior jerárquico. Hasta que se produzca el acuerdo del superior jerárquico, de
requerirlo el tema debatido, el criterio del Fiscal Jefe gozará de ejecutividad en los extremos estrictamente
necesarios.

Dos. Con la finalidad prevista en el número anterior, los Fiscales adscritos a las distintas secciones que
integran la Fiscalía del Tribunal Supremo celebrarán Juntas de Sección, que estarán presididas por el Fiscal de
Sala respectivo. En los casos en que el criterio del Fiscal Jefe fuera contrario a la opinión mantenida por la
mayoría de los integrantes de la Junta, resolverá el Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal o la Junta
de Fiscales de Sala según el ámbito propio de sus respectivas funciones. Aquellas secciones de la Fiscalía del
Tribunal Supremo cuya jefatura estuviera integrada por más de un Fiscal de Sala podrán celebrar juntas que
agrupen a los Fiscales distribuidos en las diferentes unidades organizativas que integren cada sección. Sin
embargo, los asuntos de especial trascendencia o complejidad y aquellos que afecten a la unidad de criterio
habrán de ser debatidos en Junta de Sección que será presidida por el Fiscal de Sala más antiguo. A los efectos
previstos en el párrafo primero de este apartado, bastará que la discrepancia respecto del criterio de la
mayoría sea provocada por el parecer de uno solo de los Fiscales de Sala que integran la sección. Con el fin de
dar cuenta de la actividad estadística de las distintas secciones y para el tratamiento de aquellas cuestiones
que pudieran afectar a la organización de los diferentes servicios de carácter general, los Fiscales celebrarán
Junta de Fiscales del Tribunal Supremo. Estas juntas serán presididas por el Fiscal General del Estado, que
podrá ser sustituido por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo.

Tres. Sin perjuicio de las Juntas de Fiscales previstas en el apartado Uno de este artículo, los Fiscales Jefes
Provinciales podrán convocar las juntas de coordinación previstas en el artículo Veintidós.Diez, con el fin de
tratar cuestiones relativas a la dirección y coordinación de los distintos servicios, sin que en ningún caso
puedan sustituir en sus funciones a la Junta General. Asimismo, para mantener la unidad de criterios o fijar
posiciones respecto a temas relativos a su función, los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas
podrán convocar, como superiores jerárquicos, Junta de Fiscales que integre a quienes desempeñaren la
jefatura de las Fiscalías Provinciales en los respectivos ámbitos territoriales.

Cuatro. Las Juntas de Fiscales podrán ser ordinarias o extraordinarias. Las ordinarias se celebrarán al menos
semestralmente. Su orden del día será fijado por el Fiscal Jefe, si bien deberán incluirse en el mismo aquellos
otros asuntos o temas que propongan por escrito y antes del comienzo de la Junta, un quinto, al menos, de los
Fiscales destinados en las Fiscalías. También podrá deliberarse, fuera del orden del día, sobre aquellos
asuntos que proponga cualquiera de los asistentes a la Junta y el Fiscal Jefe acuerde someter a debate. Las
Juntas extraordinarias se convocarán para debatir cuestiones que por su urgencia o complejidad se estime
oportuno no relegar a la Junta ordinaria. La convocatoria, que expresará el orden del día, deberá hacerla el
Fiscal Jefe, bien por propia iniciativa, bien en virtud de moción suscrita por un tercio de los Fiscales
destinados en la Fiscalía. La asistencia a las Juntas es obligatoria para todos los Fiscales según su respectiva
composición, salvo ausencia justificada apreciada por el Fiscal Jefe. Los Fiscales sustitutos asistirán a las
Juntas con voz pero sin voto, cuando sean convocados por el Fiscal Jefe.
Se modifica por el art. único.19 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica por el art. único.10 de la Ley 14/2003, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2003-10523
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Artículo veinticinco.
El Fiscal General del Estado podrá impartir a sus subordinados las órdenes e instrucciones convenientes al
servicio y al ejercicio de las funciones, tanto de carácter general como referidas a asuntos específicos. Cuando
dichas instrucciones se refieran a asuntos que afecten directamente a cualquier miembro del Gobierno, el
Fiscal General deberá oír con carácter previo a la Junta de Fiscales de Sala. Los miembros del Ministerio Fiscal
pondrán en conocimiento del Fiscal General del Estado los hechos relativos a su misión que por su
importancia o trascendencia deba conocer. Las órdenes, instrucciones y comunicaciones a que se refieren
este párrafo y el anterior se realizarán a través del superior jerárquico, a no ser que la urgencia del caso
aconseje hacerlo directamente, en cuyo supuesto se dará ulterior conocimiento al mismo. Análogas facultades
tendrán los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas respecto a los Fiscales Jefes de su ámbito
territorial, y ambos respecto de los miembros del Ministerio que les estén subordinados. El Fiscal que reciba
una orden o instrucción concerniente al servicio y al ejercicio de sus funciones, referida a asuntos específicos,
deberá atenerse a las mismas en sus dictámenes pero podrá desenvolver libremente sus intervenciones orales
en lo que crea conveniente al bien de la justicia.
Se modifica por el art. único.20 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo veintiséis.
El Fiscal General del Estado podrá llamar a su presencia a cualquier miembro del Ministerio Fiscal para
recibir directamente sus informes y darle las instrucciones que estime oportunas, trasladando, en este caso,
dichas instrucciones al Fiscal Jefe respectivo. El Fiscal General del Estado podrá designar a cualquiera de los
miembros del Ministerio Fiscal para que actúe en un asunto determinado, ante cualquiera de los órganos
jurisdiccionales en que el Ministerio Fiscal está legitimado para intervenir, oído el Consejo Fiscal.

Se modifica por el art. único.21 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo veintisiete.
Uno. El Fiscal que recibiere una orden o instrucción que considere contraria a las leyes o que, por cualquier
otro motivo estime improcedente, se lo hará saber así, mediante informe razonado, a su Fiscal Jefe. De
proceder la orden o instrucción de éste, si no considera satisfactorias las razones alegadas, planteará la
cuestión a la Junta de fiscalía y, una vez que ésta se manifieste, resolverá definitivamente reconsiderándola o
ratificándola. De proceder de un superior, elevará informe a éste, el cual, de no admitir las razones alegadas,
resolverá de igual manera oyendo previamente a la Junta de Fiscalía. Si la orden fuere dada por el Fiscal
General del Estado, éste resolverá oyendo a la Junta de Fiscales de Sala.

Dos. Si el superior se ratificase en sus instrucciones lo hará por escrito razonado con la expresa relevación de
las responsabilidades que pudieran derivarse de su cumplimiento o bien encomendará a otro Fiscal el
despacho del asunto a que se refiera.

Artículo veintiocho.
El Fiscal General del Estado y los miembros del Ministerio Fiscal se abstendrán necesariamente de intervenir
en los pleitos o causas cuando les afecten algunas de las causas de abstención establecidas para los Jueces y
Magistrados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto les sean de aplicación. Las partes intervinientes
en los referidos pleitos o causas podrán acudir al superior jerárquico del Fiscal de que se trate interesando
que, en los referidos supuestos, se ordene su no intervención en el proceso. Cuando se trate del Fiscal General
del Estado, las partes intervinientes podrán dirigirse al Teniente Fiscal del Tribunal Supremo. La decisión
sobre la intervención del Fiscal General del Estado en el proceso será resuelta, en su caso, por la Junta de
Fiscales de Sala, que será presidida por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo. Contra las decisiones
anteriores no cabrá recurso alguno.
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Se modifica por el art. 2.1 de la Ley Orgánica 3/2024, de 2 de agosto. Ref. BOE-A-2024-16127
Se modifica por el art. único.22 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

TITULO III DEL FISCAL GENERAL DEL ESTADO Y DE LA CARRERA FISCAL

CAPITULO I DEL FISCAL GENERAL DEL ESTADO

Artículo veintinueve.
Uno. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído previamente el
Consejo General del Poder Judicial, eligiéndolo entre juristas españoles de reconocido prestigio con más de
quince años de ejercicio efectivo de su profesión. No podrá ser propuesto para el cargo quien en los cinco
años anteriores haya sido nombrado titular de un Ministerio, de una Secretaría de Estado o de una Consejería
de un Gobierno autonómico, ni quien haya sido elegido titular de la Presidencia de una Corporación local o
haya tenido la condición de diputado, senador, o miembro del Parlamento Europeo o de una Asamblea
legislativa de una Comunidad Autónoma.

Dos. Recibido el informe del Consejo General del Poder Judicial, el Gobierno comunicará su propuesta al
Congreso de los Diputados, a fin de que pueda disponer la comparecencia de la persona elegida ante la
Comisión correspondiente de la Cámara, en los términos que prevea su reglamento a los efectos de que se
puedan valorar los méritos e idoneidad del candidato propuesto.

Tres. Una vez nombrado, el Fiscal General del Estado prestará ante el Rey el juramento o promesa que
previene la Ley y tomará posesión del cargo ante el Pleno del Tribunal Supremo.

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.2 de la Ley Orgánica 3/2024, de 2 de agosto. Ref. BOE-A-2024-16127
Se modifica por el art. único.24 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769

Artículo treinta.
El Fiscal General del Estado tendrá carácter de autoridad en todo el territorio español y se le guardará y hará
guardar el respeto y las consideraciones debidos a su alto cargo. En los actos oficiales ocupará el lugar
inmediato siguiente al del Presidente del Tribunal Supremo.

Artículo treinta y uno.
Uno. El mandato del Fiscal General del Estado tendrá una duración de cuatro años. Antes de que concluya
dicho mandato únicamente podrá cesar por los siguientes motivos:

a) a petición propia, b) por incurrir en alguna de las incompatibilidades o prohibiciones establecidas en
esta Ley, c) en caso de incapacidad o enfermedad que lo inhabilite para el cargo, d) por incumplimiento
grave o reiterado de sus funciones, e) cuando cese el Gobierno que lo hubiera propuesto.

Dos. El mandato del Fiscal General del Estado no podrá ser renovado, excepto en los supuestos en que el
titular hubiera ostentado el cargo durante un periodo inferior a dos años.

Tres. La existencia de las causas de cese mencionadas en los apartados a), b), c) y d) del número anterior será
apreciada por el Consejo de Ministros.

Cuatro. Serán aplicables al Fiscal General del Estado las incompatibilidades establecidas para los restantes
miembros del Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las facultades o funciones que le encomienden otras
disposiciones del mismo rango.

Cinco. Su régimen retributivo será idéntico al del Presidente del Tribunal Supremo.

Seis. Si el nombramiento de Fiscal General recayese sobre un miembro de la Carrera Fiscal quedará en
situación de servicios especiales.
Se modifica por el art. único.25 de la Ley 24/2007, de 9 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17769
Se modifica el último párrafo por la disposición adicional 2.2 de la Ley 5/1988, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-1988-8175
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EA-CAT
Estatuto de Autonomía de Cataluña
En este tema: arts. 95 a 96 · 2 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-2006-13087

TÍTULO III DEL PODER JUDICIAL EN CATALUÑA

CAPÍTULO I EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y EL FISCAL O LA FISCAL SUPERIOR DE CATALUÑA

Artículo 95. El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
1. El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña es el órgano jurisdiccional en que culmina la organización
judicial en Cataluña y es competente, en los términos establecidos por la ley orgánica correspondiente, para
conocer de los recursos y de los procedimientos en los distintos órdenes jurisdiccionales y para tutelar los
derechos reconocidos por el presente Estatuto. En todo caso, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña es
competente en los órdenes jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo, social y en los otros que
puedan crearse en el futuro.

2. El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña es la última instancia jurisdiccional de todos los procesos
iniciados en Cataluña, así como de todos los recursos que se tramiten en su ámbito territorial, sea cual fuere el
derecho invocado como aplicable, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y sin perjuicio de la
competencia reservada al Tribunal Supremo para la unificación de doctrina. La Ley Orgánica del Poder
Judicial determinará el alcance y contenido de los indicados recursos.

3. Corresponde en exclusiva al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña la unificación de la interpretación del
derecho de Cataluña.

4. Corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña la resolución de los recursos extraordinarios de
revisión que autorice la ley contra las resoluciones firmes dictadas por los órganos judiciales de Cataluña.

5. El Presidente o Presidenta del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña es el representante del poder
judicial en Cataluña. Es nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y con la
participación del Consejo de Justicia de Cataluña en los términos que determine la Ley Orgánica del Poder
Judicial. El Presidente o Presidenta de la Generalitat ordena que se publique su nombramiento en el «Diari
Oficial de la Generalitat de Catalunya».

6. Los Presidentes de Sala del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña son nombrados a propuesta del
Consejo General del Poder Judicial y con la participación del Consejo de Justicia de Cataluña en los términos
que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados de los apartados 5 y 6 por Sentencia del TC 
31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409. Se declara que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos 
establecidos en el fundamento jurídico 8, por Sentencia 137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000 Se declara la inconstitucionalidad 
y nulidad de los incisos destacados de los apartados 5, 6 y que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos 
establecidos en el fundamento jurídico 44, por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 96. El Fiscal o la Fiscal Superior de Cataluña.
1. El Fiscal o la Fiscal Superior de Cataluña es el Fiscal Jefe o la Fiscal Jefa del Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña representa al Ministerio Fiscal en Cataluña, y será designado en los términos que establezca su
estatuto orgánico.

2. El Presidente o Presidenta de la Generalitat ordena la publicación del nombramiento del Fiscal o la Fiscal
Superior de Cataluña en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya».

3. El Fiscal o la Fiscal Superior de Cataluña debe enviar una copia de la memoria anual de la Fiscalía del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña al Gobierno, al Consejo de Justicia de Cataluña y al Parlamento, y
debe presentarla ante este dentro de los seis meses siguientes al día en que se hace pública.

4. Las funciones del Fiscal o la Fiscal Superior de Cataluña son las que establece el Estatuto orgánico del
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Ministerio Fiscal. La Generalitat podrá celebrar convenios con el Ministerio Fiscal.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 Según el artículo 124.4 de la Constitución Española, el Fiscal General del Estado será propuesto por:

A) El Gobierno, a instancia del Consejo General del Poder Judicial.

B) El Gobierno, a instancia del Congreso de los Diputados, previa propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

C) El Gobierno, previa iniciativa del Consejo General del Poder Judicial.

D) El Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.
Diputación Provincial de Jaén, 2019

2 Según establece el apartado dos del artículo 122 de la Constitución Española, el órgano de gobierno del 
Poder Judicial es:

A) El Ministerio de Justicia.

B) El Tribunal Supremo.

C) El Consejo General del Poder Judicial.

D) El Gobierno.
Cortes de Castilla-La Mancha, 2022

3 ¿De dónde emana la justicia según el artículo 117 de la Constitución Española de 1978?:

A) Del Rey.

B) Del Tribunal Constitucional.

C) Del pueblo.

D) Del Tribunal Supremo.
Gobierno de Aragón, 2025

4 En el título VI: Del Poder Judicial de la Constitución Española, el art. 122.3 establece que: El Consejo 
General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y 
Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; (SEÑALE LA 
RESPUESTA CORRECTA, de las que se enumeran a continuación)

A) cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida 
competencia y con más de diez años de ejercicio en su profesión.

B) cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría absoluta de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia 
y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

C) cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida 
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

D) cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría absoluta de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia 
y con más de diez años de ejercicio en su profesión.

Gobierno de La Rioja, 2022
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5 Respecto al Poder Judicial, señale la opción correcta:

A) El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Comité General del Poder Judicial.

B) El Comité General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del Poder Judicial.

C) Las sentencias serán siempre motivadas.

D) Se permiten los Tribunales de excepción.
Gobierno de Aragón, 2024
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 124 CE pág. 36 El nombramiento del máximo responsable del Ministerio Fiscal corresponde al Rey, pero
la iniciativa parte del Gobierno tras escuchar la opinión del órgano de gobierno de los jueces. Ese órgano
consultivo solo emite su parecer; no propone, ni instruye, ni condiciona la decisión gubernamental. Debe
distinguirse «oído» de fórmulas más intensas como «a propuesta» o «previa propuesta», que otorgarían un papel
decisorio que aquí no existe. El verbo exacto marca la diferencia entre mero parecer y propuesta vinculante.

2 C Art. 122 CE pág. 36 La Constitución atribuye al Consejo General del Poder Judicial el gobierno del Poder
Judicial. Entre sus funciones se encuentran, en particular, los nombramientos, los ascensos, la inspección y el
régimen disciplinario. Por tanto, no corresponde esa función al Ministerio de Justicia, al Tribunal Supremo ni al
Gobierno.

3 C Art. 117 CE pág. 35 La Constitución establece que la justicia emana del pueblo. Su administración
corresponde a jueces y magistrados integrantes del poder judicial, que actúan en nombre del Rey. Así, el origen
de la justicia y la forma en que se administra son cuestiones distintas.

4 C Art. 122 CE pág. 36 El Consejo General del Poder Judicial cuenta con veinte miembros, además de su
presidente, y ocho de ellos son juristas propuestos por las Cámaras. El Congreso y el Senado proponen cuatro
cada uno, mediante una mayoría de tres quintos. Los juristas deben tener reconocida competencia y más de
quince años de ejercicio profesional.

5 C Art. 120.3 CE pág. 36 Las sentencias deben expresar los motivos que fundamentan la decisión judicial. Esta
exigencia permite conocer las razones del fallo y hace posible su control. La Constitución establece que las
sentencias serán siempre motivadas.

Practica con más de 250 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/tec-a1-univ-lleida
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TEMARIO GENERAL 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
El Estatuto de autonomía de Cataluña: principios rectores, 
derechos y deberes, tipología de competencias.

Qué entra en este tema

EA-CAT · Estatuto de Autonomía de Cataluña
arts. 4, 15 a 54 y 110 a 115 · 47 artículos

47 artículos · empieza en la pág. 94

Lo más preguntado de este tema

Art. 33 EA-CAT 5
Art. 110 EA-CAT 4
Art. 111 EA-CAT 4
Art. 112 EA-CAT 2
Art. 4 EA-CAT 1

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 20 sobre el tema entero.

EA-CAT
Estatuto de Autonomía de Cataluña
En este tema: arts. 4, 15 a 54 y 110 a 115 · 47 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-2006-13087

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 4. Derechos y principios rectores.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben promover el pleno ejercicio de las libertades y los derechos que
reconocen el presente Estatuto, la Constitución, la Unión Europea, la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y los demás tratados y convenios
internacionales suscritos por España que reconocen y garantizan los derechos y las libertades fundamentales.

2. Los poderes públicos de Cataluña deben promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los
individuos y de los grupos sean reales y efectivas; deben facilitar la participación de todas las personas en la
vida política, económica, cultural y social, y deben reconocer el derecho de los pueblos a conservar y
desarrollar su identidad.

3. Los poderes públicos de Cataluña deben promover los valores de la libertad, la democracia, la igualdad, el
pluralismo, la paz, la justicia, la solidaridad, la cohesión social, la equidad de género y el desarrollo sostenible.

TÍTULO I DERECHOS, DEBERES Y PRINCIPIOS RECTORES

CAPÍTULO I DERECHOS Y DEBERES DEL ÁMBITO CIVIL Y SOCIAL

Artículo 15. Derechos de las personas.
1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se
refiere el artículo 4.1.

2. Todas las personas tienen derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de
malos tratos y de todo tipo de discriminación, y tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y
capacidad personal.

3. Los derechos que el presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de Cataluña pueden extenderse a otras
personas, en los términos que establecen las leyes.
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Artículo 16. Derechos en el ámbito de las familias.
Todas las personas tienen derecho, de acuerdo con los requisitos establecidos por la ley, a recibir prestaciones
sociales y ayudas públicas para atender las cargas familiares.

Artículo 17. Derechos de los menores.
Los menores tienen derecho a recibir la atención integral necesaria para el desarrollo de su personalidad y su
bienestar en el contexto familiar y social.

Artículo 18. Derechos de las personas mayores.
Las personas mayores tienen derecho a vivir con dignidad, libres de explotación y de malos tratos, sin que
puedan ser discriminadas debido a su edad.

Artículo 19. Derechos de las mujeres.
1. Todas las mujeres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con
dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, malos tratos y todo tipo de discriminación.

2. Las mujeres tienen derecho a participar en condiciones de igualdad de oportunidades con los hombres en
todos los ámbitos públicos y privados.

Artículo 20. Derecho a vivir con dignidad el proceso de la muerte.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados paliativos
integrales y a vivir con dignidad el proceso de su muerte.

2. Todas las personas tienen derecho a expresar su voluntad de forma anticipada para dejar constancia de las
instrucciones sobre las intervenciones y los tratamientos médicos que puedan recibir, que deben ser
respetadas en los términos que establecen las leyes, especialmente por el personal sanitario cuando no estén
en condiciones de expresar personalmente su voluntad.

Artículo 21. Derechos y deberes en el ámbito de la educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y a acceder a la misma en condiciones de
igualdad. La Generalitat debe establecer un modelo educativo de interés público que garantice estos derechos.

2. Las madres y los padres tienen garantizado, de acuerdo con los principios establecidos por el artículo 37.4,
el derecho que les asiste para que sus hijos e hijas reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo
con sus convicciones en las escuelas de titularidad pública, en las que la enseñanza es laica.

3. Los centros docentes privados pueden ser sostenidos con fondos públicos de acuerdo con lo que
determinen las leyes, para garantizar los derechos de acceso en condiciones de igualdad y a la calidad de la
enseñanza.

4. La enseñanza es gratuita en todas las etapas obligatorias y en los demás niveles que se establezcan por ley.

5. Todas las personas tienen derecho a la formación profesional y a la formación permanente, en los términos
establecidos por las leyes.

6. Todas las personas tienen derecho a disponer, en los términos y condiciones que establezcan las leyes, de
ayudas públicas para satisfacer los requerimientos educativos y para acceder en igualdad de condiciones a los
niveles educativos superiores, en función de sus recursos económicos, aptitudes y preferencias.

7. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el apoyo necesario que les
permita acceder al sistema educativo, de acuerdo con lo establecido por las leyes.

8. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos escolares y
universitarios en los términos establecidos por las leyes.
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Artículo 22. Derechos y deberes en el ámbito cultural.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la cultura y al desarrollo de sus
capacidades creativas individuales y colectivas.

2. Todas las personas tienen el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural.

Artículo 23. Derechos en el ámbito de la salud.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad y gratuidad a los servicios
sanitarios de responsabilidad pública, en los términos que se establecen por ley.

2. Los usuarios de la sanidad pública tienen derecho al respeto de sus preferencias en lo que concierne a la
elección de médico o médica y de centro sanitario, en los términos y las condiciones que establecen las leyes.

3. Todas las personas, con relación a los servicios sanitarios públicos y privados, tienen derecho a ser
informadas sobre los servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para su uso; sobre los
tratamientos médicos y sus riesgos, antes de que les sean aplicados; a dar el consentimiento para cualquier
intervención; a acceder a la historia clínica propia, y a la confidencialidad de los datos relativos a la salud
propia, en los términos que se establecen por ley.

Artículo 24. Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones de la red de
servicios sociales de responsabilidad pública, a ser informadas sobre estas prestaciones y a dar el
consentimiento para cualquier actuación que les afecte personalmente, en los términos que establecen las
leyes.

2. Las personas con necesidades especiales, para mantener la autonomía personal en las actividades de la vida
diaria, tienen derecho a recibir la atención adecuada a su situación, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.

3. Las personas o las familias que se encuentran en situación de pobreza tienen derecho a acceder a una renta
garantizada de ciudadanía que les asegure los mínimos de una vida digna, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.

4. Las organizaciones del tercer sector social tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
participación y la colaboración sociales.

Artículo 25. Derechos en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores tienen derecho a formarse y promoverse profesionalmente y a acceder de forma gratuita a
los servicios públicos de ocupación.

2. Las personas excluidas del mercado de trabajo porque no han podido acceder o reinsertarse al mismo y no
disponen de medios de subsistencia propios tienen derecho a percibir prestaciones y recursos no
contributivos de carácter paliativo, en los términos establecidos por ley.

3. Todos los trabajadores tienen derecho a ejercer las tareas laborales y profesionales en condiciones de
garantía para la salud, la seguridad y la dignidad de las personas.

4. Los trabajadores, o sus representantes, tienen derecho a la información, la consulta y la participación en las
empresas.

5. Las organizaciones sindicales y empresariales tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
concertación social, la participación y la colaboración social.

Artículo 26. Derechos en el ámbito de la vivienda.
Las personas que no disponen de los recursos suficientes tienen derecho a acceder a una vivienda digna, para

EA-CAT · arts. 22-26Tema 3 · El Estatuto de autonomía de Cataluña: principios rectores, derechos y deberes, tipología de competencias.

3

TEMARIO Escala Técnica (Temario general) · Universidad de Lleida · oposicionesexpress.com pág. 96



lo cual los poderes públicos deben establecer por ley un sistema de medidas que garantice este derecho, con
las condiciones que la ley determine.

Artículo 27. Derechos y deberes con relación al medio ambiente.
1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud,
de acuerdo con los estándares y los niveles de protección que determinan las leyes. Tienen también derecho a
gozar de los recursos naturales y del paisaje en condiciones de igualdad y tienen el deber de hacer un uso
responsable de los mismos y evitar su despilfarro.

2. Todas las personas tienen derecho a la protección ante las distintas formas de contaminación, de acuerdo
con los estándares y los niveles que se determinen por ley. Tienen también el deber de colaborar en la
conservación del patrimonio natural y en las actuaciones que tiendan a eliminar las diferentes formas de
contaminación, con el objetivo de su mantenimiento y conservación para las generaciones futuras.

3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que disponen los poderes
públicos. El derecho de información sólo puede ser limitado por motivos de orden público justificados, en los
términos que establecen las leyes.

Artículo 28. Derechos de los consumidores y usuarios.
1. Las personas, en su condición de consumidoras y usuarias de bienes y de servicios, tienen derecho a la
protección de su salud y seguridad. Tienen también derecho a una información veraz y comprensible sobre
las características y los precios de los productos y de los servicios, a un régimen de garantías de los productos
adquiridos y de los suministros contratados y a la protección de sus intereses económicos ante conductas
abusivas, negligentes o fraudulentas.

2. Los consumidores y usuarios tienen derecho a ser informados y a participar, directamente o mediante sus
representantes, en lo que se refiere a las Administraciones públicas de Cataluña, en los términos que
establecen las leyes.

CAPÍTULO II DE LOS DERECHOS EN EL ÁMBITO POLÍTICO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 29. Derecho de participación.
1. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos
de Cataluña, de forma directa o bien a través de representantes, en los supuestos y en los términos que
establecen el presente Estatuto y las leyes.

2. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a elegir a sus representantes en los órganos políticos
representativos y a presentarse como candidatos, de acuerdo con las condiciones y los requisitos que
establecen las leyes.

3. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover y presentar iniciativas legislativas al Parlamento, en
los términos que establecen el presente Estatuto y las leyes.

4. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar, directamente o a través de entidades asociativas,
en el proceso de elaboración de las leyes del Parlamento, mediante los procedimientos que establezca el
Reglamento del Parlamento.

5. Todas las personas tienen derecho a dirigir peticiones y a plantear quejas, en la forma y con los efectos que
establecen las leyes, a las instituciones y la Administración de la Generalitat, así como a los entes locales de
Cataluña, en materias de las respectivas competencias. La ley debe establecer las condiciones de ejercicio y
los efectos de este derecho y las obligaciones de las instituciones receptoras.

6. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares por parte de
la Generalitat y los Ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y las condiciones
que las leyes establecen.
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Artículo 30. Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a los
servicios económicos de interés general. Las Administraciones públicas deben fijar las condiciones de acceso
y los estándares de calidad de estos servicios, con independencia del régimen de su prestación.

2. Todas las personas tienen derecho a ser tratadas por los poderes públicos de Cataluña, en los asuntos que
les afectan, de forma imparcial y objetiva, y a que la actuación de los poderes públicos sea proporcionada a las
finalidades que la justifican.

3. Las leyes deben regular las condiciones de ejercicio y las garantías de los derechos a que se refieren los
apartados 1 y 2 y determinar los casos en que las Administraciones públicas de Cataluña y los servicios
públicos que de ella dependen deben adoptar una carta de derechos de los usuarios y de obligaciones de los
prestadores.

Artículo 31. Derecho a la protección de los datos personales.
Todas las personas tienen derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son
competencia de la Generalitat y el derecho a acceder a los mismos, a su examen y a obtener su corrección.
Una autoridad independiente, designada por el Parlamento, debe velar por el respeto de estos derechos en los
términos que establecen las leyes.

CAPÍTULO III DERECHOS Y DEBERES LINGÜÍSTICOS

Artículo 32. Derechos y deberes de conocimiento y uso de las lenguas.
Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razones lingüísticas. Los actos jurídicos
realizados en cualquiera de las dos lenguas oficiales tienen, en cuanto a la lengua, plena validez y eficacia.

Artículo 33. Derechos lingüísticos ante las Administraciones públicas y las instituciones estatales.
1. Los ciudadanos tienen el derecho de opción lingüística. En las relaciones con las instituciones, las
organizaciones y las Administraciones públicas en Cataluña, todas las personas tienen derecho a utilizar la
lengua oficial que elijan. Este derecho obliga a las instituciones, organizaciones y Administraciones públicas,
incluida la Administración electoral en Cataluña, y, en general, a las entidades privadas que dependen de las
mismas cuando ejercen funciones públicas.

2. Todas las personas, en las relaciones con la Administración de Justicia, el Ministerio Fiscal, el notariado y
los registros públicos, tienen derecho a utilizar la lengua oficial que elijan en todas las actuaciones judiciales,
notariales y registrales, y a recibir toda la documentación oficial emitida en Cataluña en la lengua solicitada,
sin que puedan sufrir indefensión ni dilaciones indebidas debido a la lengua utilizada, ni se les pueda exigir
ningún tipo de traducción.

3. Para garantizar el derecho de opción lingüística, los Jueces y los Magistrados, los Fiscales, los notarios, los
registradores de la propiedad y mercantiles, los encargados del Registro Civil y el personal al servicio de la
Administración de Justicia, para prestar sus servicios en Cataluña, deben acreditar, en la forma establecida en
las leyes, que tienen un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las lenguas oficiales, que los hace
aptos para ejercer las funciones propias de su cargo o su puesto de trabajo.

4. Para garantizar el derecho de opción lingüística, la Administración del Estado situada en Cataluña debe
acreditar que el personal a su servicio tiene un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las dos lenguas
oficiales, que lo hace apto para ejercer las funciones propias de su puesto de trabajo.

5. Los ciudadanos de Cataluña tienen el derecho a relacionarse por escrito en catalán con los órganos
constitucionales y con los órganos jurisdiccionales de ámbito estatal, de acuerdo con el procedimiento
establecido por la legislación correspondiente. Estas instituciones deben atender y deben tramitar los escritos
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presentados en catalán que tendrán, en todo caso, plena eficacia jurídica.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 21, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 34. Derechos lingüísticos de los consumidores y usuarios.
Todas las personas tienen derecho a ser atendidas oralmente y por escrito en la lengua oficial que elijan en su
condición de usuarias o consumidoras de bienes, productos y servicios. Las entidades, las empresas y los
establecimientos abiertos al público en Cataluña quedan sujetos al deber de disponibilidad lingüística en los
términos establecidos por ley.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 22, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 35. Derechos lingüísticos en el ámbito de la enseñanza.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán, de acuerdo con lo establecido por el
presente Estatuto. El catalán debe utilizarse normalmente como lengua vehicular y de aprendizaje en la
enseñanza universitaria y en la no universitaria.

2. Los alumnos tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán en la enseñanza no universitaria. Tienen
también el derecho y el deber de conocer con suficiencia oral y escrita el catalán y el castellano al finalizar la
enseñanza obligatoria, sea cual sea su lengua habitual al incorporarse a la enseñanza. La enseñanza del
catalán y el castellano debe tener una presencia adecuada en los planes de estudios.

3. Los alumnos tienen derecho a no ser separados en centros ni en grupos de clase distintos por razón de su
lengua habitual.

4. Los alumnos que se incorporen más tarde de la edad correspondiente al sistema escolar de Cataluña gozan
del derecho a recibir un apoyo lingüístico especial si la falta de comprensión les dificulta seguir con
normalidad la enseñanza.

5. El profesorado y el alumnado de los centros universitarios tienen derecho a expresarse, oralmente y por
escrito, en la lengua oficial que elijan.

Se declara que el apartado 1 y el primer enunciado del apartado 2 no son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos 
establecidos en el fundamento jurídico 24, por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 36. Derechos con relación al aranés.
1. En Arán todas las personas tienen el derecho a conocer y utilizar el aranés y a ser atendidas oralmente y por
escrito en aranés en sus relaciones con las Administraciones públicas y con las entidades públicas y privadas
que dependen de las mismas.

2. Los ciudadanos de Arán tienen el derecho a utilizar el aranés en sus relaciones con la Generalitat.

3. Deben determinarse por ley los demás derechos y deberes lingüísticos con relación al aranés.

CAPÍTULO IV GARANTÍAS DE LOS DERECHOS ESTATUTARIOS

Artículo 37. Disposiciones generales.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título vinculan a todos los poderes
públicos de Cataluña y, de acuerdo con la naturaleza de cada derecho, a los particulares. Las disposiciones
dictadas por los poderes públicos de Cataluña deben respetar estos derechos y deben interpretarse y aplicarse
en el sentido más favorable para su plena efectividad. Los derechos reconocidos en los artículos 32 y 33
vinculan también a la Administración General del Estado en Cataluña.

2. El Parlamento debe aprobar por ley la Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña. Las
disposiciones del presente artículo relativas a los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente
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Título se aplican también a los derechos reconocidos por dicha Carta.

3. La regulación esencial y el desarrollo directo de los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del
presente Título deben realizarse por ley del Parlamento.

4. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes. Ninguna
de las disposiciones de este Título puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o
limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 38. Tutela.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la Carta de los derechos y
deberes de los ciudadanos de Cataluña son tutelados por el Consejo de Garantías Estatutarias, de acuerdo con
lo establecido por el artículo 76.2.b) y c).

2. Los actos que vulneren los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la
Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña serán objeto de recurso ante el Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, de acuerdo con los procedimientos establecidos en las leyes.

CAPÍTULO V PRINCIPIOS RECTORES

Artículo 39. Disposiciones generales.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben orientar las políticas públicas de acuerdo con los principios
rectores que establecen la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de sus competencias, los poderes
públicos de Cataluña deben promover y adoptar las medidas necesarias para garantizar su plena eficacia.

2. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios rectores informan la legislación positiva, la
práctica judicial y la actuación de los poderes públicos.

3. Los principios rectores son exigibles ante la jurisdicción, de acuerdo con lo que determinan las leyes y las
demás disposiciones que los desarrollan.

Artículo 40. Protección de las personas y de las familias.
1. Los poderes públicos deben tener como objetivo la mejora de la calidad de vida de todas las personas.

2. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica, económica y social de las distintas
modalidades de familia previstas en las leyes, como estructura básica y factor de cohesión social y como
primer núcleo de convivencia de las personas. Asimismo, deben promover las medidas económicas y
normativas de apoyo a las familias dirigidas a garantizar la conciliación de la vida laboral y familiar y a tener
descendencia, con especial atención a las familias numerosas.

3. Los poderes públicos deben garantizar la protección de los niños, especialmente contra toda forma de
explotación, abandono, malos tratos o crueldad y de la pobreza y sus efectos. En todas las actuaciones llevadas
a cabo por los poderes públicos o por instituciones privadas el interés superior del niño debe ser prioritario.

4. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que favorezcan la emancipación de los jóvenes,
facilitándoles el acceso al mundo laboral y a la vivienda para que puedan desarrollar su propio proyecto de
vida y participar en igualdad de derechos y deberes en la vida social y cultural.

5. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica de las personas con discapacidades y deben
promover su integración social, económica y laboral. También deben adoptar las medidas necesarias para
suplir o complementar el apoyo de su entorno familiar directo.

6. Los poderes públicos deben garantizar la protección de las personas mayores para que puedan llevar una
vida digna e independiente y participar en la vida social y cultural. También deben procurar la plena
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integración de las personas mayores en la sociedad mediante políticas públicas basadas en el principio de
solidaridad intergeneracional.

7. Los poderes públicos deben promover la igualdad de las distintas uniones estables de pareja, teniendo en
cuenta sus características, con independencia de la orientación sexual de sus miembros. La ley debe regular
dichas uniones y otras formas de convivencia y sus efectos.

8. Los poderes públicos deben promover la igualdad de todas las personas con independencia de su origen,
nacionalidad, sexo, raza, religión, condición social u orientación sexual, así como promover la erradicación
del racismo, del antisemitismo, de la xenofobia, de la homofobia y de cualquier otra expresión que atente
contra la igualdad y la dignidad de las personas.

Artículo 41. Perspectiva de género.
1. Los poderes públicos deben garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres en el acceso a la ocupación, la formación, la promoción profesional, las condiciones de
trabajo, incluida la retribución, y en todas las demás situaciones, así como garantizar que las mujeres no sean
discriminadas por causa de embarazo o maternidad.

2. Los poderes públicos deben garantizar la transversalidad en la incorporación de la perspectiva de género y
de las mujeres en todas las políticas públicas para conseguir la igualdad real y efectiva y la paridad entre
mujeres y hombres.

3. Las políticas públicas deben garantizar que se haga frente de modo integral a todas las formas de violencia
contra las mujeres y a los actos de carácter sexista y discriminatorio; deben fomentar el reconocimiento del
papel de las mujeres en los ámbitos cultural, histórico, social y económico, y deben promover la participación
de los grupos y las asociaciones de mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas.

4. Los poderes públicos deben reconocer y tener en cuenta el valor económico del trabajo de cuidado y
atención en el ámbito doméstico y familiar en la fijación de sus políticas económicas y sociales.

5. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias y en los supuestos previstos en la ley, deben velar
para que la libre decisión de la mujer sea determinante en todos los casos que puedan afectar a su dignidad,
integridad y bienestar físico y mental, en particular en lo que concierne al propio cuerpo y a su salud
reproductiva y sexual.

Artículo 42. La cohesión y el bienestar sociales.
1. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que fomenten la cohesión social y que garanticen
un sistema de servicios sociales, de titularidad pública y concertada, adecuado a los indicadores económicos y
sociales de Cataluña.

2. Los poderes públicos deben velar por la plena integración social, económica y laboral de las personas y los
colectivos más necesitados de protección, especialmente de los que se encuentran en situación de pobreza y
riesgo de exclusión social.

3. Los poderes públicos deben velar por la dignidad, la seguridad y la protección integral de las personas,
especialmente de las más vulnerables.

4. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del servicio y la gratuidad de la asistencia sanitaria pública
en los términos que establece la ley.

5. Los poderes públicos deben promover políticas preventivas y comunitarias y deben garantizar la calidad del
servicio y la gratuidad de los servicios sociales que las leyes determinan como básicos.

6. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para establecer un régimen de acogida de
las personas inmigradas y deben promover las políticas que garanticen el reconocimiento y la efectividad de
los derechos y deberes de las personas inmigradas, la igualdad de oportunidades, las prestaciones y las ayudas
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que permitan su plena acomodación social y económica y la participación en los asuntos públicos.

7. Los poderes públicos deben velar por la convivencia social, cultural y religiosa entre todas las personas en
Cataluña y por el respeto a la diversidad de creencias y convicciones éticas y filosóficas de las personas, y
deben fomentar las relaciones interculturales mediante el impulso y la creación de ámbitos de conocimiento
recíproco, diálogo y mediación. También deben garantizar el reconocimiento de la cultura del pueblo gitano
como salvaguarda de la realidad histórica de este pueblo.

Artículo 43. Fomento de la participación.
1. Los poderes públicos deben promover la participación social en la elaboración, prestación y evaluación de
las políticas públicas, así como la participación individual y asociativa en los ámbitos cívico, social, cultural,
económico y político, con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre iniciativa y autonomía.

2. Los poderes públicos deben facilitar la participación y representación ciudadanas y políticas, con especial
atención a las zonas menos pobladas del territorio.

3. Los poderes públicos deben procurar que las campañas institucionales que se organicen en ocasión de los
procesos electorales tengan como finalidad la de promover la participación ciudadana y que los electores
reciban de los medios de comunicación una información veraz, objetiva, neutral y respetuosa del pluralismo
político sobre las candidaturas que concurren en los procesos electorales.

Artículo 44. Educación, investigación y cultura.
1. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del sistema de enseñanza y deben impulsar una formación
humana, científica y técnica del alumnado basada en los valores sociales de igualdad, solidaridad, libertad,
pluralismo, responsabilidad cívica y los otros que fundamentan la convivencia democrática.

2. Los poderes públicos deben promover el conocimiento suficiente de una tercera lengua al finalizar la
enseñanza obligatoria.

3. Los poderes públicos deben promover e impulsar la implicación y la participación de la familia en la
educación de los hijos e hijas, en el marco de la comunidad educativa, y deben facilitar y promover el acceso a
las actividades de educación en el tiempo libre.

4. Los poderes públicos deben fomentar la investigación y la investigación científica de calidad, la creatividad
artística y la conservación y la difusión del patrimonio cultural de Cataluña.

5. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para facilitar a todas las personas el acceso
a la cultura, a los bienes y a los servicios culturales y al patrimonio cultural, arqueológico, histórico, industrial
y artístico de Cataluña.

Artículo 45. Ámbito socioeconómico.
1. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para promover el progreso económico y el
progreso social de Cataluña y de sus ciudadanos, basados en los principios de la solidaridad, la cohesión, el
desarrollo sostenible y la igualdad de oportunidades.

2. Los poderes públicos deben promover una distribución de la renta personal y territorial más equitativa en
el marco de un sistema catalán de bienestar.

3. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos laborales y
sindicales de los trabajadores, deben impulsar y deben promover su participación en las empresas y las
políticas de ocupación plena, de fomento de la estabilidad laboral, de formación de las personas trabajadoras,
de prevención de riesgos laborales, de seguridad e higiene en el trabajo, de creación de unas condiciones
dignas en el puesto de trabajo, de no discriminación por razón de género y de garantía del descanso necesario
y vacaciones retribuidas.

4. La Generalitat debe promover la creación de un espacio catalán de relaciones laborales establecido en
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función de la realidad productiva y empresarial específica de Cataluña y de sus agentes sociales, en el cual
deben estar representadas las organizaciones sindicales y empresariales y la Administración de la Generalitat.
En este marco, los poderes públicos deben fomentar una práctica propia de diálogo social, de concertación,
de negociación colectiva, de resolución extrajudicial de conflictos laborales y de participación en el desarrollo
y la mejora del entramado productivo.

5. La Generalitat debe favorecer el desarrollo de la actividad empresarial y el espíritu emprendedor teniendo
en cuenta la responsabilidad social de la empresa, la libre iniciativa y las condiciones de competencia, y debe
proteger especialmente la economía productiva, la actividad de los emprendedores autónomos y la de la
pequeña y media empresas. La Generalitat debe fomentar la acción de las cooperativas y las sociedades
laborales y debe estimular las iniciativas de la economía social.

6. Las organizaciones sindicales y empresariales deben participar en la definición de las políticas públicas que
les afecten. La Generalitat debe promover la mediación y el arbitraje para la resolución de conflictos de
intereses entre los diversos agentes sociales.

7. Las organizaciones profesionales y las corporaciones de derecho público representativas de intereses
económicos y profesionales y las entidades asociativas del tercer sector deben ser consultadas en la definición
de las políticas públicas que les afecten.

8. La Generalitat, en consideración a las funciones social, cultural y de promoción económica que ejercen las
cajas de ahorro, debe proteger la autonomía institucional y debe promover la contribución social de dichas
entidades a las estrategias económicas y sociales de los distintos territorios de Cataluña.

Artículo 46. Medio ambiente, desarrollo sostenible y equilibrio territorial.
1. Los poderes públicos deben velar por la protección del medio ambiente mediante la adopción de políticas
públicas basadas en el desarrollo sostenible y la solidaridad colectiva e intergeneracional.

2. Las políticas medioambientales deben dirigirse especialmente a la reducción de las distintas formas de
contaminación, la fijación de estándares y de niveles mínimos de protección, la articulación de medidas
correctivas del impacto ambiental, la utilización racional de los recursos naturales, la prevención y el control
de la erosión y de las actividades que alteran el régimen atmosférico y climático, y el respeto a los principios
de preservación del medio, la conservación de los recursos naturales, la responsabilidad, la fiscalidad
ecológica y el reciclaje y la reutilización de los bienes y los productos.

3. Los poderes públicos deben hacer efectivas las condiciones para la preservación de la naturaleza y la
biodiversidad, deben promover la integración de objetivos ambientales en las políticas sectoriales y deben
establecer las condiciones que permitan a todas las personas el goce del patrimonio natural y paisajístico.

4. Los poderes públicos deben velar por la cohesión económica y territorial aplicando políticas que aseguren
un tratamiento especial de las zonas de montaña, la protección del paisaje, la defensa del litoral, el fomento
de las actividades agrarias, ganaderas y silvícolas y una distribución equilibrada al territorio de los distintos
sectores productivos, los servicios de interés general y las redes de comunicación.

5. Los poderes públicos deben facilitar a los ciudadanos la información medioambiental y deben fomentar la
educación en los valores de la preservación y de la mejora del medio ambiente como patrimonio común.

Artículo 47. Vivienda.
Los poderes públicos deben facilitar el acceso a la vivienda mediante la generación de suelo y la promoción de
vivienda pública y de vivienda protegida, con especial atención a los jóvenes y los colectivos más necesitados.

Artículo 48. Movilidad y seguridad vial.
1. Los poderes públicos deben promover políticas de transporte y de comunicación, basadas en criterios de
sostenibilidad, que fomenten la utilización del transporte público y la mejora de la movilidad garantizando la
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accesibilidad para las personas con movilidad reducida.

2. Los poderes públicos deben impulsar, de forma prioritaria, las medidas destinadas al incremento de la
seguridad vial y la disminución de los accidentes de tráfico, con especial incidencia en la prevención, la
educación vial y la atención a las víctimas.

Artículo 49. Protección de los consumidores y usuarios.
1. Los poderes públicos deben garantizar la protección de la salud, la seguridad y la defensa de los derechos y
los intereses legítimos de los consumidores y usuarios.

2. Los poderes públicos deben garantizar la existencia de instrumentos de mediación y arbitraje en materia de
consumo, promoviendo su conocimiento y utilización, y deben apoyar a las organizaciones de consumidores y
usuarios.

Artículo 50. Fomento y difusión del catalán.
1. Los poderes públicos deben proteger el catalán en todos los ámbitos y sectores y deben fomentar su uso,
difusión y conocimiento. Estos principios también deben aplicarse con respecto al aranés.

2. El Gobierno, las universidades y las instituciones de enseñanza superior, en el ámbito de las competencias
respectivas, deben adoptar las medidas pertinentes para garantizar el uso del catalán en todos los ámbitos de
las actividades docentes, no docentes y de investigación.

3. Las políticas de fomento del catalán deben extenderse al conjunto del Estado, a la Unión Europea y al resto
del mundo.

4. Los poderes públicos deben promover que los datos que figuren en el etiquetado, en el embalaje y en las
instrucciones de uso de los productos distribuidos en Cataluña consten también en catalán.

5. La Generalitat, la Administración local y las demás corporaciones públicas de Cataluña, las instituciones y
las empresas que dependen de las mismas y los concesionarios de sus servicios deben utilizar el catalán en
sus actuaciones internas y en la relación entre ellos. También deben utilizarlo en las comunicaciones y las
notificaciones dirigidas a personas físicas o jurídicas residentes en Cataluña, sin perjuicio del derecho de los
ciudadanos a recibirlas en castellano si lo piden.

6. Los poderes públicos deben garantizar el uso de la lengua de signos catalana y las condiciones que permitan
alcanzar la igualdad de las personas con sordera que opten por esta lengua, que debe ser objeto de enseñanza,
protección y respeto.

7. El Estado, de acuerdo con lo que dispone la Constitución, debe apoyar la aplicación de los principios
establecidos por el presente artículo. Deben establecerse los instrumentos de coordinación y, si procede, de
actuación conjunta para que sean más efectivos.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 23, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 51. Cooperación al fomento de la paz y cooperación al desarrollo.
1. La Generalitat debe promover la cultura de la paz y acciones de fomento de la paz en el mundo.

2. La Generalitat debe promover acciones y políticas de cooperación al desarrollo de los pueblos y debe
establecer programas de ayuda humanitaria de emergencia.

Artículo 52. Medios de comunicación social.
1. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para garantizar el derecho a la información y
a recibir de los medios de comunicación una información veraz y unos contenidos que respeten la dignidad
de las personas y el pluralismo político, social, cultural y religioso. En el caso de los medios de comunicación
de titularidad pública la información también debe ser neutral.
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2. Los poderes públicos deben promover las condiciones para garantizar el acceso sin discriminaciones a los
servicios audiovisuales en el ámbito de Cataluña.

Artículo 53. Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
1. Los poderes públicos deben facilitar el conocimiento de la sociedad de la información y deben impulsar el
acceso a la comunicación y a las tecnologías de la información, en condiciones de igualdad, en todos los
ámbitos de la vida social, incluido el laboral; deben fomentar que estas tecnologías se pongan al servicio de las
personas y no afecten negativamente a sus derechos, y deben garantizar la prestación de servicios mediante
dichas tecnologías, de acuerdo con los principios de universalidad, continuidad y actualización.

2. La Generalitat debe promover la formación, la investigación y la innovación tecnológicas para que las
oportunidades de progreso que ofrece la sociedad del conocimiento y de la información contribuyan a la
mejora del bienestar y la cohesión sociales.

Artículo 54. Memoria histórica.
1. La Generalitat y los demás poderes públicos deben velar por el conocimiento y el mantenimiento de la
memoria histórica de Cataluña como patrimonio colectivo que atestigua la resistencia y la lucha por los
derechos y las libertades democráticas. A tal fin, deben adoptar las iniciativas institucionales necesarias para
el reconocimiento y la rehabilitación de todos los ciudadanos que han sufrido persecución como
consecuencia de la defensa de la democracia y el autogobierno de Cataluña.

2. La Generalitat debe velar para que la memoria histórica se convierta en símbolo permanente de tolerancia,
de dignidad de los valores democráticos, de rechazo de los totalitarismos y de reconocimiento de todas
aquellas personas que han sufrido persecución debido a sus opciones personales, ideológicas o de conciencia.

TÍTULO IV DE LAS COMPETENCIAS

CAPÍTULO I TIPOLOGÍA DE LAS COMPETENCIAS

Artículo 110. Competencias exclusivas.
1. Corresponden a la Generalitat, en el ámbito de sus competencias exclusivas, de forma íntegra la potestad
legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva. Corresponde únicamente a la Generalitat el
ejercicio de estas potestades y funciones, mediante las cuales puede establecer políticas propias.

2. El derecho catalán, en materia de las competencias exclusivas de la Generalitat, es el derecho aplicable en
su territorio con preferencia sobre cualquier otro.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 59, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 9, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 111. Competencias compartidas.
En las materias que el Estatuto atribuye a la Generalitat de forma compartida con el Estado, corresponden a la
Generalitat la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, en el marco de las bases
que fije el Estado como principios o mínimo común normativo en normas con rango de ley, excepto en los
supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto . En el ejercicio de estas
competencias, la Generalitat puede establecer políticas propias. El Parlamento debe desarrollar y concretar a
través de una ley aquellas previsiones básicas.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-
A-2010-11409.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado por Sentencia TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409
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Artículo 112. Competencias ejecutivas.
Corresponde a la Generalitat en el ámbito de sus competencias ejecutivas, la potestad reglamentaria, que
comprende la aprobación de disposiciones para la ejecución de la normativa del Estado, así como la función
ejecutiva, que en todo caso incluye la potestad de organización de su propia administración y, en general,
todas aquellas funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración pública.

Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 61, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 9, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 113. Competencias de la Generalitat y normativa de la Unión Europea.
Corresponde a la Generalitat el desarrollo, la aplicación y la ejecución de la normativa de la Unión Europea
cuando afecte al ámbito de sus competencias, en los términos que establece el Título V.

Artículo 114. Actividad de fomento.
1. Corresponde a la Generalitat, en las materias de su competencia, el ejercicio de la actividad de fomento. A
tal fin, la Generalitat puede otorgar subvenciones con cargo a fondos propios.

2. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia exclusiva, la especificación de los objetivos a
los que se destinan las subvenciones estatales y comunitarias europeas territorializables así como la
regulación de las condiciones de otorgamiento y la gestión, incluyendo la tramitación y la concesión.

3. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia compartida, precisar normativamente los
objetivos a los que se destinan las subvenciones estatales y comunitarias europeas territorializables, así como
completar la regulación de las condiciones de otorgamiento y toda la gestión, incluyendo la tramitación y la
concesión.

4. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia ejecutiva, la gestión de las subvenciones
estatales y comunitarias europeas territorializables, incluyendo la tramitación y la concesión.

5. La Generalitat participa en la determinación del carácter no territorializable de las subvenciones estatales y
comunitarias europeas. Asimismo, participa, en los términos que fije el Estado, en su gestión y tramitación.

Artículo 115. Alcance territorial y efectos de las competencias.
1. El ámbito material de las competencias de la Generalitat está referido al territorio de Cataluña, excepto los
supuestos a que hacen referencia expresamente el presente Estatuto y otras disposiciones legales que
establecen la eficacia jurídica extraterritorial de las disposiciones y los actos de la Generalitat.

2. La Generalitat, en los casos en que el objeto de sus competencias tiene un alcance territorial superior al del
territorio de Cataluña, ejerce sus competencias sobre la parte de este objeto situada en su territorio, sin
perjuicio de los instrumentos de colaboración que se establezcan con otros entes territoriales o,
subsidiariamente, de la coordinación por el Estado de las Comunidades Autónomas afectadas.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 ¿Cómo ha afectado la Sentencia 31/2010, de 28 de junio, del Tribunal Constitucional, a los artículos que 
regulan la lengua del Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006?

A) Los artículos 5, 6.2, 33.5, 34, 35.1, 35.2 y 50.5 continúan plenamente vigentes, de acuerdo con la interpretación 
del Tribunal Constitucional, y queda anulada la expresión «y preferente» del artículo 6.1.

B) Quedan anulados todos los artículos que regulan la lengua.

C) Quedan anulados los artículos 5, 6.2, 33.5, 34, 35.1, 35.2 y 50.5.

D) Quedan anulados los artículos 5, 6.2, 33.5, 34, 35.1, 35.2 y 50.5 y la expresión «y preferente» del artículo 6.1.
Generalitat de Catalunya, 2023

2 La señora Isona Martí acude a la Administración de Justicia de Barcelona para realizar un trámite 
administrativo. El funcionario acreditado por el Ministerio de Justicia no quiere atenderla en catalán 
porque solo hace 2 meses que ha llegado a Catalunya y no tiene los conocimientos necesarios para 
entenderla. En este caso:

A) El funcionario no tiene la obligación de atenderla en catalán porque es personal que depende del Ministerio de 
Justicia y no de la Administración de la Generalitat de Catalunya.

B) Se está vulnerando el derecho de elección de lengua oficial de la señora Isona Martí.

C) El trámite debe realizarse en castellano; después, la señora Isona Martí puede solicitar la documentación 
traducida al catalán.

D) No se vulnera ningún derecho de la señora Isona Martí. El castellano es lengua oficial en Catalunya y el 
funcionario puede decidir en qué lengua oficial realizará el trámite.

Generalitat de Catalunya, 2026

3 En relación con el artículo 111 del Estatuto de Autonomía sobre las competencias compartidas de la 
Generalitat de Cataluña, la Sentencia 31/2010 del Tribunal Constitucional declaró que el artículo...

A) Era totalmente inconstitucional.

B) No era inconstitucional, interpretado conforme a la Sentencia.

C) Era parcialmente inconstitucional.

D) Se ajustaba estrictamente al concepto constitucional de bases estatales.
Generalitat de Catalunya, 2023

4 Clasificad los siguientes impuestos, indicando si son impuestos cedidos totalmente o parcialmente a la 
Generalitat de Catalunya: • Tributos sobre el juego • Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

A) Los dos son impuestos cedidos totalmente.

B) Los dos son impuestos cedidos parcialmente.

C) Los tributos sobre el juego están cedidos parcialmente y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones está cedido 
totalmente.

D) Los tributos sobre el juego están cedidos totalmente y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones está cedido 
parcialmente.

Generalitat de Catalunya, 2026
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5 La Generalitat de Catalunya está diseñando un nuevo plan para reforzar la convivencia y la participación 
ciudadana en el conjunto del territorio. En un municipio donde conviven personas procedentes de diversos 
orígenes culturales, el Govern recibe una petición de asociaciones vecinales para que:
- Se impulsen programas que garanticen que la libertad y la igualdad de los individuos y de los grupos sean 
reales y efectivas.
- Se establezcan medidas para que todas las personas puedan participar en la vida política, económica, 
cultural y social del municipio.
- Se promuevan iniciativas que refuercen la conservación y el desarrollo de la identidad cultural de las 
diferentes comunidades.
- Se fomente un marco de convivencia basado en la libertad, la democracia, la igualdad, el pluralismo, la 
paz, la justicia, la solidaridad, la cohesión social, la equidad de género y el desarrollo sostenible.

Teniendo en cuenta los derechos y principios rectores establecidos en el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña, ¿cuál de estas actuaciones forma parte de las obligaciones expresas de la Generalitat de 
Catalunya?

A) Promover el pleno ejercicio de las libertades y de los derechos reconocidos por la Constitución, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y los demás tratados y convenios internacionales suscritos por España, 
pero sin facilitar la participación de todas las personas en la vida política, económica, cultural y social.

B) Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los individuos y de los grupos sean reales y 
efectivas, facilitar la participación de todas las personas en la vida política, económica, cultural y social y 
reconocer el derecho de los pueblos a conservar y desarrollar su identidad.

C) Limitar la promoción de los valores de la libertad, la democracia, la igualdad, el pluralismo y la solidaridad 
únicamente a las instituciones catalanas, sin impulsarlos en la sociedad.

D) Sustituir los tratados internacionales suscritos por España para promover valores como la paz, la cohesión 
social y el desarrollo sostenible.

Generalitat de Catalunya, 2026
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 5, 6.1, 6.2, 33.5, 34, 35.1, 35.2 y 50.5 EA-CAT La Sentencia 31/2010 no anuló en bloque los preceptos
estatutarios relativos a la lengua, sino que mantuvo varios de ellos conforme a la interpretación fijada por el
Tribunal Constitucional. La excepción indicada es la expresión «y preferente» del artículo 6.1, que fue declarada
inconstitucional y nula. Por tanto, la respuesta distingue correctamente entre los preceptos que permanecieron
vigentes y esa expresión anulada.

2 B Art. 33 EA-CAT pág. 98 El catalán y el castellano son lenguas oficiales en Cataluña, y las personas tienen
derecho a elegir cuál utilizar en sus relaciones con las administraciones y las instituciones públicas. La falta de
conocimientos lingüísticos del funcionario no elimina el derecho de la ciudadana a ser atendida en la lengua
oficial que ha elegido. Por ello, negarse a atenderla en catalán vulnera ese derecho.

3 C Art. 111 EA-CAT pág. 105 La Sentencia 31/2010 declaró inconstitucional y nulo un inciso del artículo 111 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña. La declaración afectó a una parte del precepto, no al artículo entero. Por
eso se considera que fue parcialmente inconstitucional.

4 A Art. 26 EA-CAT pág. 96 Tanto los tributos sobre el juego como el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones
figuran entre los tributos cedidos totalmente a las comunidades autónomas. Esto significa que se les atribuye el
rendimiento íntegro de ambos impuestos, aunque el alcance de las competencias normativas y de gestión
puede variar. Por tanto, los dos tienen la misma clasificación en cuanto al grado de cesión.

5 B Art. 4 EA-CAT pág. 94 El Estatuto obliga a los poderes públicos de Cataluña a promover que la libertad y la
igualdad de las personas y de los grupos sean reales y efectivas. También les exige facilitar la participación de
todas las personas en la vida política, económica, cultural y social, y reconocer el derecho de los pueblos a
conservar y desarrollar su identidad. Entre sus principios rectores figuran, además, los valores de libertad,
democracia, pluralismo, cohesión social y desarrollo sostenible.

Practica este tema en haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.
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